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El estudio que se emprende, respecto a la detención preventiva visto desde el Sistema 
Penal acusatorio, a la luz de los estándares del Sistema Interamericano de los Derechos 
Humanos, busca establecer las condiciones reales que se evidencian frente al derecho 
fundamental de la libertad y su vulneración frecuente, a través de la medida de 
aseguramiento que decretan los jueces en el desarrollo de la Ley 906 de 2004.  
Es acertado empezar con la afirmación: “Si se escribiese la historia de las víctimas de 
la prisión preventiva, se leería en ella una de las más temibles acusaciones contra la 
sociedad”1. Fácilmente se perfilan las violaciones que se encuentran a lo largo de la historia 
del hombre, aún en los sistemas penales modernos, que se vanaglorian, de garantizar el 
respeto por los derechos fundamentales, incluso por su aparente garantismo. 
Se plantea el siguiente problema: ¿La detención preventiva en el sistema penal 
acusatorio colombiano, cumple con los estándares del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos? 
Como hipótesis se tiene: En Colombia, no se cumplen con los estándares definidos por 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos en materia de la detención preventiva en 
el sistema penal acusatorio, generando  violaciones en la persona 
Este trabajo se justifica ya que la libertad es un derecho fundamental, que no puede ser 
vulnerado bajo ninguna circunstancia, menos en el ejercicio de la aplicación de la ley, en 
este sentido es importante el estudio referido a la garantía procesal, desde la perspectiva del 
Sistema Penal Acusatorio, que se desarrolla en Colombia, apropósito de los estándares 
establecidos por del Sistema Interamericano de Derechos Humanos; este estudio permitirá 
precisar la institución de la medida de aseguramiento, como una aplicación excepcional;  si 
se tiene en cuenta que la libertad ha de ser inviolable; en este sentido se genera una tensión 
entre la aplicación interna de la medida frente a organismos internacionales, que plantean 
principios fundamentales para la ejecución de dicha disposición de la libertad personal, al 
igual que la doctrina internacional, constituyendo estándares, que orientan el parámetro de 
aplicación de esta institución. 
“La privación del derecho fundamental de la libertad personal en vía cautelar alcanza 
su grado máximo con la prisión provisional”2, es imperativo detenerse en repensar con 
frialdad, como a la luz del derecho, se violenta frontalmente la garantía de la libertad que 
tiene el ser humano, a costa de medidas de detenciones provisionales, que intentan justificar 
la mentalidad que vive la generación judicial en Latinoamérica, de una justicia retributiva y 
no restaurativa, muy seguramente, y para infortunio de los ciudadanos no bastaran dos 
generaciones para el cambio de paradigma, entender en derecho desde una perspectiva 
humanizante. 
El Derecho a la libertad es inalienable, el proceso histórico ha demostrado que el ser 
humano en su esencia tiene la vocación a esta garantía y que no existe justificación alguna  
                                                          
1
 CONCEPCIÓN ARENAL, nació en el Ferrol, España, el 31 de enero de 1820, se viste de hombre para poder asistir a la Universidad 
Complutense de Madrid y tomar clases en la Facultad de Derecho; dedicó su pluma a la reivindicación de las situaciones marginadas; 
conoció el horror de las cárceles de mujeres y hombres, la inmisericordia y miseria de hospicios y manicomios. 
2
 SANGUINÉ, ODONE. Prisión Provisional y Derechos Fundamentales, Valencia, Edit. Tirant lo Blanch, 1993,  p. 23.  
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que procure justificar tal afectación. Este referente será desarrollado a lo largo de la 
investigación, desde una mirada crítica de la que se hace en América Latina y 
específicamente en la experiencia  en Colombia , en los diferentes sistemas penales, 
fundamentalmente en el sistema penal acusatorio que inicia su ejecución en el año 2005; en 
esta línea de trabajo se insiste en el referente del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, quien presenta una línea muy clara en cuanto a la concepción del derecho a la 
libertad a que tienen los ciudadanos dentro de los procesos penales en América, 
evidenciados en los estándares internacionales en esta materia; nos llevaremos sorpresas, no 
se entenderá como los organismos judiciales en los diferentes países de América quienes 
son los primeros llamados a respetar y a hacer respetar el derecho a la libertad son los 
primeros en violentarlos, desde  la sombra que les da  la aparente legalidad y rompiendo 
frontalmente lo establecido por el Sistema.   
En este estudio se procurará hacer una precisión del concepto de libertad y  detención 
preventiva, a la luz del Sistema Penal Acusatorio que se desarrolla en Colombia, 
determinando si se ajusta a los estándares del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, identificando las violaciones más comunes en esta materia. 
En el desarrollo de esta investigación, se presentaran algunas sentencias falladas en 
América, es importante determinar que cuando se violenta el derecho a la libertad, en los 
cargos de la demanda, es común encontrar que son muchas las vulneraciones que se 
desprenden de este, como la vida, tortura, tratos crueles entre otros, haciendo un poco más 
complejo el análisis, frente a la detención preventiva o también llamada prisión provisional, 
del acto mismo se derivan otras afectaciones a bienes inherentes al ser humano. 
Cuando en el trabajo de investigación, se aborda el problema sobre el cumplimiento de 
los estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en materia de detención 
preventiva en el sistema penal acusatorio, nos encontramos con la imperiosa necesidad de 
hacer algunas precisiones de tipo metodológico; los estándares de que se hablará en el 
estudio, hacen referencia a las condiciones que se han de tener en cuenta para cada caso en 
particular para determinar cuando una persona es objeto de privación de la libertad personal 
dentro de los sistemas penales que se adelantan en América; así las cosas queda subsumido 
dentro de este espectro nuestro “sistema penal acusatorio”, de esta manera lo que hará es un 
ejercicio intelectual, analizando la concepción de libertad y los presupuesto tenidos en 
cuenta en uno y otro sistema, para privar de la libertad a una persona dentro de un proceso 
penal. 
En el desarrollo del trabajo, adicional a la presentación de los diferentes procesos 
fallados en contra de países de América por violar derechos fundamentales, entre los que se 
encuentra la libertad de la persona, por cierto, Colombia uno de ellos; estas vulneraciones 
generadas por procesos penales en distintas legislaciones donde media una medida de 
aseguramiento, consistente en privación de la libertad; la afectación causada en la persona 
por los sistemas judiciales, pareciera que en la mayoría de los casos quedara en la 
impunidad, bajo el presupuesto de los requisitos establecidos por la Ley, es decir insisto en 
una violación frontal de los derechos fundamentales al amparo de la norma; en 
consecuencia es preciso abordar el tema de manera tangencial, respecto a la responsabilidad 
del Estado que se deriva  de la administración de justicia;  pero no se trata únicamente de 
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una responsabilidad política o ética, si pensar en una patrimonial, que logre el algo, mitigar 
la afectación causada por este, no se puede tolerar que en un Estado decente, continúen 
violando los derechos de las personas al amparo de la ley bajo la aquiescencia de este. El 
plazo razonable, del que habla los estándares del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, a juicio de los jueces se desvanece en el tiempo, en la ley 600 del año 2.000, 
termina convirtiéndose en una caricatura mal hecha, hoy tenemos personas con medida de 
detención preventiva, que superan los tres años, sin condena; ¿qué entenderá la corte por 
tiempo razonable?, de la misma manera, resulta evidente que los presupuestos para la 
detención preventiva, establecida en Colombia resulta un poco ambigua, si se tiene en 
cuenta el gran volumen de personas que padecen la inclemencia del sistema penal, no son 
realmente un peligro para la sociedad, no existe una amenaza por este para obstaculizar la 
investigación y menos destruir la prueba y como tampoco es un riesgo que no comparezca a 
las audiencias; en el trabajo se encontrarán precisiones que permiten establecer carencias en 
nuestro sistema penal; parecería increíble, que luego de un término superior al mencionado 
anteriormente, se estén realizando ampliaciones a indagatorias y aun con personas privadas 
de la libertad, claro, con la ley 600 de 2.000, se evidencia que la fiscalía no cuenta con 
suficientes elementos para establecer la responsabilidad del detenido; sin embargo, a pesar 
del enorme volumen de solicitudes de libertad, aún persisten en permanecer con la persona 
privada de la libertad, bien puede continuar la investigación sin detenido, hoy la corte tiene 
esta postura, el caso de los militares con fuero, detenidos provisionalmente. El panorama no 
es alentador, si quienes han de respetar derechos fundamentales, son quienes primero los 
vulneran; en este sentido en algunos países existe una regulación respecto a la 
responsabilidad patrimonial del Estado en la administración de justicia, “en España ya es un 
hecho que frente a las fallas en el sistema penal exista una responsabilidad estatal 
patrimonialmente generada por la creación de un instituto relacionada con las obligaciones 
contraídas en un contrato o negocio jurídico”3; existe para el efecto un procedimiento 
definido. “La prisión preventiva indebida es un supuesto de error judicial, pueden reclamar 
al Estado, los que han sufrido esta afectación buscando una reparación por perjuicios 
causados”4.  
Es imperiosa la necesidad de tratar en la parte final de la investigación lo concerniente 
a la responsabilidad patrimonial del Estado frente a esta vulneración del derecho a la 
libertad, no como necesidad académica sino como obligación ética, para abrir el debate 
respecto a esta obligación estatal por la afectación generada a los asociados por la 
administración de justicia. 
El objetivo general es determinar si la detención preventiva en el sistema penal 
acusatorio colombiano, cumple con los estándares definidos por el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. Para cumplir el objetivo general se proponen los siguientes 
objetivos específicos: Analizar la detención preventiva en el sistema penal acusatorio  
colombiano; y establecer los estándares del Sistema Interamericano de  Derechos Humanos 
en materia de la detención preventiva.  
                                                          
3
 GONZÁLEZ ALONSO, AUGUSTO. Responsabilidad patrimonial del Estado en la administración de justicia. Valencia, Edit. Tirant lo 
Blanch, 2009,  p. 13. 
4
 Ibíd. GONZÁLEZ p. 1. 
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En este sentido se hará un análisis de la figura  de la detención preventiva en Colombia 
a la luz del Sistema Acusatorio ley 906 de 2004, obviamente haciendo una alusión 
tangencial a la ley 600 de 2000, que en su esencia sigue la misma concepción, por lo menos 
en cuanto a las causales de su procedencia 
Para la realización de este trabajo se siguió una investigación básica jurídica, tomando 
como fuentes la normatividad, sentencias nacional e internacional, la realidad social y la 
historia; los casos que serán referidos en materia de detención preventiva nos conducen a 
hacer una análisis, de cómo se ha venido aplicando esta medida en los países que hacen 
parte de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, constituyéndose en una 




La preocupación sobre algunas instituciones que se venían desarrollando a lo largo de la 
aplicación del sistema penal acusatorio, Ley 906 de 2.000 y encontraba contradictorio su 
ejercicio por los operadores judiciales con los derechos fundamentales, que aplicaban 
literalmente las normas penales; es el caso de los preacuerdos, el principio de oportunidad y 
la medida de aseguramiento, consistente en privación de la libertad; frente a estas 
inquietudes, me orienté a abordar el problema de la detención preventiva en Colombia y los 
Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Conociendo la complejidad 
de la investigación, al acceder a la jurisprudencia colombiana, como la del Sistema; con la 
responsabilidad de abordar procesos fallados que generan serias dudas, sobre las 
actuaciones en nuestro Derecho interno, respecto al manejo de la figura de la detención 
preventiva a la luz de los Estándares del Sistema Interamericano, se empezó  el estudio de 
esta institución. 
Esta investigación, servirá de referente para entender mejor por parte de los operadores 
judiciales, la figura de la medida de aseguramiento, consistente en la detención preventiva a 
la luz de los derechos fundamentales, donde procede solo en casos excepcionales, entender 
que la libertad es inviolable y por ninguna circunstancia se puede vulnerar y menos por el 
aparato judicial.  
En Colombia se ha cuestionado desde el ámbito académico las condiciones de 
aplicación de la prisión preventiva, en lo que tiene que ver con las condiciones, ejecución, 
duración y control, pero no se ha realizado un estudio para determinar si se cumplen los 
estándares fijados por instituciones internacionales de derechos humanos. 
Este estudio pretende cubrir este déficit y hacer análisis complementarios que 
coadyuven a garantizar la adecuada protección y satisfacción de derechos humanos a las 
personas. 
La jurisprudencia colombiana no ha dado aplicación a los estándares internacionales 
en materia de prisión preventiva. La ausencia del principio de presunción de inocencia 
demuestran que la jurisprudencia no ha tenido en cuenta la trascendencia de los derechos 
que se vulneran con la prisión preventiva, esto redunda en la violación de los derechos de 
todos los imputados encarcelados y constituye un riesgo para aquellos que en un futuro lo 
serán.  
En Colombia la práctica indiscriminada de la prisión preventiva ha contribuido al 
hacinamiento en las cárceles producto de un incremento desmesurado del número de 
personas privadas de la libertad y del índice de presos sin condena.  
Para prevenir esta situación a largo plazo es necesario adoptar medidas legislativas en 
materia de prisión preventiva, mediante la protección efectiva de los derechos humanos a 
través de la aplicación de las normas y estándares internacionales, servirá para evitar la 
responsabilidad patrimonial del Estado para asegurar el respeto de los derechos de los 
procesados.  
“Una medida tan grave y que anticipa la ejecución futura por la necesidad de 
garantizar la disponibilidad del imputado o resulta del proceso penal, solo parece justificada 
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con absoluto respeto a los principios constitucionales”5, si de manera excepcional ha de 
pensarse en decretar una medida de aseguramiento,  consistente en detención preventiva o 
prisión provisional como la llaman algunos, tiene que fundarse en los principios 
constitucionales, durante el desarrollo de la investigación, esbozaré algunas demandas 
incoadas en organismos internacionales, que una vez fallados, dan razón al demandante, 
dejando cada vez más en evidencia, que existe un volumen elevado de situaciones que no se 
ajustan a las disposiciones constitucionales y menos a los estándares del Sistema 
Interamericano de Derecho Humanos; es de anotar que nuestra sociedad, a pesar de haber 
entrado a la posmodernidad, a un existe un desconocimiento de las garantías que les asiste, 
este tipo de investigaciones, proponen una visión diferente al de los jueces y son un 
referente para entender que el derecho a la libertad es inalienable y no podrá ser vulnerado 
por ningún organismo del Estado, en esa línea también están los operadores judiciales.  
En la experiencia de indagación de la información, se encontró que existen muchos 
estudiosos de la detención  provisional, coincidiendo en que, es una de las instituciones más 
polémicas del Derecho Penal, en la mayoría de países, es uno de los problemas más 
difíciles y críticos en el proceso penal, en el que “chocan con extraordinaria intensidad el 
interés del Estado en garantizar la efectividad del proceso  penal y los derechos 
fundamentales del acusado, en particular el derecho a la libertad6; obviamente en un Estado 
Social Derecho, ha de tener como función central la protección de los derechos 
fundamentales, generando tensión entre la garantía de la justicia, logrando la 
comparecencia del infractor de la ley penal al proceso y ponderando desde la Constitución 
Nacional, cuando de manera excepcional ha de proferirse una medida de aseguramiento. 
Durante la investigación ha de precisarse expresiones que generan discusión, a la luz 
de las diferentes legislaciones; es el caso de prisión provisional y prisión preventiva, como 
una forma de referirse al mismo instituto; “la primera muestra su carácter puramente 
temporal y la segunda  se refiere a la finalidad perseguida”7; por la interpretación inicial se 
pensaría que es solo una cuestión de precisar términos, es un problema de semántica; es 
entonces la prisión en este sentido provisional, como un aligeramiento de la carga represiva 
e inquisitiva que contiene el sustantivo prisión, es ver como un mero vocablo  genere la 
grave contradicción que supone el hecho de que una persona esté en prisión sin haber sido 
condenado; a fin de cuentas,  el imputado  que se halla privado de la libertad lo está debido 
a la existencia de meros indicios y no de auténticas pruebas, pues “su caso no ha sido 
sometido todavía a un juicio oral contradictorio en el que  haya podido ejercitar con todas 
las garantía su derecho de defensa” 8 . Es evidente que nuestros jueces han venido 
violentando el derecho a la libertad de los ciudadanos, con el pretexto de estar aplicando la 
ley desde su interpretación, que finalmente termina vulnerando Derechos Fundamentales si 
se tiene en cuenta que efectivamente la prisión, sea cual sea la connotación semántica que 
se le dé, es verdaderamente una aflicción o un castigo, sin que sea condenado; es ahí 
cuando en Estado tiene que comenzar a responder con las indemnizaciones y la respectiva 
responsabilidad para el operador judicial que generó el perjuicio, como consecuencia de 
                                                          
5
 RAMOS MÉNDEZ, FRANCISCO. El proceso Penal, Barcelona, Edit. Bosch Editor, 1999, p. 124  
6
 SANGUINÉ, ODONE. Ob Cit. p.23.  
7
 SANGUINÉ, ODONE. Ob Cit. p 23.  
8
 BARREIRO, ALBERTO JORGE.  La Prisión Provisional en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, s.d. 1997, p. 177. 
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una medida de aseguramiento innecesaria; ya en España existe una legislación clara 
respecto a la responsabilidad patrimonial del Estado en la administración de justicia. 
Siempre en las legislaciones penales en la historia de Colombia, han tenido prevista la 
detención preventiva como elemento fundamental, para garantizar la investigación, 
asegurar la comparecencia al proceso  del infractor de la ley penal o porque el indiciado 
representa un peligro para la comunidad; estas condiciones para imponer la medida de 
aseguramiento como privación provisional de la libertad, termina siendo impuesta bajo 
consideraciones puramente subjetivas o interpretando bajo generalidades que terminan 
haciendo merecedor a todos los presuntos infractores de la ley panal; al parecer los 
operadores judiciales desde una amplia interpretación terminan dando la razón a la sociedad 
reclamante de justicia inmediata. 
El problema de la detensión preventiva en Colombia, termina siendo una extensión de 
la prisión de manera innecesaria, un encarcelamiento de presos sin condena, población 
carcelaria mayoritaria en los países de Latinoamérica que luego de un tiempo irracional, 
terminan en libertad y los Estados tendrán que responder patrimonialmente por las 
violaciones  a la libertad derivadas de estas privaciones injustas. Es así como la detención 
preventiva es una acción preparatoria para la condena, pero cuando no  existe la seguridad 
de una condena por cuanto no existen suficientes pruebas que conduzcan a demostrar la 
responsabilidad del autor, por vencimiento de términos o porque las pruebas no fueron 
sometidas a cadena de custodia, entonces inexorablemente se ha de proceder a su libertad y 
en consecuencia se ha realiza una aflicción a una persona que el Estado tendrá que resarcir 
y repetir contra el funcionario que profirió la medida. 
Un Estado decente, ha de administrar la justicia, sin vulnerar Derechos Fundamentales, 
no puede entenderse que se garanticen los Derechos a unos y se le vulneren a otros; el 
horizonte siempre ha de ser a Constitución Política como garantía de los derecho, si bien es 
cierto que existen países en Latinoamérica  que violan más derechos fundamentales en el 
ámbito de la libertad no es justificación para que Colombia continué bajo la interpretación 
desteñida por parte de los operadores judiciales, el desconocimiento de los mismos. 
Cabe la pena resaltar que existe evidencia que la mediad de detención preventiva haría 
arte de una seudopolítica criminal, entendida como la manera el Estado a través de los 
operadores judicial, contribuyen a que la sociedad no infrinja la norma bajo la amenaza de 
la privación de su libertad aun cuando sea solo en la modalidad de prevención; de la misma 
manera que también es una manifestación errónea para demostrar la eficacia del Estado 
para enfrentar la delincuencia, concepción errónea si se tiene en cuenta que han de 
respetarse los derechos fundamentales. 
Es totalmente inverosímil pensar que esta medida de aseguramiento no es una sanción, 
si no que es el medio para que se adelante la investigación garantizando la comparecencia 
del investigado al proceso, si se tiene en cuenta que el poder estatal es muy grande y puede 
garantizar la comparecencia de los investigados con suma facilidad.  
La detención preventiva como medida cautelar, tiende en últimas a violentar el 
derecho a la libertad, se genera tensión entre la aplicación de la ley sustancial y 
procedimental respecto a las garantías fundamentales de que goza cada individuo, es decir 
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esta medida busca garantizar que el derecho sustantivo no sea mera ilusión, pero se generan 
interrogantes frente a qué debe primar en un Estado Social de Derecho, si la aplicación de 
la norma o el respeto a los derechos humanos, y cómo guardar un perfecto equilibrio; es así 
como ha de pensarse por parte de los operadores judiciales, que antes de proferir una 
mediad de aseguramiento consistente en detención preventiva, debe tenerse un grado de 
culpabilidad del actor, por lo menos para justificar la inflicción antes de la condena, pero 
cómo garantizar que efectivamente aun cuando exista culpabilidad se llegue a condena, 
encontraremos en la diversa jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, que esta medida ha de ser absolutamente excepcional. 
En la medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, siempre se estará 
frente a hipótesis, existe un alto porcentaje que estemos frente a una absolución, en este 
caso se ha vulnerado el derecho a la libertad, por cuanto se comprometió la libertad física 
de una persona y más se parece a un castigo ejemplarizante, rompiendo el principio de 
inocencia que tienen los ciudadanos que solo se quiebra al momento que la sentencia esté 
debidamente ejecutoriada. 
Un aspecto que debe abordarse, es el concepto de la proporcionalidad, si es 
estrictamente necesario imponer la medida de aseguramiento consistente en detención 
preventiva, como ya es costumbre en los operadores judiciales, empezando por la corte, de 
tal manera que para los defensores termina siendo una primera preocupación, por cuanto la 
mayoría de los  indiciados se les ha considerado como responsables del ilícito aún cuando 
no se les ha demostrado su participación que deberá evidenciarse en una sentencia en firme. 
Encontraremos en la investigación, reiteradamente como la prisión preventiva como 
comúnmente se le conoce, es una pena anticipada y que obviamente pone en condiciones de 
inferioridad a la persona titular de derechos, primero como imputado y luego como 
condenado; que pasa si no se le condena y es absuelto se genera una violenta agresión a sus 
garantías, es el Estado quien ha de salir a responder patrimonialmente.  
Existe jurisprudencia respecto a la prisión preventiva en Colombia que permite 
fundamentalmente aclarar el papel de los jueces de control de garantías en el nuevo 
sistema, en cuanto a la adopción de la medida restrictiva de la libertad, determinando si 
dicha medida es proporcional o no en la intervención del derecho fundamental, como está 
establecido en la norma y conforma al concepto de la corte en su  Sentencia C-591 de 2005; 
así las cosas es en la nueva figura del juez de control de garantías contemplada en el 
Sistema Penal Acusatorio, quien determina la legalidad de las actuaciones de los fiscales en 
aras de garantizar los derechos fundamentales. 
De la misma manera que existe un desarrollo constitucional del derecho a la libertad, 
como lo contempla en los principios fundamentales constitucionales y en el artículo116, 
para efectos de la privación de la libertad, como únicos órganos para privar de esta.   
 
Los Estándares establecidos por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que 
se derivan de la convención de San José de Costa Rica, respecto a la libertad personal, 
tendrá incidencia en las legislaciones que hacen parte de la convención en los eventos de 
arbitrariedad o ilegalidad cuando dicha limitación del derecho se produzca sin las 
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formalidades de la ley y la óptica de la convención, en consecuencia no podrá un Estado, 
bajo el pretexto de su autonomía convertirse en un violador de derechos, no puede ser la 
detención preventiva una regla , sino como se desarrollará en la investigación, es una 
excepción y ha de ser estrictamente necesaria. 
Se tendrán referentes específicos de casos que han sido una flagrante violación al 
derecho a la libertad personal y omisión del sistema judicial por detención arbitraria e 
irregularidades en la medida de seguridad consistente en la prisión provisional, traducción 
que se hace a luz de la Convención Interamericana  de Derechos Humanos;  este organismo 
tendrá unas fluctuaciones en cuanto al contenido de sus pronunciamientos con relación a las 
exigencias convencionales respecto a la prisión preventiva, fundamentalmente cuando se 
habla de plazo razonable, que obviamente resulta muy subjetivo y en consecuencia 
terminan vulnerando el derecho fundamental de la libertad; así las cosas se ha de analizar 
caso por caso para decidir tomar la medida o no. 
La severidad de una medida de aseguramiento, consistente en privación de la libertad 
no se compadece con los sufrimientos que una persona afronta antes de su juzgamiento, que 
en la mayoría de las veces termina con su absolución, derivándose otras vulneraciones a 
derechos fundamentales, como  la presunción de inocencia, el debido proceso, el principio 
de legalidad entre otros; dentro de los procesos penales se ha de afectar lo menos posible 
las garantía del procesado, existe un gran número de demandas y condenas a Estados que 
en la ejecución de su sistema judicial han venido sistemáticamente desconociendo  el valor 
de la libertad en las personas en aras de la aplicación del procedimiento penal, haciendo 
caso omiso a los derechos de rango constitucional. 
Existen muchas alternativas frente a la detención preventiva, que bien pueden resolver 
el problema común en la aplicación desmesurada de la medida y en muchos de los casos sin 
hacer un análisis de cada caso concreto, sin ponderar la aflicción que se cause a la persona 
antes de su juzgamiento, que es cuando se prueba su participación en el ilícito, rompiendo 
el principio de presunción de inocencia; el común denominador ha sido el abuso de esta 
medida, los jueces frente a los argumentos de la defensa, encuentran justificaciones poco 
legales para no otorgar la libertad, en el mejor de los casos cuando se supedita la libertad a 
una caución prendaria y las condiciones económicas del ciudadano no permiten el pago y 
continúan privados de su libertad en espera del fallo, que en muchos de los casos se 
extiende en el tiempo, aun cuando los términos en el Sistema Penal Acusatorio son más 
cortos y expeditos no siempre se cumplen. 
La práctica hoy, desde la defensa consiste en dilatar las actuaciones procesales para 
solicitar la libertad del detenido provisional por vencimiento de términos, no es el sentido 






1.  DETENCIÓN PREVENTIVA EN EL SISTEMA PENAL 
ACUSATORIO COLOMBIANO 
1.1. Definición y jurisprudencia  
La palabra detención significa aprehender, encarcelar, hacer prisionero a alguien. Por 
su parte, el adjetivo preventivo señala la idea de evitar, impedir, precaver. Si se analizan las 
dos palabras en conjunto se puede decir que la aprehensión procede con el fin de evitar, 
impedir o precaver algo. 
“...Lo lógico es que la privación de la libertad sea la consecuencia de sentencia 
condenatoria, con el fin de dar cumplimiento al principio universal de presunción de 
inocencia consagrado en el art. 29 de la Constitución, en la ley 74 de 1968, sobre derechos 
y garantías civiles y en el art. 2 del C. de P.P. Sin embargo, para los intereses de la 
investigación y de la justicia, y la efectividad la sanción, es indispensable que los 
funcionarios, antes de proferir sentencia condenatoria, puedan tomar ciertas medidas entre 
las que se encuentra la privación de la libertad del procesado; medidas tendientes a asegurar 
su comparecencia a las actuaciones procesales, o hacer efectiva la pena o medida de 
seguridad que se imponga"9 
La detención preventiva existe básicamente para cumplir tres fines: 
       Para impedir la sustracción a la acción de la justicia: La Corte Constitucional, en 
sentencia del 10 de marzo de 1994, advirtió que la detención preventiva “es perfectamente 
compatible con la Constitución en cuanto que tiene un carácter preventivo y no 
sancionatorio. Además, por medio de ésta se busca asegurar que la persona sindicada de 
haber cometido delito, cuando contra ella existan indicios graves de responsabilidad, 
comparezca efectivamente al proceso penal, es decir que no escape a la acción de la 
justicia”. 10 
Para garantizar los efectos posteriores de la acción de la justicia: Con la detención 
preventiva se logra garantizar los efectos posteriores de esta, como asegurar la 
comparecencia del delincuente y evitar posibles influencias de la persona sindicada en 
relación con los testigos que deben declarar en el proceso. Por ello se afirma que la 
detención preventiva es una medida precautelativa y por consiguiente no tiene carácter de 
pena. 
Para garantizar la seguridad social; la detención preventiva es necesaria porque evita 
que los presuntos responsables puedan ejercer ciertas influencias que en determinado 
momento sean factores decisivos para desvirtuar la investigación en perjuicio de los 
intereses de la justicia. Del mismo modo, en la Constitución Política de 1991, artículo 250, 
ordinal 1, se dice que para garantizar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley 
penal, el fiscal debe adoptar las medidas de aseguramiento. 
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 BERNAL CUELLAR, JAIME Y MONTEALEGRE, LYNETT EDUARDO. El Proceso Penal. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
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“Naturaleza Jurídica de la Detención Preventiva” 11 En los sistemas anteriores al 
acto legislativo 03 del 2002 y ley 906 del 2004, los requisitos para la imposición de la 
medida de aseguramiento venían dictados, en primer lugar, al referente de naturaleza 
objetiva, relacionado con la pena mínima descrita en el respectivo tipo penal y la naturaleza 
del punible, siendo imprescindible, por ejemplo, aplicar el gravamen en determinada clase 
de delincuencia considerada per se por el legislador como grave; en segundo término, debía 
mediar un análisis probatorio tendiente a establecer la existencia de indicios graves de 
responsabilidad en contra del procesado. A pesar de que desde 1997 la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, el proyecto de Código de Procedimiento Penal promulgado en el año 
2000, Ley 600, y la propia preceptiva de este ordenamiento procesal penal (arts. 2 y 355) 
establecieran los fines de la medida de aseguramiento como un principio por tener en 
cuenta con miras a la imposición de la misma, solo en el año 2001, con la sentencia C-774 
del 2001, comienzan los funcionarios judiciales encargados en ese momento de imponer las 
medidas a analizar los fines constitucionales de las medidas como parte de los presupuestos 
para su imposición.  
La Ley 906 del 2004 viene entonces a condensar en su normativa toda la evolución 
jurisprudencial de la Corte Constitucional, la preceptiva e interpretación de los tratados 
internacionales de derechos humanos, en general, el derecho comparado, para establecer un 
régimen de libertad perfectamente consonante con la Constitución Nacional y con el bloque 
de constitucionalidad.  
Sentencia C-327 de 1997. “La Corte Constitucional empieza a referirse al tema de la 
necesidad de la detención preventiva desde el año 1997 con la sentencia C-327”12, se 
contempla el derecho de todos a no ser privados de la libertad sino en la forma y en los 
casos previstos en la ley, se establece una estricta reserva legal; sin embargo, esa libertad 
del legislador, perceptible al momento de crear el derecho legislado, tiene su límite en la 
propia Constitución que, tratándose de la libertad individual, delimita el campo de su 
privación no solo en el artículo 28 constitucional, sino también por virtud de los contenidos 
del preámbulo que consagra la libertad, como uno de los bienes que se deben asegurar a los 
integrantes de la Nación. 
Esta sentencia y otras que vienen a producirse posteriormente empiezan a trabajar el 
tema de la proporcionalidad y razonabilidad, como limitaciones al legislador, en su amplio 
margen de configuración legislativa, sin dejar de lado que dicha razonabilidad y 
proporcionalidad se predican también de los jueces al dar aplicación a las normas legales 
que permiten la restricción legítima al derecho fundamental a la libertad. 
“Sentencia C-774 del 2001”13 La Corte Constitucional en esta sentencia se refirió 
nuevamente y con mayor énfasis a la necesidad de la medida de aseguramiento como 
criterio necesario para su imposición, no siendo suficiente entonces la adopción de tales 
medidas únicamente con fundamento en el cumplimiento de los requisitos formales 
establecidos en la ley. La constitución prevé la necesidad de afianzar la preservación de la 
prueba y de adoptar otras  medidas menos lesivas de estos derechos fundamentales como 
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disponer la vigilancia de las personas o la incautación de documentos, entre otras, “artículo 
256 del decreto 2700 de 1991”14. Igualmente, “la protección de la comunidad en aras de 
impedir la continuación de la actividad delictual, puede concebirse como fin propio de la 
detención preventiva a partir de la consideración del mandato del artículo 1º de la 
Constitución”15, según el cual el Estado colombiano se encuentra fundado en la prevalencia 
del interés general, cuyo desarrollo explica el precepto consagrado en el artículo 2º de la 
Constitución Política, por el cual, es fin esencial del Estado asegurar la convivencia 
pacífica de la comunidad. No obstante, esta atribución debe actuar en concordancia con el 
principio de la dignidad humana, para no lesionar las garantías fundamentales del 
sindicado, el ejercicio de esta atribución impone la necesidad de investigar lo favorable 
como desfavorable al acusado. 
La sentencia citada, cobra mayor vigencia entre los jueces de control de garantías y 
puede ser de utilidad para casos de libertad provisional, que presenten vacíos legales, 
encuentran un vacío legislativo consistente en que no existe un límite temporal para obtener 
la libertad provisional en dos eventos: el primero, “en cuanto al término de detención que 
existe entre la calificación del mérito de la instrucción y la ejecutoria de la resolución de 
acusación, y el segundo, consistente en el tiempo de detención que existe entre la 
celebración de la audiencia de juzgamiento y la sentencia definitiva”16. De manera que, de 
presentarse una detención preventiva que se torne irrazonable, una vez culminado el juicio 
oral y apelada la sentencia condenatoria de primera instancia, de no producirse prontamente 
la resolución de la apelación, la prolongación de la privación de la libertad se puede tornar 
irrazonable y desproporcionada, siendo procedente la libertad provisional, así este supuesto 
no se haya consagrado expresamente por el legislador; sin embargo en los procesos que se 
adelantan contra militares en Colombia desde la Ley 600 de 2.000, no se está aplicando lo 
dispuesto ni por la jurisprudencia  y mucho menos por lo establecido en los estándares del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
3. Sentencia C-805 del 2002 “Esta sentencia consagra de manera genérica los 
subprincipios del principio de proporcionalidad, afirmando que son tres los requisitos que 
debe cumplir una medida cautelar, especialmente aquellas de naturaleza personal” 17 
En cuanto a la necesidad aparece sustentada en la presunción de inocencia y en el 
respeto a la libertad, por lo cual no puede quedar librada a la arbitrariedad o capricho, debe, 
por el contrario, fundarse en su necesidad, para el caso concreto a partir de los hechos 
específicos de cada situación fáctica, además de no poder ser considerada como necesidad 
política ni estratégica, sino jurídica, relativa al logro de las finalidades del proceso penal y 
de la específica medida. 
En segundo término, la proporcionalidad, afirma que la medida debe ser adecuada, 
entre otras que pueden ser consideradas, que pueden apreciarse diversos criterios para 
definir dicha proporcionalidad, entre los que se encuentran la situación del procesado, las 
características del interés por proteger y la gravedad de la conducta punible investigada. La 
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Constitución exige que se introduzcan criterios de necesidad y proporcionalidad al 
momento de definir los presupuestos de la detención preventiva. 
En tercer término la convicción se señala dentro del principio de necesidad o 
proporcionalidad de las medidas, aseverándose que trata de la probabilidad de que el 
procesado sea autor de la conducta punible investigada, que significa, en nuestro criterio, 
que la razonabilidad se introduce en el juicio de proporcionalidad, tal como lo hizo la Corte 
también en la C-024/94 analizada en un acápite precedente. 
Sentencia C-591 del 2005. resalta  la creación de la figura del juez del control de  
garantías, con competencias para adelantar un control previo para la adopción de medidas 
restrictivas de la libertad; un control posterior sobre las capturas realizadas 
excepcionalmente por la Fiscalía General de la Nación;  “un control posterior sobre las 
medidas de registro, allanamiento, incautación e interceptación de llamadas; un control 
sobre la aplicación del principio de oportunidad, y  decretar medidas cautelares sobre 
bienes; autorizar cualquier medida adicional que implique afectación de derechos 
fundamentales y que no tenga una autorización expresa en la Constitución”. 18 
Ley 906 de 2004. Artículo 307. “Medidas de Aseguramiento. Son medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad: detención preventiva en establecimiento de 
reclusión y detención preventiva en la residencia señalada por el imputado, siempre que esa 
ubicación no obstaculice el juzgamiento”. 19 
Artículo 313 Procedencia de la Detención Preventiva. Satisfechos los requisitos 
señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva en establecimiento 
carcelario, en los siguientes casos: “En los delitos de competencia de los jueces penales de 
circuito especializados, en los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena 
prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años; en los delitos a que se refiere el Título 
VIII del Libro II del Código Penal cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 20. 
Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva en 
establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de residencia en los siguientes 
eventos: Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de 
aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, aspecto que será 
evaluado por el juez al momento de decidir sobre su imposición. “Cuando el imputado o 
acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su personalidad, la 
naturaleza y modalidad del delito hagan aconsejable su reclusión en el lugar de residencia. 
Cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto. Igual 
derecho tendrá durante los (6) meses siguientes a la fecha del nacimiento”21. Cuando el 
imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos 
oficiales. El juez determinará si el imputado o acusado debe permanecer en su lugar de 
residencia, en clínica u hospital. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de 
familia de hijo menor de doce (12) años o que sufriere incapacidad mental permanente, 
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siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus 
veces tendrá el mismo beneficio. La detención en el lugar de residencia comporta los 
permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para 
trabajar en la hipótesis del numeral 5o. En todos los eventos el beneficiario suscribirá un 
acta en la cual se compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar 
de residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando fuere 
requerido, y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de someterse a los mecanismos 
de control y vigilancia electrónica o de una persona o institución determinada, según lo 
disponga el juez. 
Análisis del Proyecto de Reforma a la Ley 906 del 2004 sobre proporcionalidad de 
la medida de aseguramiento22 En la exposición de motivos del Proyecto de Ley que 
persigue reformar la Ley 906 del 2004, en relación con la detención preventiva se afirma: 
“La detención preventiva, de acuerdo con los instrumentos internacionales sobre derechos 
fundamentales y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, debe ser excepcional, 
necesaria y racional (C-774 de 2001)". 23  En razón de ello, no solo se sujeta a una base 
probatoria mínima que indique la autoría o participación del imputado, sino igualmente a la 
consecución de los fines del proceso, conforme con el artículo 308 de la Ley 906 de 2004. 
Sin embargo, en punto a la protección de la comunidad y las víctimas, como uno de los 
fines del proceso que garantiza la medida de detención, la práctica ha mostrado que la 
gravedad y la modalidad de los hechos ha pasado a un segundo plano en el examen de 
riesgo, frente a la exigencia de que la fiscalía necesariamente debe llevar a la respectiva 
audiencia elementos materiales probatorios o información que indique la pertenencia del 
imputado a una organización criminal o la continuación de la actividad delictiva o la 
pluralidad de delitos imputados o la existencia de investigaciones pendientes o sentencias 
condenatorias vigentes. Estas últimas circunstancias no siempre se presentan en un caso, a 
pesar de que, en virtud de la dinámica de los hechos, pueden resultar alarmantes la 
gravedad y modalidad de la única conducta punible, un secuestro extorsivo o un hurto 
calificado cometido por varias personas, sin que pueda sugerirse organización criminal. 
1.2  Derecho a la libertad en Colombia  
El artículo 116 de la Constitución establece “los organismos que administran justicia 
en Colombia y para efectos de la privación de libertad, esta facultad está restringida a la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, a las Salas Penales de los Tribunales 
Superiores”24, incluido el Tribunal Militar, a los Jueces de la República en lo penal, a la 
Fiscalía General de la Nación y excepcionalmente al Senado “cuando ejerce funciones de 
juzgamiento. Son entonces éstas las autoridades facultadas, por regla general, para expedir 
órdenes de allanamiento o de privación de la libertad”.25 
El artículo 297 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004 dispone en este, 
“los requisitos generales para la captura se requerirá orden escrita proferida por un juez de 
control de garantías con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la 
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ley” 26 . El fiscal que dirija la investigación solicitará la orden al juez correspondiente, 
acompañado de la policía judicial, que presentará los elementos materiales probatorios, 
evidencia física o la información pertinente, en la cual se fundamentará la medida. El juez 
de control de garantías podrá interrogar directamente a los testigos, peritos y funcionarios 
de la policía judicial, luego de escuchar los argumentos del fiscal, decidirá de plano. 
Capturada la persona será puesta a disposición de un juez de control de garantías en el 
plazo máximo de treinta y seis (36) horas, para que efectúe la audiencia de control de 
legalidad, ordenen la cancelación de la orden de captura y disponga lo pertinente con 
relación al aprehendido. PARÁGRAFO. Salvo los casos de captura en flagrancia, o de la 
captura excepcional dispuesta por la Fiscalía General de la Nación, con arreglo a lo 
establecido en este código, el indiciado, imputado o acusado no podrá ser privado de su 
libertad ni restringido en ella, sin previa orden emanada del juez de control de garantías. 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 298 del Código de Procedimiento Penal 
Ley 906 de 2004, “la persona capturada durante la etapa de juzgamiento será puesta a 
disposición de un juez de control de garantías en el plazo máximo de treinta y seis (36) 
horas para que efectúe la audiencia de control de legalidad, ordene la cancelación de la 
orden de captura y disponga lo pertinente con relación al aprehendido”. 27 
En cuanto a las funciones judiciales que esta ley otorga al fiscal; la Corte 
Constitucional señaló que durante la investigación, el Fiscal cumple una labor 
eminentemente judicial con todas las exigencias que de ellas se derivan en términos de 
imparcialidad. Está por lo tanto obligado a investigar tanto lo favorable como lo 
desfavorable al imputado y, en términos generales, a respetar en sus actuaciones los 
derechos fundamentales y las garantías procesales consagradas en la Constitución Política y 
en la ley penal. 
Excepciones a la captura realizada en virtud de mandamiento judicial. El artículo 
28 de la CP, es muy claro al consagrar el derecho de toda persona a no ser privada de la 
libertad sino en la forma y en los casos determinados en la ley, lo cual supone que tiene que 
existir una definición previa de los motivos que pueden dar lugar a la privación de libertad, 
principio de legalidad. 
El derecho a la libertad personal ha sido analizado en diferentes fallos por la Corte 
Constitucional; esta ha sostenido que el artículo 28 de la Constitución, a manera de cláusula 
general representa la máxima tutela y reconocimiento de la libertad, cuyo núcleo esencial 
está conformado por, “la posibilidad y el ejercicio positivo de todas las acciones dirigidas a 
desarrollar las aptitudes y elecciones individuales que no pugnen con los derechos de los 
demás, ni entrañen abuso de los principios, comprende también, la proscripción de todo 
acto de coerción física o moral que interfiera o suprima la autonomía de la persona 
sustituyéndola, oprimiéndola o reduciéndola indebidamente”.28 
La norma constitucional mencionada también consagra el principio de reserva judicial 
en materia de derecho a la libertad personal, en virtud de la cual las restricciones al 
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ejercicio de este derecho únicamente pueden provenir de una autoridad que ejerza la 
función jurisdiccional. Sin embargo, existen dos excepciones a este principio: Una de ellas 
es regulada por el artículo 32 de la CP, que establece la posibilidad de privar de la libertad a 
una persona sin orden judicial en caso de flagrancia. En este supuesto, se autoriza la 
aprehensión por parte de cualquier persona, particular, y por la fuerza pública. 
La otra excepción ha surgido de la interpretación que hace la Corte Constitucional del 
inciso 2 del artículo 28 de la Constitución, al considerar que, en determinadas 
circunstancias y con ciertas formalidades, las autoridades no judiciales, están habilitadas 
para aprehender materialmente a una persona hasta por 36 horas, sin contar con previa 
orden judicial. Este supuesto se denomina captura administrativa o detención preventiva 
gubernativa. Además, y como consecuencia de la reforma del artículo 250 de la 
Constitución Política, en diciembre de 2002: “La ley podrá facultar a la Fiscalía General de 
la Nación para realizar excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará los límites y 
eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que cumpla con la función de 
control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes”.29 
Requisitos para la restricción de la libertad 
“De lo expuesto surge que la restricción de la libertad de una persona puede tener lugar 
por un mandamiento escrito de autoridad judicial competente; captura en flagrancia, y 
captura administrativa o detención preventiva gubernativa”. 30 
Captura en flagrancia Como se ha señalado, el artículo 32 de la Constitución permite 
la posibilidad de privar de la libertad a una persona sin orden judicial cuando concurra 
flagrancia. El artículo 301 del Código de Procedimiento penal ley 906 de 2004, entiende 
que hay flagrancia cuando: La persona es sorprendida y aprehendida al momento de 
cometer el delito; La persona es sorprendida o individualizada al momento de cometer el 
delito y aprehendida inmediatamente después por persecución o voces de auxilio de quien 
presencie el hecho; La persona es sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o 
huellas, de los cuales aparezca fundadamente, que momentos antes ha cometido un delito o 
participado en él. Para que haya flagrancia es necesario, según el criterio de la Corte 
Constitucional, que la persona sea sorprendida y capturada en el momento de cometer el 
hecho punible, o que sea sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o huellas, de 
las cuales se desprenda fundadamente que momentos antes ha cometido un hecho punible.  
De esta forma, la Corte Constitucional señala tres elementos para que se configure 
flagrancia: La identificación o por lo menos la individualización del autor del hecho31, que 
permita aproximarse al grado de certeza de que fue esa persona y no otra quien lo cometió. 
Por consiguiente, si no es posible al menos individualizar a la persona por sus 
características físicas, no se dará ese elemento y no se configurará flagrancia. Inmediatez o 
actualidad de los hechos delictivos. Es decir, la presencia de las personas en el sitio y en el 
momento de la realización del hecho, percatándose de él. Captura de la persona. La persona 
que cometió el hecho punible debe ser capturada en el momento de la comisión del mismo 
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o en momentos subsiguientes. Si una persona es vista cometiendo un hecho punible pero no 
es capturada en ese momento o en momentos inmediatamente subsiguientes, no se puede 
considerar en situación de flagrancia si su captura es posterior. En este caso sería necesaria 
una orden de captura. 
Estas tres condiciones deben ser concurrentes. Si no se da alguna de las tres, no se 
configura la situación de flagrancia, y se necesitaría una orden judicial para que procediera 
la captura. 
Para la Corte Constitucional, el requisito de la actualidad requiere que efectivamente 
las personas se encuentren en el sitio, que puedan precisar si vieron, oyeron o se percataron 
de la situación; por su parte, la identificación lleva a la aproximación del grado de certeza 
de que fue esa persona y no otra quien realizó el hecho. Por tanto, si no es posible siquiera 
individualizar a la persona por sus características físicas, debido a que el hecho punible 
ocurrió en un lugar concurrido–, el asunto no puede ser considerado como cometido en 
flagrancia. Tampoco puede ser considerada flagrancia, cuando la persona es reconocida al 
momento de cometer el delito, pero es capturada mucho tiempo después. En efecto, lo que 
justifica la excepción al principio constitucional de la reserva judicial de la libertad en los 
casos de flagrancia es la inmediatez de los hechos delictivos y la premura que debe tener la 
respuesta que hace imposible la obtención previa de la orden judicial. 
La persona capturada en flagrancia debe ser puesta inmediatamente a disposición del 
fiscal o juez competente, para que se inicie la investigación penal correspondiente. Cuando 
por razón de la distancia entre el lugar de la captura y la residencia de la autoridad 
competente no fuera posible entregar en el acto al capturado, no se podrá prolongar la 
captura más allá de lo estrictamente necesario para el traslado inmediato al lugar donde se 
encuentre la autoridad competente, sin que este tiempo sea superior a las 36 horas 
autorizadas por la Constitución. El capturado deberá ser entregado al funcionario 
competente con un informe escrito en el cual se especifique la razón de la captura y se 
anoten claramente las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se produjo la 
misma. 
La captura administrativa o detención preventiva gubernativa. La jurisprudencia 
de la Corte Constitucional “establece la posibilidad de que en determinadas circunstancias y 
con ciertas formalidades, autoridades no judiciales aprehendan materialmente a una persona 
sin previa orden judicial”32, sobre la base del artículo 28.2 de la Constitución. Respecto de 
la captura administrativa o detención preventiva gubernativa, la Corte Constitucional ha 
señalado que: La propia constitución establece sin embargo dos excepciones al anterior 
régimen constitucional de estricta reserva judicial de la libertad personal y la inviolabilidad 
del domicilio. De un lado, el inciso segundo del artículo 28 transcrito en el numeral anterior 
establece una excepción al principio de la estricta reserva judicial de la libertad, puesto que 
consagra la atribución constitucional administrativa para detener preventivamente a una 
persona hasta por 36 horas. Este inciso establece que la “persona detenida preventivamente 
será puesta a disposición del juez competente dentro de las treinta y seis horas siguientes 
para que éste adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley”33. Esta 
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norma consagra entonces una facultad para que, en determinadas circunstancias y con 
ciertas formalidades, autoridades no judiciales aprehendan materialmente a una persona sin 
contar con previa orden judicial. No de otra manera se entiende la obligación constitucional 
de que la persona detenida preventivamente sea puesta a disposición del juez, puesto que 
ello significa que la autoridad judicial, no ordena la detención con anterioridad sino que 
verifica la legalidad de la aprehensión con posterioridad a la ocurrencia de la misma. Es 
entonces un caso en donde la propia Constitución establece una excepción al principio 
general de la estricta reserva judicial y consagra la posibilidad de una aprehensión sin 
previa orden de autoridad judicial. Y no se puede considerar que esta norma se refiera 
únicamente al caso de la flagrancia, puesto que tal evento es regulado por otra disposición 
constitucional. 
Consagró entonces el constituyente una más amplia facultad de detención 
administrativa, lo cual no contradice sino que armoniza plenamente con los tratados 
internacionales de derechos humanos suscritos por Colombia, de conformidad con los 
cuales se interpretan los derechos y deberes consagrados por la Constitución, Art. 9334. En 
efecto, los tratados consagran una protección judicial de la libertad, en virtud de la cual la 
legitimidad de toda privación de la libertad debe ser controlada por una autoridad judicial 
independiente. Pero el control puede ser posterior a la aprehensión, puesto que las normas 
internacionales no establecen que toda privación de la libertad deba ser efecto de una orden 
judicial, sino que consagran que la persona detenida a causa de una infracción penal deberá 
ser llevada sin demora ante un juez, y que podrá recurrir ante un tribunal a fin de que éste 
decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la 
prisión fuera ilegal, Pacto de derechos civiles y políticos, artículos 9-3 y 9-4; Convención 
Americana artículos 7-5 y 7-6. 
Características de la detención preventiva. La Corte señala que “esta aprehensión 
procede únicamente para la verificación de ciertos hechos y que el control judicial de la 
legitimidad de esta retención será posterior a la aprehensión material de la persona”.35 Las 
características de la detención preventiva son La detención preventiva gubernativa debe 
basarse en razones objetivas, en motivos fundados. La Corte define estos motivos fundados 
como el “conjunto articulado de hechos que permiten inferir de manera objetiva que la 
persona que va a ser aprehendida es probablemente autora de una infracción o partícipe de 
ella. Por consiguiente la mera sospecha o la simple convicción del agente policial no 
constituye motivo fundado”.36 
La detención preventiva debe ser necesaria, lo cual significa que este tipo de detención 
sólo se aplica para situaciones de apremio en las cuales no puede exigirse orden judicial, 
porque si se esperase a obtenerla, probablemente ya resultaría ineficaz. Este tipo de 
detención se aplica a casos en los cuales debe procederse con urgencia ya que la demora 
implicaría un peligro inminente. Se procede a la detención preventiva cuando es la única 
alternativa. El objeto de la detención preventiva gubernativa es verificar de manera breve 
los hechos relacionados con los motivos fundados de la aprehensión o con la identidad de la 
persona para constatar si las autoridades judiciales deben adelantar la investigación. Se 
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cumple bajo estrictas limitaciones temporales. Esta detención no puede prolongarse por 
más de 36 horas. Sólo se puede retener a la persona por el tiempo estrictamente necesario 
para la verificación de los hechos. 
La detención será proporcional a la gravedad del hecho. Las autoridades policiales han 
de utilizar todos los medios técnicos disponibles para reducir al mínimo el número y la 
duración de las aprehensiones materiales. El recurso de Hábeas Corpus, se aplica 
plenamente como garantía del control de legalidad de la aprehensión. 
Estas detenciones no pueden traducirse en una violación del principio de igualdad de 
los ciudadanos. Por consiguiente, no pueden ser discriminatorias. La persona detenida 
preventivamente debe ser tratada con humanidad y con el respeto debido a la dignidad que 
le es inherente. Se le debe además informar sobre las razones de la detención y sobre sus 
derechos constitucionales y legales. 
“Las detenciones preventivas tienen reserva legal, es decir, la definición de las 
formalidades, motivos y eventos que debe reunir toda detención preventiva corresponde al 
Congreso”.37 
La cláusula de exclusión. “La Corte consagra también la llamada cláusula de 
exclusión, que consiste en que las pruebas obtenidas con base en allanamientos o 
detenciones arbitrarias podrán ser excluidas de los procesos por las autoridades 
judiciales”.38 
Esta cláusula es aplicable a todos los casos y no solamente a los de detenciones 
preventivas gubernativas, ya que se podrían desconocer derechos como la libertad personal 
y la inviolabilidad del domicilio para obtener pruebas. 
Finalmente, la Corte estableció que “es esencial que estos procedimientos policiales se 
efectúen dentro del estricto respeto de los derechos humanos. De ello depende no sólo la 
seguridad ciudadana y la legitimidad de la acción de las autoridades sino incluso “la propia 
eficacia de la investigación y sanción de los delitos”.39 
Sin embargo, y según lo manifestado por la Corte Constitucional es necesario no 
confundir esta posibilidad de detención preventiva administrativa, con dos fenómenos que 
parecen similares pero que son diversos. De un lado, la detención preventiva consagrada en 
el artículo 28 de la CP, no puede confundirse con la detención preventiva o prisión 
provisional decretada por el funcionario judicial, una vez que el detenido pasa a su 
disposición. En efecto, mientras que la segunda se efectúa por un funcionario judicial, 
como medida de aseguramiento, dentro de un proceso judicial contra una persona que obran 
indicios de su responsabilidad por la comisión de un hecho punible, la otra es una medida 
administrativa con estrictas limitaciones temporales que se autoriza a tomar debido a la 
urgencia de los hechos y por fuera del proceso penal en sentido estricto. 
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Conviene señalar que tanto cuando la captura se efectúe en flagrancia, como cuando se 
trate de una captura administrativa, “se deben respetar las garantías contenidas en los 
artículos 9 del PIDCP y 7 de la Convención Americana” 40, que se detallan a continuación. 
El derecho del detenido a ser informado inmediatamente de los motivos de la 
detención y el derecho a ser informado sin demora de los cargos que se le imputan. 
Derechos del capturado. Al capturado se le informará de manera inmediata: 1. Del 
hecho que se le atribuye y motivó su captura y el funcionario que la ordenó. 2. Del derecho 
a indicar la persona a quien se deba comunicar su aprehensión. El funcionario responsable 
del capturado inmediatamente procederá a comunicar sobre la retención a la persona que 
este indique. 3. Del derecho que tiene a guardar silencio, que las manifestaciones que haga 
podrán ser usadas en su contra y que no está obligado a declarar en contra de su cónyuge, 
compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 4. Del derecho que tiene a designar y a entrevistarse con un abogado 
de confianza en el menor tiempo posible, de no poder hacerlo, el sistema nacional de 
defensoría pública proveerá su defensa. El derecho de toda persona detenida a comparecer 
sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales, y a ser juzgada en un plazo razonable o a ser puesta en libertad. 
Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal, será llevada sin demora 
ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. 
La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla 
general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia 
del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales 
y, en su caso, para la ejecución del fallo, siempre que se tenga en cuenta no vulnerar el 
derecho fundamental de la libertad. 
Un individuo que ha sido privado de su libertad sin ningún tipo de control judicial 
debe ser liberado o puesto inmediatamente a disposición de un juez, pues el cometido 
esencial del artículo 7 de la Convención es la protección de la libertad del individuo contra 
la interferencia del Estado. 
Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de Derechos Humanos han 
destacado la importancia que reviste el pronto control judicial de las detenciones. Quien es 
privado de libertad sin control judicial debe ser liberado o puesto inmediatamente a 
disposición de un juez. “La Corte Europea de Derechos Humanos ha sostenido que si bien 
el vocablo “inmediatamente” debe ser interpretado conforme a las características especiales 
de cada caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades la potestad de 
prolongar indebidamente el período de detención, porque esto quebrantaría el artículo 5.3 
de la Convención Europea”.41 
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Como ya se ha visto, el artículo 297 del Código de Procedimiento Penal, ley 906 de 
2004, consagra la remisión de la persona capturada y establece que: Capturada la persona 
será puesta a disposición de un juez de control de garantías en el plazo máximo de treinta y 
seis (36) horas para que efectúe la audiencia de control de legalidad, ordene la cancelación 
de la orden de captura y disponga lo pertinente con relación al aprehendido, no significa 
entonces que deba cumplirse el término de las 36 horas, sino que ha de entenderse, en el 
término de la distancia  . 
El artículo 304, del Código de Procedimiento Penal, ley 906 de 2004, dispone que 
cuando el capturado deba ser recluido, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre, 
lo remitirá inmediatamente a la autoridad del establecimiento de reclusión pertinente, para 
que se le mantenga privado de la libertad. La remisión expresará el motivo y la fecha de la 
captura. “En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario 
sin la orden correspondiente, el director la solicitará al funcionario que ordenó su captura. 
Si transcurridas treinta y seis (36) horas desde el ingreso del aprehendido no se ha 
satisfecho este requisito, será puesto inmediatamente en libertad”. 42 
La prisión preventiva y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, medidas 
de aseguramiento con carácter excepcional. En definitiva, la finalidad de estos artículos 
es asegurar que una persona detenida no pase un tiempo indefinido en prisión preventiva. 
El art. 308 del Código de Procedimiento Penal, ley 906 de 2004, regula las medidas de 
aseguramiento con carácter excepcional y dispone que El juez de control de garantías, a 
petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de 
aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos 
y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente 
que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, 
siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos:43 1. Que la medida de 
aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido 
ejercicio de la justicia. 2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la 
sociedad o de la víctima. 3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al 
proceso o que no cumplirá la sentencia. El Comité de Derechos Humanos ha señalado que 
“(...) la detención antes del juicio no sólo debe ser legal sino también necesaria y razonable, 
según las circunstancias del caso” 44. Múltiples instrumentos del derecho internacional de 
los derechos humanos, entre otros, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, disponen que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no 
debe ser la regla general, sino la excepción (Art. 9.3). 
El plazo razonable para la prisión preventiva. “La duración de la prisión preventiva 
no puede ser considerada razonable en sí misma solamente porque así lo establece la ley. 
La Comisión coincide con la postura del Gobierno argentino en el sentido de que la 
razonabilidad debe estar fundada en la prudente apreciación judicial”.45 La determinación 
de la razonabilidad del plazo corresponde al juzgado que entiende en la causa. En principio, 
la autoridad judicial tiene la obligación de asegurarse de que la prisión preventiva de un 
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acusado no exceda un plazo razonable. Para tal efecto, debe analizar todos los elementos 
relevantes a fin de determinar si existe una necesidad genuina de mantener la prisión 
preventiva, y manifestarlo claramente en sus decisiones referentes a la excarcelación del 
procesado. La Comisión ha desarrollado un análisis de dos aspectos para determinar si la 
prisión preventiva en un caso específico constituye una violación del derecho a la libertad 
personal y las garantías judiciales consagradas en la Convención Americana. 1. En primer 
lugar, las autoridades judiciales nacionales deben justificar la medida mencionada de 
acuerdo con alguno de los criterios establecidos por la Comisión. 2. En segundo lugar, 
cuando la Comisión decide que tal justificación existe, debe proceder a examinar si dichas 
autoridades han empleado la debida diligencia en las respectivas actuaciones, a fin de que 
la duración de la medida no resulte irrazonable. 
Justificaciones 
Presunción de que el acusado ha cometido un delito. La presunción de culpabilidad 
de una persona no sólo es un elemento importante, sino una condición “sine qua non” para 
continuar la medida restrictiva de la libertad. No obstante, “la sola sospecha resulta 
insuficiente para justificar la continuación de la privación de la libertad. Los magistrados 
actuantes deben producir otros elementos adicionales para otorgar validez a la detención 
luego de transcurrido un cierto tiempo”.46 
Peligro de fuga. La seriedad del delito y la eventual severidad de la pena, son dos 
factores que deben tenerse en cuenta para evaluar la posibilidad de que el procesado intente 
fugarse para eludir la acción de la justicia. Sin embargo, tampoco resultan suficientes, luego 
de transcurrido cierto plazo, “para justificar la continuación de la prisión preventiva. 
Además, debe tenerse en cuenta que el peligro de ocultamiento o fuga disminuye a medida 
que aumenta la duración de la detención, ya que este plazo será computado a efectos del 
cumplimiento de la pena aplicada en la sentencia”47. 
La posibilidad de que el procesado eluda la acción de la justicia debe ser analizada 
considerando varios elementos, incluyendo los valores morales demostrados por la persona, 
su ocupación, bienes que posee, vínculos familiares y otros que le mantendrían en el país, 
además de una posible sentencia prolongada. En consecuencia, si los magistrados que 
entienden en la causa no tienen la posibilidad de demostrar que existe suficiente evidencia 
de una eventual intención de fuga u ocultamiento, la prisión preventiva se vuelve 
injustificada; es fundamental hacer la precisión sobre el poder inminente que tiene el 
Estado para garantizar la aprehensión de una persona. 
Además, la Comisión observa que si ésta es la única razón para la continuación de esta 
medida restrictiva de la libertad, las autoridades judiciales pueden solicitar las medidas 
necesarias para asegurar que el acusado comparezca, tales como fianzas, o en casos 
extremos la prohibición de salida del país. En tales casos, la fianza puede fijarse a un nivel 
tal que la perspectiva de perderla sería un elemento disuasivo suficiente para evitar que el 
procesado se fugue del país o eluda la acción de la justicia. 
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Riesgo de comisión de nuevos delitos. Cuando las autoridades judiciales evalúan el 
peligro de reincidencia o comisión de nuevos delitos por parte del detenido, deben tener en 
cuenta la gravedad del crimen. Sin embargo, para justificar la prisión preventiva, el peligro 
de reiteración debe ser real y tener en cuenta la historia personal y la evaluación profesional 
de la personalidad y el carácter del acusado. Para tal efecto, resulta especialmente 
importante constatar, entre otros elementos, si el procesado ha sido anteriormente 
condenado por ofensas similares, tanto en naturaleza como en gravedad.48 
Necesidad de investigar y posibilidad de colusión. La complejidad de un caso puede 
justificar la prisión preventiva. Especialmente, cuando se trata de un caso que requiere de 
interrogatorios difíciles de llevar a cabo y donde el acusado ha impedido, demorado, o 
conspirado con otros que están siendo investigados en el curso normal del proceso judicial. 
“La Comisión considera que no es legítimo invocar las “necesidades de la investigación” de 
manera general y abstracta para justificar la prisión preventiva. Dicha justificación debe 
fundamentarse en un peligro efectivo de que el proceso de investigación será impedido por 
la liberación del acusado”,49 de lo contrario se entendería innecesaria la medida y violatoria 
del derecho fundamental de la libertad. 
Riesgo de presión sobre los testigos. El riesgo legítimo de que los testigos u otros 
sospechosos sean amenazados, también constituye un fundamento válido para dictar la 
medida al inicio de la investigación. Pero cuando la investigación prosigue y dichas 
personas ya han sido interrogadas suficientemente, el peligro disminuye y deja de ser válida 
la justificación para mantener la prisión preventiva. “Las autoridades judiciales deben 
demostrar igualmente que existen fundados motivos para temer la intimidación de los 
testigos o sospechosos por parte del procesado”.50 
Preservación del orden público. La Comisión reconoce que en circunstancias muy 
excepcionales, la gravedad especial de un crimen y la reacción del público ante el mismo, 
pueden justificar la prisión preventiva por un cierto periodo, por la amenaza de disturbios 
del orden público que la liberación del acusado podría ocasionar. “Cabe enfatizar que para 
que constituya una justificación legítima, dicha amenaza debe seguir siendo efectiva 
mientras dure la medida de restricción de la libertad del procesado”.51 En todos los casos en 
que se invoque la preservación del orden público para mantener a una persona en prisión 
preventiva, el Estado tiene la obligación de probar en forma objetiva y concluyente que tal 
medida se justifica exclusivamente con base en esa causal. 
Conducción del procedimiento. En los casos en que considere que las razones 
expuestas por las autoridades judiciales nacionales son suficientes y relevantes para 
justificar la continuación de la prisión preventiva, “la Comisión debe proceder a analizar si 
tales autoridades han empleado la debida diligencia en la sustanciación del procedimiento, 
a fin de que la duración de tal medida no sea irrazonable”.52 
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Teniendo en cuenta lo establecido por los artículos 7.5 y 8.2 de la Convención 
Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, considera que el acusado 
que se encuentra privado de su libertad tiene el derecho a que su caso reciba la debida 
prioridad y sea tramitado en forma expeditiva por las autoridades judiciales. Esto no debe 
constituir obstáculo alguno para que dichas autoridades, la acusación y la defensa cumplan 
con sus tareas de manera adecuada. 
Por lo tanto, a fin de determinar si se ha empleado la debida diligencia por parte de las 
autoridades que llevan adelante la investigación, deben ser tenidas en cuenta la complejidad 
e implicancias del caso, sumadas a la conducta del acusado. También debe notarse que un 
acusado que se rehúsa a cooperar con la investigación o que utiliza los remedios procesales 
previstos en la ley, puede estar simplemente ejerciendo sus derechos. Aun cuando se 
reunieran todos estos elementos, debe demostrarse que la conducta del detenido ha sido la 
causa fundamental de la demora en el procedimiento. 
Respecto de la prisión preventiva, la Corte Constitucional ha considerado que dicha 
medida, cuya naturaleza cautelar o preventiva no exige para su configuración de un juicio 
previo o de una sentencia condenatoria, busca cumplir con los fines y objetivos de la 
investigación penal que se materializan en la judicialización de los punibles tipificados en 
la ley y en la comparecencia del imputado al proceso impidiendo que se evada de la acción 
de la justicia; igualmente, se pretende también evitar que el delincuente continúe con el 
desarrollo de sus actividades ilícitas y con aquellas tendientes a ocultar, destruir, deformar 
o desvirtuar elementos probatorios que son importantes para el cumplimiento de la función 
judicial y para el esclarecimiento de los hechos. Así lo manifestó al estudiar la norma 
procesal que consagra la figura: “La Corte Constitucional resalta que la norma 
constitucional del artículo 28 y las legales que desarrollan el instituto de las medidas de 
aseguramiento, no implican posibilidad de abuso de la autoridad judicial competente, pues 
ésta, al tenor de la Carta, debe estar fundada en motivos previamente definidos en la ley”53. 
Los operadores judiciales hacen caso omiso a estas exigencias, tal vez por la presión 
ejercida por la mal llamada justicia mediática que ejercen los medios de comunicación 
aprovechando su amplia audiencia. 
Tales motivos, según las normas acusadas, son los indicios graves de responsabilidad 
que existan en contra del sindicado. 
En relación con la detención preventiva, el Código de Procedimiento Penal, ley 906 de 
2004, dispone en el Artículo 313, sobre la procedencia de la Detención Preventiva, 
satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, en los siguientes casos: En los delitos de competencia de los 
jueces penales de circuito especializados. En los delitos investigables de oficio, cuando el 
mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años. En los delitos a que 
se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal cuando la defraudación sobrepase la 
cuantía de ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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1.3  Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
La Convención americana sobre derechos humanos,  suscrita en la conferencia 
especializada interamericana  sobre derechos humanos   San José, Costa Rica del 7 al 22 de 
noviembre de 1969,  Convención Americana Sobre Derechos Humanos, Pacto de San José.  
El párrafo 1° del artículo 10 del pacto, establece que toda persona privada le libertad 
será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
Sin embargo, no todos los informes presentados por los Estados Partes, no contienen, ni 
con mucho, información acerca del modo en que se cumplen las disposiciones de dicho 
párrafo de este artículo. El comité estima que sería conveniente que los informes de los 
Estados Partes contuvieran información concreta sobre las disposiciones jurídicas 
destinadas a proteger este derecho; el comité considera asimismo necesario que en los 
informes se indiquen las medidas concretas que adoptan los órganos estatales competentes, 
con el fin de velar por la aplicación obligatoria de la legislación nacional, referente al trato 
humano y al respeto debido a la dignidad de todos los seres humanos que hayan sido 
privados de libertad, conforme a lo dispuesto en este párrafo 1°.  
El comité observa en particular que el párrafo 1° de este artículo, es aplicable, a las 
personas privadas de libertad, en tanto que el párrafo 2° se refiere a los procesados, a 
diferencia de los condenados, y el párrafo 3° únicamente a estos últimos. Muchas veces 
esta estructura no se refleja en los informes, que se han referido principalmente a los 
procesados y los condenados. El texto del párrafo 1°, especialmente su proximidad al 
párrafo 1° del artículo 9°, que también se refiere a todos los casos de privados de libertad y 
su finalidad apoyan una aplicación amplia del principio expresado en esa disposición; 
además, el comité recuerda que este artículo complementa el artículo 7°, en lo 
correspondiente al trato de todas las personas privadas de libertad.  
El trato humano y el respeto de la dignidad de todas las personas privadas de libertad 
constituyen una norma básica de aplicación universal que no puede depender enteramente 
de los recursos materiales, el comité tiene conciencia de que, las modalidades y las 
condiciones de detención, pueden variar según los recursos de que se disponga, pero afirma 
que deben aplicarse siempre sin discriminación, como lo exige el párrafo 1° del artículo 2º.  
La responsabilidad última en cuanto a la observancia de este principio corresponde al 
Estado en lo referente a todas las instituciones donde se retenga legalmente a las personas 
contra su voluntad, es decir, no solo en prisiones, sino también, en hospitales, campos de 
detención o correccionales.  
El apartado a) del párrafo 2° del artículo 10 establece que los procesados estarán 
separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un 
tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas. En algunos 
informes no se presta la debida atención a este requisito expreso del pacto, y en 
consecuencia, no se facilita información suficiente acerca de la distinción entre el 
tratamiento dado a los procesados y el dado a las personas condenadas. Conviene que tal 
información figure en los informes ulteriores. 
El apartado b) del párrafo 2° del artículo 10, establece que los menores procesados estén 
separados de los adultos; según se desprende de la información contenida en los informes, 
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algunos Estados no prestan la debida atención a esta circunstancia, que constituye una 
exigencia incondicional del pacto. A juicio del comité, según se desprende del texto del 
pacto, el incumplimiento por los Estados Partes de las obligaciones enunciadas en el 
apartado b) del párrafo 2° no puede justificarse cualesquiera que sean las consideraciones 
que se aleguen.  
En varios  casos, la información que aparece en los informes en relación con el párrafo 3° 
del artículo 10, no contiene referencias precisas, ni a las medidas legislativas o 
administrativas pertinentes ni a las medidas prácticas destinadas a promover la 
rehabilitación y la readaptación social de los penados, como, actividades docentes o de 
formación profesional o trabajos útiles. La autorización de visitas, en especial de familiares, 
constituye también normalmente una medida de este tipo, exigida por razones de 
humanidad; se observan asimismo lagunas análogas en los informes de algunos Estados por 
lo que respecta a la información referente a los menores delincuentes, los cuales deberán 
estar separados de los adultos y ser sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y 
condición jurídica.  
El comité observa además, que el principio del trato humano y el respeto debido a la 
dignidad humana enunciado en el párrafo 1°, constituye la base de las obligaciones más 
estrictas y más precisas de los Estados, en el campo de la justicia penal, que establecen los 
párrafos 2° y 3° del artículo 10. La segregación de los procesados respecto de los 
condenados es necesaria para poner de relieve su condición de personas no condenadas y al 
mismo tiempo protegidas por la presunción de inocencia establecida en el párrafo 2° del 
artículo 14. La finalidad de esas disposiciones es la protección de los citados grupos, por lo 
que sus requisitos deben considerarse desde ese punto de vista. Así por ejemplo, hay que 
planificar las condiciones de separación y trato otorgado a los delincuentes juveniles de 
manera que se fomente su rehabilitación y readaptación social.   
Arbitrariedad. “Una detención es arbitraria e ilegal, cuando es practicada al margen de los 
motivos y formalidades que establece la ley, cuando se ejecuta sin observar las normas 
exigidas por la ley y cuando se ha incurrido en desviación de las facultades de detención, es 
decir, cuando se practica para fines distintos a los previstos y requeridos por la ley”.54 
Los tres pasos para establecer la ilegalidad y arbitrariedad de la detención son:  
a) Determinación de la legalidad de la detención en sentido material y formal según las 
reglas del derecho interno;  b) contrastar las reglas del derecho interno con la Convención, a 
fin de determinar si éstas son arbitrarias; y  c) determinar si la aplicación de la ley al caso 
concreto ha sido arbitraria. 
• Si la detención de una persona no cumple los requisitos constitucionales y legales del 
derecho interno del Estado Parte, se trata de una detención ilegal que vulnera el artículo 7.2.  
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• El artículo 7.2 puede ser vulnerado de dos maneras. O bien porque el Estado Parte no 
cumple con su obligación de “fijar de antemano” las “causas” materiales y las 
“condiciones” formales que autorizan a privar de la libertad física a las personas bajo su 
jurisdicción, o bien porque, cumplida esa obligación, la detención no se realiza ajustándose 
a los requisitos previstos en el ordenamiento jurídico interno. 
• Si la detención de una persona respeta los requisitos ya citados del ámbito interno y a 
pesar de ello, se torna ilegítima por representar un abuso de poder o una medida 
irrazonable, se trata de una detención arbitraria que vulnera el artículo 7.3 de la 
Convención.  
• Si la detención no es ilegal ni arbitraria, no resulta contraria a las exigencias del 7.2 
ni del 7.3, pero incumple con alguna de las exigencias adicionales previstas en los artículos 
7.4, 7.5 y 7.6, entonces es contraria a la Convención y, más precisamente, a alguna de estas 
tres últimas reglas.  
Se trata, claramente, de dos cuestiones absolutamente independientes. Existe el 
derecho a no ser detenido arbitraria (7.3) ni ilegalmente (7.2). La revisión judicial, por su 
parte, es el mecanismo de control que colabora a hacer efectivo tales derechos, como regla, 
la detención será arbitraria o ilegal, antes de que la persona detenida se presente ante el 
juez. En consecuencia, no puede ser el incumplimiento de la exigencia de conducir a la 
persona detenida ante un tribunal lo que torne arbitraria o ilegal la detención, a menos que 
la arbitrariedad o ilegalidad surja de la decisión del propio tribunal.  
Estándares del sistema interamericano en materia de plazo Razonable de la 
prisión preventiva.  “Sobre la base de la legislación y jurisprudencia precedentemente 
individualizada, la doctrina ha coincidido en señalar la existencia de al menos, los 
siguientes tres estándares aplicables al plazo razonable, en materia de prisión preventiva”.55 
Excepcionalidad De acuerdo a este principio, la prisión preventiva no debe ser la 
regla; “la principal consecuencia que se deriva de la excepcionalidad del encarcelamiento 
preventivo consiste en restringir su aplicación a casos en que no exista posibilidad alguna 
de garantizar los fines del proceso de otra manera. De acuerdo al Informe 35/07”56, se 
estableció que la prisión preventiva solo procede cuando resulte indispensable para los 
objetivos propuestos y sea el único medio para asegurar los fines del proceso. Las medidas 
cautelares se establecen en tanto sean indispensables para los objetivos propuestos. La 
prisión preventiva no es una excepción a esta regla. Como consecuencia del principio de 
excepcionalidad, sólo procederá la prisión preventiva cuando sea el único medio que 
permita asegurar los fines del proceso, porque se pueda demostrar que las medidas menos 
lesivas resultarían infructuosas a esos fines. Por eso, siempre se debe procurar su 
sustitución por una de menor gravedad cuando las circunstancias así lo permitan. Es claro 
que no es una mera excepción a la regla, si no que se presenta como único medio. 
Provisionalidad. De acuerdo a este principio, la prisión preventiva está llamada a 
regir sólo durante el lapso estrictamente necesario para garantizar el fin procesal propuesto 
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y requiere que todos sus presupuestos y exigencias que deben ser verificados para autorizar 
el encarcelamiento preventivo subsistan, mientras dure la privación de la libertad, si 
desapareciere algunos de ellos, debe cesar de modo inmediato dicho encarcelamiento. La 
CtIDH, ha dicho a este respecto, en el caso del Instituto de Reeducación del Menor vs 
Paraguay, sentencia del 2 de septiembre de 200457 que la prisión preventiva no puede durar 
más allá de la persistencia de la causal invocada para justificarla. La prisión preventiva 
debe ceñirse estrictamente a lo dispuesto en el artículo 7.5 de la Convención Americana, en 
el sentido de que no puede durar más allá de un plazo razonable, ni más allá de la 
persistencia de la causal que se invocó para justificarla. No cumplir con estos requisitos 
equivale a anticipar una pena sin sentencia, lo cual contradice principios del derecho 
universalmente reconocidos. 
Proporcionalidad. De acuerdo a una concepción tradicional de este principio, una 
persona considerada inocente, no debe recibir peor trato que una condenada; se trata de una 
ecuación entre el principio de inocencia y el fin de la medida cautelar. Esta comprensión de 
la proporcionalidad ha sido criticada en nuestro país, por Natalia Sergi, quien ha dicho que 
implica reconocer a la prisión preventiva una naturaleza idéntica que la pena, propiciando 
entonces la inequivalencia entre ambas, evitando de ese modo asimilaciones entre los fines 
cautelares y los sustantivos; criterio que ha hecho propio la CIDH en su informe 35/07, “al 
sostener que la relación entre la restricción del derecho y fin precautorio de la medida no 
debe igualar a la pena. Esa relación debe ser lo suficientemente desequilibrada como para 
que no se convierta en una pena anticipada, en violación al principio de inocencia”58 
1.4  Casos con incumplimiento de los estándares del sistema 
interamericano de derechos humanos 
1.4.1  Violación del derecho a la libertad personal y al deber de 
protección judicial por detención arbitraria, omisión de informar a la persona sobre 
los motivos y las razones de su detención  
Caso López Álvarez vs. Honduras Hechos. El 7 de julio de 2003, la Comisión 
sometió ante la Corte, una demanda contra la República de Honduras, con el fin de que 
decidiera si el Estado violó diversos artículos de la Convención Americana, en perjuicio del 
señor Alfredo López Álvarez, miembro de una comunidad garífuna hondureña; de acuerdo 
con la Comisión, la víctima fue privada de su libertad personal a partir del 27 de abril de 
1997, detenida por posesión y tráfico ilícito de estupefacientes, “el juez que conoció de la 
causa dictó sentencia condenatoria en contra del señor Alfredo López Álvarez, la cual fue 
anulada por la Corte de Apelaciones de la Ceiba, ordenando retrotraer el juicio a la etapa 
del sumario, el Tribunal de primera instancia dictó nueva sentencia, siendo confirmada por 
la Corte de Apelaciones de la Ceiba, que absolvió al señor López Álvarez. Sin embargo, 
éste permaneció detenido hasta el 26 de agosto de 2003”59. En el presente caso, aunque la 
Comisión no alegó la violación del derecho del señor López Álvarez, a expresarse en 
idioma garífuna, la Corte conoció de la posible violación al artículo 13 de la Convención 
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Americana, que tutela la libertad de pensamiento y de expresión. De acuerdo con la Corte, 
el artículo en cuestión, consagra expresamente la libertad de difundir oralmente la 
información; uno de los pilares de la libertad de expresión es precisamente el derecho de 
hablar y éste implica necesariamente el derecho de las personas a utilizar el idioma de su 
elección en la expresión de su pensamiento. La expresión y la difusión de pensamientos e 
ideas son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación 
representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse 
libremente. De acuerdo con los hechos del caso, el Director del Centro Penal de Tela 
prohibió a la población garífuna, de dicho penal a hablar en su idioma materno, medida que 
no fue justificada por el Estado. La observancia de reglas en el trato colectivo de los 
detenidos dentro de un centro penal, no concede al Estado en el ejercicio de su facultad de 
punir, la potestad de limitar de forma injustificada la libertad de las personas de expresarse 
por cualquier medio y en el idioma que elijan. Por lo anterior, la Corte decidió que la 
prohibición fue dictada en relación al idioma materno del señor López Álvarez, lo cual es 
una forma de expresión de la minoría a la que pertenece la víctima. Tal prohibición, de 
acuerdo con la Corte, adquiere por ello una especial gravedad, ya que el idioma materno 
representa un elemento de identidad del señor López Álvarez como garífuna. De ese modo, 
la prohibición afectó su dignidad personal como miembro de dicha comunidad, haciendo 
más violatoria su privación de la libertad, significa que la detención arbitraria normalmente 
está acompañada de la vulneración de otros derechos fundamentales. 
Para la Corte el procesamiento se basó en la existencia de una sustancia prohibida, lo 
que fue desvirtuado en segundo dictamen, hecho frente al cual el juez de la causa no evaluó 
oportunamente la contradicción probatoria conforme a los parámetros de la legislación 
interna y de la Convención Americana, a fin de precisar si se mantenían las condiciones que 
justificaran la prisión preventiva del señor López Álvarez; la autoridad judicial no tuvo en 
cuenta nuevos elementos de prueba que justificaban la prisión, sino que considero 
solamente los mismos elementos que sustentaron la detención en flagrancia; “por lo 
anterior, la Corte concluyó que, al mantener a la presunta víctima en tales condiciones, se 
violó su derecho al no ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrario e ilegal”60. La 
Corte expresó que el artículo 433 del Código de Procedimiento Penal, de Honduras, sólo 
permitía la concesión del beneficio de la libertad bajo caución en el supuesto de delitos que 
cuya pena no exceda de cinco años; la pena aplicada por tráfico ilícito de drogas era de 15 a 
20 años de reclusión. En razón de ello, la privación de la libertad a que fue sometido el 
señor López Álvarez, fue también consecuencia de lo dispuesto en la legislación procesal 
penal: según la Convención Americana la prisión preventiva se debe justificar en cada caso, 
a través de  una ponderación de los elementos que concurren en éste y que en ningún caso 
la aplicación de tal medida cautelar se debe determinar por el tipo de delito que impute al 
individuo; asimismo, la Corte expreso el derecho de la persona detenida o retenida de ser 
informada sin demora de las razones de su detención y de los cargos formulados en su 
contra, está consagrado en el artículo 7.4 de la Convención Americana, que no distingue 
entre la detención efectuada por orden judicial y la que se practica infraganti. 
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1.4.2  Violación del derecho a la libertad personal y al deber de 
protección judicial por detención ilegal, no disposición del detenido ante autoridad 
judicial competente privación arbitraria de la libertad e ineficacia del recurso de 
hábeas corpus. 
García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú   “El 30 de junio de 1995 el señor Wilson 
García Asto fue detenido por personal de la DINCOTE mientras se encontraba en un 
paradero de autobús, sin previa orden judicial. El mismo 30 de junio de 1995 la policía 
levantó un acta de registro personal del señor Wilson García Asto, en la que señaló que la 
documentación encontrada a dicho señor consistía en tres (03) volantes de carácter 
subversivo. La presunta víctima se negó a firmar el acta de registro personal, argumentando 
que los volantes no le pertenecían” 61. 
También el 30 de junio de 1995 el señor Wilson García Asto, fue trasladado a las 
oficinas de la DINCOTE, donde fue mantenido incomunicado hasta el 12 de julio de 1995, 
fecha en que prestó su manifestación policial. El 1 de julio de 1995, personal de la PNP, 
realizó un registro en el domicilio de la presunta víctima, quien habitaba con sus padres y 
hermanos, sin contar con orden judicial y sin la inicial presencia del representante del 
Ministerio Público, quien llegó al final de la diligencia; al realizar el registro domiciliario 
se incautó una computadora, en igual forma se incautaron, bajo el título de "literatura, 
manuscritos, periódicos, panfletos, volantes y otros de carácter subversivo”, una serie de 
documentos, así como noventa y nueve disquetes cuyo contenido no se especificó, al no 
haber sido examinados por las autoridades; la familia del señor Wilson García Asto, fue 
obligada a firmar el acta de registro domiciliario; se constriñó a la presunta víctima a firmar 
el acta de registro sin haberla leído, bajo amenaza de detener a su familia. El 13 de julio de 
1995 la PNP formuló el atestado policial No. 071-D3-DINCOTE, en el que señaló que en el 
momento de la detención del señor Wilson García Asto se habría encontrado en su poder 
"propaganda terrorista descrita en el acta respectiva, evidenciándose varios 
comportamientos violatorios distintos a la privación de la libertad por parte de la PNP.  
El 17 de julio de 1995, el Fiscal Provincial Adjunto encargado de la Cuadragésima 
Tercera Fiscalía Provincial Penal ad hoc de Terrorismo de Lima, formuló denuncia penal 
contra el señor Wilson García Asto como presunto autor del delito contra la tranquilidad 
pública, terrorismo, en agravio del Estado, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 4 y 5 del Decreto Ley Nº 25.475, ofreciendo como prueba el atestado policial No. 
071. El 14 de julio de 1997, la Corte Suprema de Justicia, también conformada por jueces 
sin rostro, declaró no haber nulidad en la sentencia de 18 de abril de 1996, que fuera 
recurrida por el señor Wilson García Asto.  
1) El 20 de noviembre de 2002 la señora Celia Asto Urbano, madre de la presunta 
víctima, interpuso una acción de hábeas corpus a favor de su hijo, en contra de 
las decisiones de la Corte Superior de Justicia y de la Corte Suprema de 
Justicia de Lima, por violación a las garantías judiciales; el 15 de enero de 
2003 la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima revocó la 
decisión de 27 de noviembre de 2002, que había declarado infundado el hábeas 
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corpus interpuesto a favor del señor Wilson García Asto. Esta sentencia, luego 
de reconocer que el procedimiento a que fue sometida la presunta víctima violó 
principios fundamentales como el debido proceso, el de juez natural, el derecho 
de conocer si el juzgador resultaba competente y por haber sido sentenciado 
por jueces sin rostro, declaró nulo el primer proceso penal seguido en su contra 
en el fuero común por el delito de terrorismo en agravio del Estado, desde el 
auto de apertura de instrucción. En consecuencia ordenó la remisión del 
expediente a la autoridad competente,  
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Pacto de San José 1. Artículo 7- Derecho a Libertad Personal  2. Artículo 8- Garantías 
Judiciales. 3. Artículo 9- Principio de Legalidad y Retroactividad  4. Todos ellos en 
conexión con el artículo 1.1- Obligación de Respetar los Derechos y el artículo 2- Deber de 
adoptar Disposiciones de Derecho Interno.  
La Corte declara por unanimidad,  1. “que el Estado violó, en perjuicio de los señores 
Wilson García Asto y Urcesino Ramírez Rojas, los Derechos a la Libertad Personal, 
Garantías Judiciales y Protección Judicial consagrados en los artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.5, 
7.6, 8.1, 8.2, 8.2.f, 8.5 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, 
durante los primeros procesos judiciales a los que fueron sometidos.  2. que el Estado violó, 
en perjuicio del señor Urcesino Ramírez Rojas, en el segundo proceso seguido en su contra, 
el Derecho a las Garantías Judiciales consagrado en el artículo 8.1 de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma”. 62 
1.4.3 Vulneración del derecho a la liberad personal por detención arbitraria  
Caso Velásquez Rodríguez, Honduras  Hechos probados Durante los años de 1981 a 
1984, en la República de Honduras, entre 100 y 150 personas desaparecieron sin que se 
haya vuelto a tener noticia alguna de muchas de ellas. Las desapariciones solían iniciarse 
mediante el secuestro violento de las víctimas, muchas veces a la luz del día y en lugares 
poblados, por parte de hombres armados, vestidos de civil y disfrazados que actuaban con 
aparente impunidad en vehículos sin identificación oficial y con cristales polarizados, sin 
placas o con placas falsas. “Estos hechos constituían una práctica sistemática perpetrada en 
contra de personas consideradas por las autoridades hondureñas como peligrosas para la 
seguridad del Estado. Tanto las autoridades militares y policiales como el Gobierno y el 
Poder Judicial se negaban o eran incapaces de prevenir, investigar y sancionar los hechos y 
de auxiliar a quienes se interesaban en averiguar el paradero y la suerte de las víctimas o de 
sus restos. En este escenario, Manfredo Velásquez, estudiante de la Universidad Nacional 
Autónoma de Honduras, desapareció el 12 de septiembre de 1981, entre las 16:30 y las 
17:00 horas, secuestrado por personas vinculadas con las Fuerzas Armadas o bajo su 
dirección”. 63. 
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“Derechos demandados Artículos 4, Derecho a la Vida, 5, Derecho a la Integridad 
Personal, y 7, Derecho a la Libertad Personal, de la Convención Americana, en perjuicio de 
Manfredo Velásquez”.64 
Artículo 7, Derecho a la Libertad Personal, Habiendo quedado demostrada la 
existencia de una práctica de desapariciones forzadas cumplida o tolerada por las 
autoridades hondureñas, entre los años 1981 a 1984, la Corte concluye que se ha producido 
una violación múltiple y continuada de numerosos derechos reconocidos en la Convención 
y que los Estados Partes están obligados a respetar y garantizar. La detención de Manfredo 
Velásquez lo privó de su libertad física sin fundamento en causas legales y sin ser llevado 
ante un juez o tribunal competente que conociera de su detención. Para la Corte, todo ello 
infringe directamente el derecho a la libertad personal reconocido en el artículo 7 de la 
Convención. 
Caso Caballero Delgado y Santana Vs Colombia.    “El 7 de febrero de 1989, en el 
lugar conocido como la vereda Guaduas, jurisdicción del Municipio de San Alberto, 
Departamento de El Cesar, Colombia, Isidro Caballero Delgado y María del Carmen 
Santana, fueron capturados por una patrulla militar conformada por unidades del Ejército 
de Colombia”65. La detención se habría producido por la activa participación del señor 
Isidro Caballero Delgado, como dirigente sindical del magisterio santandereano desde hacía 
11 años. Con anterioridad y por el delito de porte ilegal de armas había estado detenido en 
la Cárcel Modelo de Bucaramanga y se le concedió la libertad en 1986; sin embargo desde 
esa fecha era permanentemente hostigado y amenazado. María del Carmen Santana 
pertenecía al Movimiento 19 de Abril (M-19) y colaboraba con Isidro Caballero Delgado 
promoviendo la participación del pueblo para la realización del Encuentro por la 
Convivencia y la Normalización que se realizaría el 16 de febrero de 1989 en el Municipio 
de San Alberto. Esta era una actividad organizada por el “Comité Regional de Diálogo”, 
cuyo objetivo era “procurar una salida política al conflicto armado, propiciando encuentros, 
foros y debates en diferentes regiones”. 66 
Según la demanda el 7 de febrero de 1989, Elida González Vergel, una campesina que 
transitaba por el mismo lugar en que fueron capturadas las víctimas, fue retenida por la 
misma patrulla del Ejército y dejada en libertad. Ella pudo observar a Isidro Caballero 
Delgado con un uniforme militar camuflado y a una mujer que iba con ellos. Javier Páez, 
habitante de esa región que les sirvió de guía, fue retenido por el Ejército, torturado y 
dejado en libertad posteriormente. Por los interrogatorios a que fue sometido y por las 
comunicaciones de radio de la patrulla militar que lo retuvo supo de la captura de Isidro 
Caballero Delgado y María del Carmen Santana y, una vez puesto en libertad, dio aviso a 
las organizaciones sindicales y políticas a las que ellos pertenecían, las cuales a su vez, 
informaron a sus familiares.  
Agrega la demanda que la familia de Isidro Caballero Delgado y varios organismos 
sindicales y de derechos humanos iniciaron la búsqueda de los detenidos en instalaciones 
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militares, donde se negó que Isidro Caballero Delgado y María del Carmen Santana 
hubieran sido aprehendidos.  
Violación de derechos humanos: 1. Artículo 4- Derecho a la Vida  2. Artículo 5- 
Derecho a la Integridad Personal  3. Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal  4. Artículo 
8- Garantías Judiciales  5. Artículo 25- Protección Judicial  6. Todos ellos en conexión con 
el Artículo 1- Obligación de Respetar los Derechos y el Artículo 2- Deber de Adoptar 
Disposiciones de Derecho Interno  
“La Corte decide por cuatro votos contra uno”,67 
1. que la República de Colombia ha violado en perjuicio de Isidro Caballero Delgado y 
María del Carmen Santana los derechos a la libertad personal y a la vida contenidos en los 
artículos 7 y 4 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos.  
2. que la República de Colombia no ha violado el derecho a la integridad personal 
contenido en el artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
3. que la República de Colombia está obligada a pagar una justa indemnización a los 
familiares de las víctimas y a resarcirles los gastos en que hayan incurrido en sus gestiones 
ante las autoridades colombianas con ocasión de este proceso.  
4. que la forma y cuantía de la indemnización y el resarcimiento de los gastos serán 
fijados por esta Corte y para ese efecto queda abierto el procedimiento correspondiente.  
La Corte decide por unanimidad,  1. Que la República de Colombia no ha violado los 
artículos 2, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, relativos a la 
obligación de adoptar medidas para hacer efectivos los derechos y libertades garantizados 
en la misma, las garantías judiciales en los procesos y la protección judicial de los 
derechos.  2. que la República de Colombia no ha violado los artículos 51.2 y 44 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.  3. que la República de Colombia está 
obligada a continuar los procedimientos judiciales por la desaparición y presunta muerte de 
las personas mencionadas y su sanción conforme a su derecho interno  
Caso Paniagua Morales y otros Vs Guatemala.    “Entre junio de 1987 y febrero de 
1988 se produjeron en Guatemala detenciones arbitrarias calificadas como secuestros, 
acompañadas de maltratos y torturas y, en algunos casos, de privación de la vida. Algunos 
de los detenidos fueron llevados a las instalaciones de la Guardia de Hacienda y 
maltratados; otros, cuyo lugar de detención se desconoce, aparecieron muertos y sus 
cuerpos, con signos de violencia física, fueron abandonados el mismo día o días después de 
su detención, en las calles de la ciudad de Guatemala y en sus alrededores. En las 
detenciones, intervinieron hombres armados, vestidos de civil en la mayoría de ellas, 
vinculados con la Guardia de Hacienda o con alguna institución militar o policial; y en la 
mayoría de los casos, las personas detenidas eran obligadas a subir, por la fuerza, a un 
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vehículo tipo “panel”, especie de microbús o furgoneta, de color blanco. 
Las personas comprendidas en la demanda de la Comisión, son las siguientes”: 68 
Julián Salomón Gómez Ayala: Fue detenido e introducido por la fuerza en un vehículo 
tipo “panel” color blanco por personas armadas. Su cuerpo sin vida fue hallado el 17 de 
junio de 1987, presentaba heridas, especialmente en el cuello, la más profunda, y en el 
tórax; en ambas muñecas había un surco producido por ataduras y otro surco en el cuello 
por ahorcamiento. Augusto Angárita Ramírez y Doris Torres Gil: fueron detenidos y 
conducidos en un vehículo tipo “panel” a las instalaciones de la Guardia de Hacienda. El 
señor Angárita, fue golpeado y lesionado por agentes de la Guardia de Hacienda durante su 
detención. Ana Elizabeth Paniagua Morales: Fue detenida e introducida por la fuerza en un 
vehículo tipo “panel” color blanco con vidrios polarizados. Su cadáver fue hallado el 11 de 
febrero de 1988 y presentaba diversas heridas y huellas de violencia física; su cabeza estaba 
casi separada del cuerpo. William Otilio González Rivera y Pablo Corado Barrientos: 
Fueron detenidos por un agente estatal que portaba una pistola y dos cargadores. Sus 
cadáveres fueron hallados el 10 de febrero de 1988 y presentaban huellas de violencia y 
heridas, una de las cuales les causó la muerte. Manuel de Jesús González López: Fue 
detenido e introducido por la fuerza en un vehículo de color blanco. Su cadáver fue hallado 
el 13 de febrero de 1988 y presentaba un surco de ahorcamiento en el cuello, con señales de 
contusiones y de haber sido amarrado en las muñecas. Oscar Vásquez: Fue detenido, 
introducido por la fuerza en un vehículo tipo “panel” y llevado a las instalaciones de la 
Guardia de Hacienda, donde fue golpeado. Posteriormente, fue puesto a disposición del 
Duodécimo Juzgado de Paz Penal de Guatemala por la Guardia de Hacienda, acusado de 
los delitos de tráfico ilegal de fármacos, drogas o estupefacientes y cohecho activo. José 
Antonio Montenegro: Fue detenido y conducido en un vehículo tipo “panel” a las 
instalaciones de la Guardia de Hacienda, donde fue golpeado. Posteriormente, fue puesto a 
disposición del Duodécimo Juzgado de Paz Penal de Guatemala por la Guardia 
de Hacienda, acusado de los delitos de tráfico ilegal de fármacos, drogas o estupefacientes 
y cohecho activo. Erik Leonardo Chinchilla: fue muerto por disparos de revólver en 
circunstancias que no fueron esclarecidas y cuya investigación preliminar, de tipo policial, 
no generó el debido proceso penal. Marco Antonio Montes Letona: Fue detenido, 
introducido en un vehículo tipo “panel” de color blanco y llevado a las instalaciones de la 
Guardia de Hacienda. Posteriormente, fue puesto a disposición del Juzgado Decimotercero 
de Paz del Ramo Penal el 20 de febrero de 1988, acusado de los delitos de falsedad 
material, hurto y uso ilegítimo de documentos de identidad. Estos hechos dieron lugar a un 
proceso penal contra los presuntos responsables. “El juez que conocía la causa fue 
secuestrado; y una vez en libertad, revocó los autos que ordenaban la prisión provisional de 
los presuntos responsables. No hubo avances significativos en la investigación y el caso 
continúa abierto en la etapa de sumario”.69 
Derechos demandados La Comisión solicitó a la Corte que declare que Guatemala 
violó el derecho a la vida (artículo 4) de las siguientes víctimas: Ana Elizabeth Paniagua 
Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio González Rivera, Pablo Corado 
Barrientos, Manuel de Jesús González López y Erik Leonardo Chinchilla; el derecho a la 
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integridad personal (artículos 5); el derecho a la libertad personal (artículo 7) y las 
obligaciones que establecen los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián 
Salomón Gómez Ayala, William Otilio González Rivera, Pablo Corado Barrientos, Manuel 
de Jesús González López, Augusto Engarita Ramírez, Doris Torres Gil, José Antonio 
Montenegro, Oscar Vásquez y Marco Antonio Montes Letona. Asimismo, solicitó que se 
declare que Guatemala violó el derecho a las garantías judiciales (artículo 8) y a la 
protección judicial (artículo 25); así como su obligación de respetar y garantizar tales 
derechos (artículo 1.1). 
La Corte declaró: -Que el Estado de Guatemala violó el artículo 7 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de los señores Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, 
William Otilio González Rivera, Pablo Corado Barrientos, Manuel de Jesús González 
López, Augusto Angárita Ramírez, Doris Torres Gil y Marco Antonio Montes Letona. 
-Que el Estado de Guatemala violó el artículo 4.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, “en perjuicio de los 
señores Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio 
González Rivera, Pablo Corado Barrientos y Manuel de Jesús González López”.70 
- Que el Estado de Guatemala violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y los artículos 1, 6 y 
8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio de los 
señores Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio 
González Rivera, Pablo Corado Barrientos, Manuel de Jesús González López, Augusto 
Angárita Ramírez y Oscar Vásquez. 
- Que el Estado de Guatemala violó el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores 
Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio González 
Rivera, Pablo Corado Barrientos, Manuel de Jesús González López y Erik Leonardo 
Chinchilla. 
- Que el Estado de Guatemala violó el artículo 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores 
Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón Gómez Ayala, William Otilio González 
Rivera, Pablo Corado Barrientos y Manuel de Jesús González López. 
- Que el Estado de Guatemala debe realizar una investigación real y efectiva para 
determinar las personas responsables de las violaciones a los derechos humanos a que se ha 
hecho referencia en esta Sentencia y, eventualmente, sancionarlas. 
- Que el Estado de Guatemala está obligado a reparar las consecuencias de las 
violaciones declaradas y a pagar una justa indemnización a las víctimas y, en su caso, a sus 
familiares. 
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Reparaciones La Corte decidió que el Estado de Guatemala debía indemnizar a las 
víctimas o, en su defecto, a los familiares de las mismas. Asimismo, el Estado debía: 
investigar los hechos que generaron las violaciones de la Convención en el presente caso, 
identificar y sancionar a los responsables de las mismas, brindar recursos y adoptar las 
medidas necesarias para el traslado de los restos mortales de Pablo Corado Barrientos y su 
posterior inhumación en el lugar de elección de sus familiares, adoptar, en su derecho 
interno, las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que sean 
necesarias con el objeto de garantizar la certeza y la publicidad del registro de detenidos. 
Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras La Corte observa que las detenciones 
del señor Sánchez se enmarcaron en un cuadro de abuso de poder que tenía como objetivo 
interrogar, torturar y eventualmente  ejecutar impunemente a la presunta víctima, situación 
que enmarca dentro del patrón de violaciones de derechos humanos cometidas por agentes 
del Estado en la época de los hechos del caso. La corte concluye que dichas detenciones 
fueron arbitrarias y que por tanto, se violó el artículo 7.3 de la Convención en perjuicio del 
señor Juan Humberto Sánchez.  
19 Comerciantes Vs. Colombia  “19 Comerciantes se dedicaban a actividades 
comerciales, tales como transporte de mercaderías o de personas, compra de mercancías en 
la frontera colombo-venezolana y venta de las mismas en las ciudades de Bucaramanga, 
Medellín e intermedias La “cúpula” del grupo “paramilitar” que tenía gran control en el 
Municipio de Puerto Boyacá realizó una reunión, en la cual se tomó la decisión de matar a 
los comerciantes y apropiarse de sus mercancías y vehículos, en virtud de que éstos no 
pagaban los “impuestos” que cobraba el referido grupo “paramilitar” por transitar con 
mercancías en esa región y debido a que consideraban que las presuntas víctimas vendían 
armas a los grupos guerrilleros o subversivos de la región del Magdalena Medio, las cuales 
compraban en Venezuela. Esta reunión se realizó con la aquiescencia de algunos oficiales 
del Ejército, los cuales estaban de acuerdo con dicho plan”. 71 
El 4 de octubre de 1987 los “19 Comerciantes” partieron desde Cúcuta hacia Medellín. 
El 6 de octubre de 1987, en la tarde, las referidas presuntas víctimas pasaron por el caserío 
de Puerto Araujo, donde fueron requisadas por miembros de las Fuerzas Militares, lo cual 
constituyó la última indicación oficial sobre su paradero. En el retén militar en el cual 
fueron requisados los comerciantes, el teniente a cargo simplemente verificó si éstos 
llevaban o no armas y les permitió seguir, haciendo caso omiso de la cantidad considerable 
de mercancías de contrabando que logró detectar. En la tarde del 6 de octubre de 1987 los 
“19 Comerciantes” fueron detenidos por miembros del referido grupo “paramilitar” o grupo 
delictivo que operaba en el Municipio de Puerto Boyacá cerca de la finca “El Diamante”, la 
cual era propiedad del dirigente del referido grupo y se encontraba ubicada en la localidad 
de Cimitarra de dicho municipio. El 6 de octubre de 1987 en la noche o el 7 de octubre de 
1987 miembros del referido grupo “paramilitar” que operaba en el Municipio de Puerto 
Boyacá dieron muerte a los 17 comerciantes, descuartizaron sus cuerpos y los lanzaron a 
las aguas del caño “El Ermitaño”, afluente del río Magdalena, frente al sitio “Palo de 
Mango”. 72 
                                                          
71
 d3.uniandes.edu.co/.../caso_19_comerciantes_vs_colombia. Consultado el 14 de febrero de 2011 
72
 Ibíd. uniandes.edu.co/.../caso_19_comerciantes_vs_colombia. Consultado el 14 de febrero de 2011 
41 
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José)  1. Artículo 4- Derecho a la Vida  2. Artículo 5- Derecho a la Integridad 
Personal  3. Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal  4. Artículo 8- Garantías Judiciales  
5. Artículo 25- Protección Judicial  6. Todos ellos en conexión con el Artículo 1- 
Obligación de Respetar los Derechos.  La Corte declara por unanimidad,  
1. que el Estado violó los derechos a la libertad personal, a la integridad personal y a la 
vida consagrados en los artículos 7, 5 y 4 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, “en perjuicio de los señores Álvaro 
Lobo Pacheco, Gerson Javier Rodríguez Quintero, Israel Pundor Quintero, Ángel María 
Barrera Sánchez, Antonio Flórez Contreras, Víctor Manuel Ayala Sánchez, Alirio Chaparro 
Murillo, Álvaro Camargo, Gilberto Ortíz Sarmiento, Reinaldo Corzo Vargas, Luis 
Hernando Jáuregui Jaimes, Luis Domingo Sauza Suárez, Juan Alberto Montero Fuentes, 
José Ferney Fernández Díaz, Rubén Emilio Pineda Bedoya, Carlos Arturo Riatiga Carvajal, 
Juan Bautista, Alberto Gómez, posiblemente de segundo apellido Ramírez, y Huber Pérez, 
posiblemente de segundo apellido Castaño”. 73 
2. el Estado violó el derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, “en perjuicio de los familiares de los señores Álvaro Lobo Pacheco, Gerson Javier 
Rodríguez Quintero, Israel Pundor Quintero, Ángel María Barrera Sánchez, Antonio Flórez 
Contreras, Víctor Manuel Ayala Sánchez, Alirio Chaparro Murillo, Álvaro Camargo, 
Gilberto Ortíz Sarmiento, Reinaldo Corzo Vargas, Luis Hernando Jáuregui Jaimes, Luis 
Domingo Sauza Suárez, Juan Alberto Montero Fuentes, José Ferney Fernández Díaz, 
Rubén Emilio Pineda Bedoya, Carlos Arturo Riatiga Carvajal, Juan Bautista, Alberto 
Gómez (posiblemente de segundo apellido Ramírez) y Huber Pérez (posiblemente de 
segundo apellido Castaño).” 74 
1.4.4  Diferencia entre detención ilegal y arbitraria, presunción sobre 
detención ilegal por renuencia del Estado a suministrar información de derecho 
interno. 
Caso Angaram Panday - Suriname. Choeramoenipersad, también conocido como 
Asok, Gangaram Panday llegó al Aeropuerto de Zanderij, en Suriname, procedente de 
Holanda, el sábado 5 de noviembre de 1988. – “A su llegada al aeropuerto, fue detenida por 
miembros de la Policía Militar, bajo el alegato de que ameritaban ser investigadas las 
razones de su expulsión desde Holanda; y que, seguidamente, fue depositada en una celda 
dentro de un albergue para deportados, situado en la Brigada Militar en Zanderij. - 
Gangaram Panday permaneció recluído, sin haber sido puesta a las órdenes de un tribunal, 
desde la noche del día sábado 5 de noviembre hasta la madrugada del martes 8 de 
noviembre de 1988, cuando se encontró su cuerpo sin vida”. 75 
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- El artículo 7, de la Convención contiene como garantías específicas, descritas en sus 
incisos 2 y 3, la prohibición de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, 
respectivamente. Según el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse 
privado de la libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente 
tipificadas en la ley, aspecto material, pero, además, con estricta sujeción a los 
procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal). En el segundo 
supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser sometido a 
detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aún calificados de legales- puedan 
reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo 
por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad. 
- La Corte ha sostenido que “en los procesos sobre violaciones de los derechos 
humanos, la defensa del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante 
de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperación del 
Estado”.76 
- La Corte, en ejercicio de su función jurisdiccional, tratándose de la obtención y 
valoración de las pruebas necesarias para la decisión de los casos que conoce puede, en 
determinadas circunstancias, utilizar tanto las pruebas circunstanciales como los indicios o 
las presunciones como base de sus pronunciamientos, cuando de aquéllas puedan inferirse 
conclusiones consistentes sobre los hechos, en particular cuando el Estado demandado haya 
asumido una conducta renuente en sus actuaciones ante la Corte. 
- En consecuencia, es aplicable la disposición del artículo 63.1 de la Convención. 
Observa la Corte que en el caso sub judice, habiendo fallecido la víctima, resulta imposible 
garantizarle el goce de su derecho o reparar integralmente las consecuencias de la medida 
violatoria del mismo. De allí que proceda, de acuerdo con la señalada norma, el pago de 
una justa indemnización. 1. Declara que Suriname ha violado en perjuicio de Asok 
Gangaram Panday los deberes de respeto y de garantía del derecho a la libertad personal 
reconocido en el artículo 7.2 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma. 
2. Desestima la solicitud de la Comisión para que se declare responsable al Estado de 
Suriname de haber violado en perjuicio del señor Asok Gangaram Panday los artículos 5.1, 
5.2, 25.1 y 25.2 de la Convención. 3. Desestima la solicitud de la Comisión para que se 
declare responsable al Estado de Suriname de haber violado en perjuicio del señor Asok 
Gangaram Panday, el artículo 4.1 de la Convención. 4. Fija en US$ 10.000 (diez mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en florines holandeses, el 
monto que el Estado de Suriname debe pagar dentro de los seis meses de la fecha de esta 
sentencia, a las personas y en la forma indicadas en el párrafo 70 de esta sentencia. 5. 
Resuelve que supervisará el cumplimiento de la indemnización acordada y que sólo 
después archivará el expediente. 6. Decide que no hay condena en costas. 
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1.4.5  Violación al derecho de libertad personal por detención 
practicada con ausencia de información sobre las causas que la originan y/o delitos 
que se imputan. 
Castillo Páez Vs. Perú “El 21 de octubre de 1990, el señor Ernesto Rafael Castillo 
Páez, estudiante universitario y profesor de 22 años de edad, fue detenido por agentes de la 
Policía General, integrantes de la Policía Nacional. La detención se habría producido 
después de un atentado del grupo subversivo “Sendero Luminoso” (PCP-SL)” 77  cuyos 
integrantes produjeron estallidos de explosivos en la zona del Monumento a la Mujer en 
este distrito. El señor Castillo Páez aparentemente salió de su casa temprano este día para 
estudiar con un compañero cuando desapareció. Los padres del señor Castillo Páez 
recibieron una llamada anónima por medio de la cual se les informó que su hijo había sido 
detenido por la Policía Nacional. Ellos iniciaron su búsqueda, y al no encontrarlo en las 
diversas dependencias policiales, iniciaron las gestiones judiciales para localizarlo.  
El 25 de octubre de 1990, se interpuso un recurso de hábeas corpus a favor de la 
supuesta víctima ante el Juzgado de Primera Instancia de turno del Distrito Judicial de 
Lima, el cual, el 31 de octubre de 1990, declaró fundada la acción. Dicha resolución fue 
apelada por el Procurador Público para Asuntos de Terrorismo ante el Tribunal de Segunda 
Instancia, el cual, el 27 de noviembre de 1990, declaró improcedente la apelación, confirmó 
la resolución de primera instancia y ordenó la remisión de los documentos necesarios para 
formular la “denuncia penal correspondiente”. La ley Nº 23.506 regula el proceso de hábeas 
corpus y amparo en Perú. Por lo tanto la decisión del Tribunal de Segunda Instancia debe 
ser final y con carácter de cosa juzgada. A pesar de lo anterior, el Procurador del Estado 
interpuso un recurso de nulidad ante el Tribunal de Segunda Instancia el que fue declarado 
sin lugar. En consecuencia, presentó ante la Corte Suprema directamente un recurso de 
queja. La Corte Suprema declaró fundado el recurso de queja. El 7 de febrero de 1991, la 
Segunda Sala Penal de la Corte Suprema resolvió “declarar la nulidad de la resolución 
recurrida y la improcedencia de la acción de garantía”. Sobre la base de la acción de hábeas 
corpus se tramitó un proceso por el delito de abuso de autoridad ante el Décimo Cuarto 
Juzgado Penal del distrito judicial de Lima, contra varios oficiales involucrados en la 
desaparición del señor Castillo Páez. Por sentencia de 19 de agosto de 1991, este Juzgado 
concluyó “que la desaparición del estudiante Ernesto Rafael Castillo Páez se produjo luego 
de haber sido arrestado por efectivos de la policía nacional”, pero indicó que no había 
indicios que demostraran la responsabilidad de los inculpados, por lo que ordenó archivar el 
caso. Esta sentencia fue apelada ante la Primera Sala Penal de Lima, que la confirmó y 
ordenó el archivo del caso sin sancionar a persona alguna.  
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José)  1. Artículo 4- Derecho a la Vida  2. Artículo 5- Derecho a la Integridad 
Personal  3. Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal  4. Artículo 8- Garantías Judiciales  
5. Artículo 25- Protección Judicial  6. Todos ellos en conexión con el artículo 1.1- 
Obligación de Respetar los Derechos  
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“La Corte decide por unanimidad”, 78 
1. que el Estado del Perú violó, en perjuicio de Ernesto Rafael Castillo Páez, el 
derecho a la libertad personal reconocido en el artículo 7 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  
2. que el Estado del Perú violó, en perjuicio de Ernesto Rafael Castillo Páez, el 
derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  
3. que el Estado del Perú violó, en perjuicio de Ernesto Rafael Castillo Páez, el 
derecho a la vida consagrado por el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en relación con el artículo 1.1 de la misma.  
4. que el Estado del Perú violó, en perjuicio de Ernesto Rafael Castillo Páez y sus 
familiares, el derecho a un recurso efectivo ante los jueces o tribunales nacionales 
competentes establecido en el artículo 25 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma.  
5. que el Estado del Perú está obligado a reparar las consecuencias de esas violaciones 
e indemnizar a los familiares de la víctima y a resarcirles los gastos en que hayan incurrido 
en sus actuaciones ante las autoridades peruanas con ocasión de ese proceso.  
1.4.6 Violación al derecho de libertad personal por detención ilegal y ausencia 
de control judicial. 
Caso Niños de la calle Vs Guatemala. “Un fallo de fecha 26 de mayo del año 2001, 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, condenó al Estado de Guatemala a 
reparar el daño material y moral sufrido por un grupo de niños, por parte de agentes de 
policía, como por el Estado mismo, al violar sus derechos a través de graves maltratos, 
torturas y la pérdida de sus vidas”. 79 
El comentario siguiente aborda el tema de los "Niños de la calle", “Villagrán Morales 
y otros vs. Guatemala, desde tres aspectos”: 80  Primero, desde la consideración de la 
persona, como sujeto de Derecho Internacional, titular de derechos y víctima. Segundo, a 
partir del principio de reparación integral de los daños ocasionados a las víctimas y, por 
último, desde la diferencia derecho-garantía como sistema de protección que permite hacer 
realidad el deber del Estado de Guatemala de respetar y promover los derechos 
fundamentales garantizados por los tratados internacionales; “tópico fundamental desde el 
momento que la convención que este suscribe, lo compromete a "adoptar con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades", Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 2”.81 
El caso de los "Niños de la calle" fue sometido a la consideración de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos por la Comisión, mediante demanda de 30 de enero 
                                                          
78
 Ibíd.  www.justiciaviva.org.pe/nuevos/.../alegato_defensa_castillo.doc. Consultado el 2 de marzo de 2011 
79
 ww.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718...script Consultado el 27 de febrero de 2011 
80
 www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_63_esp.pdf Consultado el 2 de marzo de 2011 
81
 Ibíd. www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_63_esp.pdf Consultado el 2 de marzo de 2011 
45 
de 1997 el cual se origina por medio de una denuncia en contra del Estado de Guatemala 
por violación de la Convención Americana de Derechos Humanos, específicamente se le 
atribuye la comisión de los siguientes hechos: i) “privar de libertad, someter a torturas y 
tratos crueles inhumanos y degradantes a los jóvenes Henry Giovanni C., Federico Figueroa 
T., Julio Roberto Caal S. y Jovito Juárez C., y consecuentemente privar de la vida a estos y 
al niño Anstraun Villagrán M. (artículos 7.4, 5.1 y 5.2 en relación al artículo 1.1 de la 
Convención” 82 ); “ii) transgredir el artículo 5.2 en conexión con el artículo 1.1 de la 
Convención, en perjuicio de las ascendientes de dichos jóvenes; iii) violar el artículo 19 de 
la Convención”83, en perjuicio de niños menores; “iv) irrespetar el artículo 8.1 y 25 de la 
Convención”84, sobre garantías judiciales, respecto de las personas ya individualizadas y 
sus familiares inmediatos; v) infringir los artículos 1, 6 y 8 de la Convención para prevenir 
y sancionar la tortura; y por último incumplir el artículo 1.1 de la Convención en lo relativo 
al deber de investigar, pues el Estado debió haber realizado una investigación real y 
efectiva para determinar los responsables de las violaciones de los derechos humanos. 
Caso Juan Humberto Sánchez,   teniendo en cuenta que en la segunda detención el 
señor Juan Sánchez no fue puesto a disposición de la autoridad competente, de la ineficacia 
y el retardo que demostró el proceso en que se siguió el hábeas corpus, la Corte observa que 
loso agentes estatales que realizaron la detención en ningún momento tuvieron la intención 
de someter su accionar a una revisión judicial o mecanismo de control, configurando así la 
violación del artículo 7.5 de la Convención.  
Caso Maritza Urrutia Vs Guatemala. “Detención arbitraria y tortura de la que fue 
víctima Maritza Ninette Urrutia García, al permanecer retenida en el centro clandestino  de 
detención durante ocho días y ser obligada a emitir a la opinión pública un comunicado 
previamente preparado por sus captores”. 85 
Por lo expuesto, la detención ilegal de “Maritza Urrutia constituye una violación del 
artículo 7.2 de la Convención Americana. En relación con el artículo 7.3 de la Convención, 
este Tribunal considera que la detención de Maritza Urrutia se enmarca dentro de la 
práctica de los agentes del Estado de secuestrar, interrogar, torturar y amenazar de muerte a 
la víctima o a sus familiares, omitiendo todo control judicial, para desmoralizar a los grupos 
insurgentes; en razón de lo anterior, el Tribunal considera que la detención de Maritza 
Urrutia fue arbitraria y constituye una violación del artículo 7.3 de la Convención” 86 
Los incisos 4, 5 y 6 del artículo 7 de la Convención Americana establecen obligaciones 
de carácter positivo que imponen exigencias específicas tanto a los agentes del Estado 
como a terceros que actúen con su tolerancia o anuencia y que sean responsables de la 
detención. 
Esta Corte ha establecido que el artículo 7.4 de la Convención contempla un 
mecanismo para evitar conductas ilegales o arbitrarias desde el acto mismo de privación de 
libertad y garantiza la defensa del detenido, por lo que este último y quienes ejercen 
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representación o custodia legal del mismo tienen derecho a ser informados de los motivos y 
razones de la detención cuando ésta se produce y de los derechos del detenido. La 
Constitución guatemalteca establece en su artículo 7 que “toda persona detenida deberá ser 
notificada inmediatamente, en forma verbal y por escrito, de la causa que motivó su 
detención, autoridad que la ordenó y lugar en que permanecerá”. En este caso se probó que 
Maritza Urrutia, al momento de su detención, ni sus familiares fueron informados de las 
conductas delictivas que se imputaban a aquélla, de los motivos de la detención y de sus 
derechos como detenida, todo lo cual constituye una violación del artículo 7.4 de la 
Convención en perjuicio de Maritza Urrutia. 
El artículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de una persona sea sometida 
sin demora a una revisión judicial, como medio de control idóneo para evitar las 
detenciones arbitrarias e ilegales. Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de 
Derechos Humanos han dado especial importancia al pronto control judicial de las 
detenciones a efecto de prevenir actos arbitrarios e ilegales.  
Quien es privado de libertad sin control judicial debe ser liberado o puesto 
inmediatamente a disposición de un juez. La Corte Europea de Derechos Humanos ha 
sostenido que si bien el vocablo “inmediatamente” debe ser interpretado conforme a las 
características especiales de cada caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las 
autoridades la potestad de prolongar indebidamente el período de detención, porque esto 
quebrantaría el artículo 5.3 de la Convención Europea. Dicho Tribunal destacó “que la 
detención, no reconocida por parte del Estado de una persona, constituye una completa 
negación de estas garantías y una de las formas más graves de violación del artículo 5 de la 
Convención Europea. 
1.4.7 Detención ilegal cuando se detiene a una persona sin orden judicial 
previa y por detención arbitraria cuando se mantiene incomunicada por un tiempo 
mayor al previsto en la ley.  
Caso Durand y Ugarte Vs Perú  Los señores Nolberto Durand Ugarte y Gabriel 
Pablo Ugarte Rivera fueron detenidos el 14 y el 15 de febrero de 1986, respectivamente, 
por efectivos de la Dirección contra el Terrorismo, Dincote, por haber cometido, 
supuestamente, el delito de terrorismo. Luego de la investigación policial fueron puestos a 
disposición del Trigésimo Noveno Juzgado de Instrucción de Lima, que inició el 
correspondiente proceso penal. Por orden judicial se les trasladó posteriormente al Centro 
de Rehabilitación Social -CRAS- San Juan Bautista de la Isla Penal El Frontón, en adelante 
“El Frontón”, donde quedaron internados. “Cuando fueron detenidos, la señora Virginia 
Ugarte Rivera, madre de Nolberto y hermana de Gabriel Pablo, interpuso ante el 
Cuadragésimo Sexto Juzgado de Instrucción de Lima dos recursos de hábeas corpus en 
favor de su hijo y de su hermano, respectivamente, pero el trámite quedó interrumpido 
cuando se produjeron motines en distintos centros penitenciarios peruanos. Dichos recursos 
se plantearon los días 25 y 26 de febrero de 1986. El 17 de julio de 1987 el Sexto Tribunal 
Correccional de Lima, que estaba conociendo de los procesos instruidos por el delito de 
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terrorismo contra los señores Durand Ugarte y Ugarte Rivera, declaró la “inocencia” de 
dichas personas, ordenó ponerlas en libertad y archivar el proceso”. 87   
El 18 de junio de 1986 se produjo en el penal El Frontón, así como en otros centros 
penitenciarios del país, un amotinamiento de los detenidos por el delito de terrorismo, y el 
19 de junio de 1986 se inició una operación encomendada a la Marina peruana para el 
develamiento del mismo, en el cual numerosos reclusos fueron heridos o muertos. En dicho 
establecimiento penitenciario estaban detenidos los señores Durand Ugarte y Ugarte 
Rivera. Ese día el Presidente de la República dictó el Decreto Supremo No. 006-86-JUS, 
publicado en El Peruano el 20 de junio de 1986, que declaró los penales “zona militar 
restringida” y los colocó formalmente bajo la jurisdicción del Comando de las Fuerzas 
Armadas. La señora Virginia Ugarte Rivera se enteró de que había varios sobrevivientes de 
los sucesos mencionados en el inciso anterior, detenidos por la Marina, en razón de lo cual 
interpuso una acción de hábeas corpus el 26 de junio de 1986 contra el Director de 
Establecimientos Penales y el Director de El Frontón, a favor de los señores Durand Ugarte 
y Ugarte Rivera. El 27 de junio de 1986, el Primer Juzgado de Instrucción del Callao 
declaró improcedente la acción de hábeas corpus interpuesta. El 15 de julio siguiente el 
Primer Tribunal Correccional del Callao confirmó la resolución de 27 de junio, y el 13 de 
agosto de 1986 la Primera Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia declaró no haber 
nulidad de la resolución dictada el 15 de julio.  
El 24 de junio de 1986 el Consejo de Guerra Permanente de Marina ordenó un proceso 
para determinar la posible responsabilidad penal de los miembros de la Marina que 
debelaron el motín, y el Segundo Juzgado de Instrucción Permanente de Marina se avocó al 
conocimiento y trámite de la causa. El 6 de julio de 1987 ese Juzgado sobreseyó la causa 
por no haber responsabilidad de los encausados y dicha decisión fue confirmada por el 
Consejo de Guerra Permanente de Marina el 16 de los mismos mes y año. El 20 de julio de 
1989 la Sala Revisora del Consejo Supremo de Justicia Militar confirmó una resolución de 
la Sala de Guerra del Supremo Tribunal de 30 de enero de 1989 que sobreseyó la causa 
contra los inculpados por los delitos contra la vida, el cuerpo, la salud y abuso de autoridad 
en agravio de los internos fallecidos en El Frontón.  
Violación de derechos humanos: Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 
Pacto de San José. 1. Artículo 4- Derecho a la Vida 2. Artículo 5- Derecho a la Integridad 
Personal 3. Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal 4. Artículo 8- Garantías Judiciales 5. 
Artículo 25- Protección Judicial 6. Artículo 27- Suspensión de Garantías 7. Todos ellos en 
conexión con el artículo 1- Obligación de Respetar los Derechos, y el artículo 2- deber de 
adoptar disposiciones de Derecho Interno.  
Caso Suárez Rosero Derechos Afectados: Obligación de Respetar los Derechos,  
deber de adoptar Disposiciones de Derecho Interno, derecho a la Integridad Personal, 
derecho a la Libertad Personal, Garantías Judiciales y Protección Judicial. “La demanda se 
refiere a hechos ocurridos a partir del 23 de junio de 1992, cuando agentes del Estado 
ecuatoriano arrestaron en forma arbitraria e ilegal a Rafael Iván Suárez Rosero, 
procediendo luego a mantenerlo incomunicado durante 36 días. La demanda señala también 
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que el Estado del Ecuador no proveyó un recurso judicial efectivo y violó las garantías 
judiciales del señor Suárez Rosero” 88 
Asuntos en discusión: Fase de Fondo: Improcedencia de consideraciones sobre la 
inocencia o culpabilidad de la víctima. Detención ilegal y arbitraria. Encarcelamiento 
arbitrario. Incomunicación. Artículo 7.5 de la Convención. Comparecencia ante autoridad 
judicial competente. Recurso judicial efectivo. Hábeas Corpus. Plazo Razonable. Tribunal 
competente. Presunción de inocencia. Tratos crueles, inhumanos y degradantes. 
Responsabilidad del Estado por expedición y aplicación de leyes violatorias de la 
Convención. Derechos de los familiares. Deber estatal de investigar. 
1.4.8 Detención ilegal y arbitraria por autoridad militar, al desobedecer 
orden de autoridad judicial competente. 
Caso Cesti Hurtado  El señor Gustavo Adolfo Cesti Hurtado, ciudadano peruano, fue 
capitán en el Ejército peruano y se retiró del servicio en 1984. Después de retirarse el 
empezó a trabajar como Gerente General de la empresa “Top Security Sociedad Anónima”, 
89
 la cual tenía celebrado un contrato de asesoría en materia de seguros con el Comando 
Logístico del Ejército peruano. El 23 de diciembre de 1996 se acusó al señor Cesti Hurtado 
por los delitos de fraude, negligencia, desobediencia y delitos contra el deber y dignidad de 
la función y el 17 de enero de 1997 el Vocal Instructor ordenó su detención.  
El 31 de enero de 1997 el señor Cesti Hurtado interpuso un recurso de hábeas corpus, 
por considerar que el fuero militar no era competente para juzgarle, en razón de su 
condición de civil. El 12 de febrero de 1997 el recurso mencionado fue declarado 
procedente en segunda instancia por la Sala Especializada de Derecho Público de la Corte 
Superior de Lima, la cual ordenó que se sustrajera al señor Cesti Hurtado del procedimiento 
que se seguía ante el fuero militar y que se dejara sin efecto la orden de detención y el 
impedimento de salida del país dictados en su contra. La resolución de la “Sala 
Especializada de Derecho Público” fue notificada al fuero militar el 18 de febrero de 
1997.El 8 de marzo de 1997 el Vocal del fuero militar ordenó la detención definitiva y la 
continuación del proceso abierto en dicho fuero contra el señor Cesti Hurtado. El 13 de 
abril de 1997 la Sala de Guerra condenó al señor Cesti Hurtado a siete años de prisión y el 
2 de mayo de 1997 la Sala Revisora del fuero militar sentenció al señor Cesti Hurtado a 
cuatro años de prisión y al pago de US $390.000,00.  
 Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José) 1. Artículo 5- Derecho a la Integridad Personal 2. Artículo 7- Derecho a 
la Libertad Personal  3. Artículo 8- Garantías Judiciales  4. Artículo 11- Protección de la 
Honra y de la Dignidad  
1.4.9 Detención arbitraria por practicarse sin orden judicial previa y con 
desconocimiento de los requisitos de detención  
Esta violación se repite en el Caso Juan Humberto Sánchez y el Caso Martiza Urrutia 
ya mencionados.   
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Caso Bulacio Vs Argentina  El 19 de abril de 1991, la Policía Federal Argentina 
realizó una detención masiva de “más de  ochenta personas en las inmediaciones del estadio 
Club Obras Sanitarias de la Nación, lugar en  donde se iba a realizar un concierto de música 
rock. Entre los detenidos se encontraba Walter  David Bulacio, con 17 años de edad, quien 
luego de su detención fue trasladado a la Comisaría  a, específicamente a la “sala de 
menores” de la misma. En este lugar fue golpeado por agentes  policiales. No se notificó al 
Juez Correccional de Menores de turno de las detenciones de los  menores, tal como lo 
requería la ley  No. 10.903 y, en el caso particular de Walter David Bulacio,  tampoco se 
notificó a sus familiares. “El 20 de abril de 1991, el joven Walter David Bulacio, tras haber 
vomitado en la mañana, fue llevado en ambulancia cerca de las once horas al Hospital  
Municipal Pirovano, sin que sus padres o un Juez de Menores fueran notificados”90.  El 
médico que  lo atendió en ese hospital señaló que el joven presentaba lesiones y diagnosticó 
un “traumatismo  craneano”. Esa misma tarde la presunta víctima fue trasladada al Hospital 
Municipal Fernández para efectuarle un estudio radiológico y regresado al Hospital 
Municipal Pirovano. Walter David  Bulacio manifestó al médico que lo atendió que había 
sido golpeado por la policía, y esa noche fue  visitado por sus padres en dicho centro de 
salud, aquéllos se habían enterado poco antes de lo  sucedido a su hijo, a través de un 
vecino.  El 23 de abril de 1991 el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de 
Instrucción de  Menores No. 9 conoció sobre las denuncias de lesiones en perjuicio de 
Walter David Bulacio. El 26  de abril siguiente el joven Walter David Bulacio murió. El 30 
de abril de 1991 el Juzgado recién  mencionado se declaró incompetente y remitió la causa 
“contra NN en perjuicio de Walter David  Bulacio por lesiones seguidas de muerte” al 
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal  de Instrucción No. 5, que conoce de 
delitos cometidos por mayores de edad. Los padres de la  presunta víctima se constituyeron 
en querellantes el 3 de mayo siguiente ante el Juzgado No. 9 en  la causa sobre las 
circunstancias en que ocurrieron las detenciones y otros ilícitos cometidos  contra Walter 
David Bulacio y otras personas. La causa fue dividida y el Juzgado No. 5 retuvo la  
investigación de las lesiones y la muerte de Walter David Bulacio. 
Los Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción de 
Menores No. 9 y  No. 16 se declararon incompetentes con respecto a las detenciones y otros 
ilícitos cometidos  contra otras personas. Sucesivamente, el 22 de mayo de 1991, la Sala 
Especial de la Cámara  Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional unificó la 
causa y la envió al Juzgado No. 9,  que la denominó “Bulacio Walter David muerte”. El 28 
de mayo siguiente, dicha autoridad decidió  procesar al Comisario Miguel Ángel Espósito 
por delitos de privación ilegal de la libertad, abuso  de autoridad e incumplimiento de los 
deberes de funcionario público. Durante siete meses se  tomaron aproximadamente 200 
declaraciones y la causa se mantuvo en “secreto de sumario”91. El  21 de febrero de 1992 el 
Fiscal pidió “sobreseer parcial y definitivamente” a Miguel Ángel Espósito  en lo que 
respecta a la muerte del menor Walter David Bulacio.   
El 28 de agosto de 1992 el Juzgado No. 9 resolvió “sobreseer provisionalmente en el 
presente  sumario y dejar sin efecto el procesamiento de Miguel Ángel Espósito en cuanto a 
los hechos por  los que fuera indagado”, sean éstos por la “privación ilegal de la libertad 
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calificada en perjuicio de  quien en vida fuera Walter David Bulacio y demás personas 
mencionadas en esa resolución”. Ambas partes apelaron esta resolución. El 13 de 
noviembre de 1992 la Sala VI de la Cámara de Apelaciones decidió “transformar en 
definitivo el sobreseimiento en definitivo” respecto de Miguel  Ángel Espósito en esta 
causa, lo cual motivó que los querellantes buscaran la recusación de los  jueces e inclusive 
un juicio político contra ellos. Lo primero fue rechazado por la Sala VI de la  Cámara de 
Apelaciones y lo segundo “hasta el momento de la presentación de la demanda ante la  
Corte no había sido decidido”. 92 
En 1993, los representantes de los familiares de Walter David Bulacio iniciaron una 
demanda civil contra la Policía Federal Argentina y el Comisario Miguel Ángel Espósito 
por $300.000,00. Este   proceso se encuentra suspendido hasta que se dicte la sentencia 
penal. El 7 de julio de 1994, la  Sala VI de la Cámara de Apelaciones decidió que era 
necesario continuar investigando los  alcances de la conducta enrostrada al imputado. El 22 
de mayo de 1995 la defensa del Comisario  Espósito hizo una “promoción de especialidad” 
y solicitó que interviniese un juzgado de  instrucción para mayores de edad y no el juzgado 
para menores que venía interviniendo desde  1991, en razón de lo cual se declararon 
incompetentes el Juzgado Nacional de Menores No. 4 y los  Juzgados Nacionales de 
Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción No. 5 y No. 32.  El 24 de agosto de 1995 la 
Cámara de Apelaciones decidió que debía continuar conociendo el caso  el Juzgado No. 4. 
Entre noviembre de 1995 y febrero de 1996 el Juzgado No. 4 llevó a cabo  diligencias 
judiciales con el fin de confirmar lo señalado en la declaración del testigo Sliwa. Sin  
perjuicio de lo anterior, dicho Juzgado “sobreseyó provisionalmente” en el sumario con 
relación  “al hecho de lesiones seguidas de muerte” en perjuicio del joven Walter David 
Bulacio el 8 de  marzo de 1996. No se había procesado a persona alguna por este hecho. La 
defensa del Comisario  Espósito solicitó el “sobreseimiento definitivo”, lo que fue 
denegado el 19 de marzo de 1996, manteniéndose el “sobreseimiento provisional” y 
clausurando el sumario respecto de la privación  ilegal de la libertad, delito por el que se 
había dictado la prisión preventiva. Los autos principales  fueron enviados al Juzgado 
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia “W”, donde  los días 18 de abril 
y 16 de mayo de 1996, respectivamente, la fiscal, en representación de un  grupo de 
víctimas, y los representantes de los padres de Walter David Bulacio plantearon acusación 
y querella en etapa de plenario contra el Comisario Espósito. El 2 de diciembre de 1996  el 
Juzgado de Sentencia W reabrió el incidente por “falta de jurisdicción”, en el cual se 
declaró  una “cuestión de derecho”, y la Cámara de Apelaciones confirmó el rechazo de la 
excepción el 22  de septiembre de 1998. Asimismo, se requirió al Juzgado de grado que 
“imprimiera la debida  celeridad al trámite del cuerpo principal”.93 
El 27 de diciembre de 1999 se formó un nuevo incidente de nulidad. La querellante y 
el Ministerio Público Fiscal solicitaron el rechazo de este recurso. Por su parte, el Juzgado 
No. 48, con fecha 9  de marzo de 2000, decidió no hacer lugar al pedido de nulidad 
absoluta ni a la solicitud de que  fuera declarado firme el sobreseimiento. La defensa apeló 
esta resolución. La Cámara de  Apelaciones no hizo lugar a lo solicitado y la defensa 
interpuso un recurso extraordinario para que  fuera la Corte Suprema de Justicia de la 
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Nación quien tomara la decisión final acerca de la nulidad  y el sobreseimiento. El 7 de 
diciembre de 2000 la Cámara de Apelaciones decidió no hacer lugar al  recurso 
extraordinario. El 15 de junio de 2001, ya firme la denegatoria del recurso de nulidad, el  
expediente volvió al Juzgado No. 48 para seguir el procedimiento en la causa principal. El 
25 de junio de 2001, la defensa del procesado formuló “excepciones de previo y especial 
pronunciamiento”, que se encuentran en trámite, tendientes a que sea declarada la extinción 
de la acción penal por prescripción y que se deseche la querella por falta de legitimación. 
La Sala VI de  la Cámara de Apelaciones, con fecha 21 de noviembre de 2002 resolvió que 
había prescrito la  acción penal. Esta resolución fue impugnada por la Fiscalía y hasta la 
fecha de la presente Sentencia las partes no han comunicado a esta Corte decisión alguna 
sobre el particular.  
Violaciones de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, Pacto de San 
José,  1. Artículo 4- Derecho a la Vida  2. Artículo 5- Derecho a la Integridad Personal  3. 
Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal 4. Artículo 19- Derechos del Niño  5. Artículo 
8- Garantías Judiciales  6. Artículo 25- Protección Judicial  7. Todos ellos conexión con el 
Artículo 1- Obligación de Respetar los Derechos. 
Caso Tibi Vs. Ecuador  El 18 de septiembre de 1995, en la Provincia del Guayas, 
Ecuador, en el marco de un  procedimiento antinarcóticos, el cual fue posteriormente 
llamado “Operativo Camarón”, la  Policía encontró “un congelador marca General Electric 
de 26 pies cúbicos, color blanco, en cuyo interior se encontraban cuarenta y cinco cajas de 
langostinos y en cada uno de estos crustáceos se encontraba introducida una cápsula de 
cocaína. El 18 de septiembre de 1995,  dentro del Operativo “Camarón”, “se procedió a la 
detención del señor Eduardo Edison García  León, de nacionalidad ecuatoriana. El 23 de 
septiembre de 1995 el señor García León hizo su  declaración preprocesal ante el Fiscal 
Séptimo de lo Penal del Guayas, en la que afirmó que el  señor Daniel Tibi, de nacionalidad 
francesa, llegó a proveer le hasta cincuenta gramos, de  cocaína por dos o tres ocasiones”. 94    
El señor Daniel Tibi, fue arrestado por agentes de Interpol sin orden judicial y con una 
sola prueba que consistía en la declaración de un coacusado el 27 de septiembre de 1995, 
mientras  conducía su automóvil por una calle de la Ciudad de Quito, Ecuador. Luego fue 
llevado en avión a la ciudad de Guayaquil, aproximadamente a 600 kilómetros de Quito, 
donde fue  recluido en una cárcel y quedó detenido ilegalmente por veintiocho meses.  Al 
momento de su detención, no se permitió al señor Tibi comunicarse con quien era su 
compañera. 
Consulado de su país.   El señor Daniel Tibi afirmó que era inocente de los cargos que 
se le imputaban y fue torturado  en varias ocasiones, golpeado, quemado y “asfixiado” para 
obligarlo a confesar su participación en un caso de narcotráfico.  Además, cuando el señor 
Tibi, fue arrestado se le incautaron bienes de su propiedad valorados en un millón de 
francos franceses, los cuales no le fueron devueltos cuando fue liberado, el 21 de enero de 
1998 por orden de la Corte Superior de Justicia de Guayaquil. 
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“Violación de derechos humanos: Violaciones de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos  (Pacto de San José)”: 95    1. Artículo 2- el Deber de Adoptar 
Disposiciones de Derecho Interno   2. Artículo 5- el Derecho a la Integridad Personal   3. 
Artículo 7- el Derecho a la Libertad Personal   4. Artículo 8- Garantías Judiciales  5. 
Artículo 21- el Derecho a la Propiedad Privada   6. Artículo 25- la Protección Judicial   7. 
Todos ellos en conexión con Artículo 1, la Obligación de Respetar los Derechos. 
1.4.10  Vulneración del derecho a la libertad personal cuando no se pone 
al detenido a disposición de autoridad judicial competente.  
Caso Cantoral Benavides Vs. Perú “El 6 de febrero de 1993 el señor Luís Alberto 
Cantoral Benavides fue detenido arbitrariamente y  torturado por agentes de seguridad de la 
Dirección Nacional contra el Terrorismo (Dincote) de la  Policía Nacional del Perú. El 
señor Cantoral Benavides fue procesado ante la Justicia Militar del  Perú por el delito de 
traición a la patria.  El 5 de marzo de 1993 el Juez Especial de Marina lo  absolvió y el 2 de 
abril de 1993 el Consejo Especial de Guerra de la Marina en alzada confirmó la  decisión 
del Juez Especial. El 11 de agosto de 1993 el Consejo Supremo de Justicia Militar, al 
resolver un recurso de nulidad  contra la sentencia del 2 de abril de 1993, lo absolvió y 
dispuso su libertad.  Sin embargo, por error  en la ejecución de sentencia en su lugar fue 
liberado su hermano gemelo, Luís Fernando Cantoral  Benavides, quien había sido 
condenado a 25 años de pena privativa de libertad. El 23 de  septiembre de 1993 los 
peticionarios interpusieron una acción de hábeas corpus a favor del señor  Cantoral 
Benavides, la cual fue declarada infundada mediante resolución dictada el 29 de los  
mismos mes y año por el 26o. Juzgado Penal de Lima. El 22 de octubre de 1993 los 
peticionarios  interpusieron un recurso de revisión contra la sentencia de 24 de septiembre 
de ese año ante la  Corte Suprema de Justicia del Perú” 96.    
En la jurisdicción ordinaria se procesó al señor Cantoral Benavides por el delito de 
terrorismo; el 8  de octubre de 1993 el 43º.  Juzgado Penal de Lima dictó auto apertorio de 
instrucción; el 10 de  octubre de 1994 “el Tribunal Especial sin rostro del Fuero Común”, 
basado en los mismos hechos  y cargos lo condenó a 20 años de pena privativa de libertad.  
Contra dicha sentencia se interpuso  un recurso de nulidad ante la Corte Suprema de 
Justicia y el 6 de octubre de 1995 ésta la confirmó  y el 9 de octubre de 1996 el señor 
Cantoral Benavides hizo una solicitud de indulto a la Comisión  ad hoc creada por la Ley 
26.655. En aplicación de lo dispuesto en la mencionada Ley, se le concedió la libertad 
mediante Resolución Suprema 078-97-JUS de 24 de junio de 1997.   
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Pacto de San José. 1. Artículo 5- Derecho a la Integridad Personal 2. Artículo 7- Derecho a 
la Libertad Personal 3. Artículo 8- Garantías Judiciales 4. Artículo 25- Protección Judicial 
5. Todos ellos en conexión con el Artículo 1- Obligación de Respetar los Derechos y el 
Artículo 2- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno.   
En el Caso Suárez Rosero, la Corte sostiene que de acuerdo con el artículo 7.5 de la 
Convención toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora ante un 
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funcionario judicial y tiene derecho a ser juzgada dentro un de un plazo razonable o ser 
puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. El Estado no 
contradijo la aseveración de que el señor Suárez Rosero, nunca compareció ante una 
autoridad judicial durante el proceso, y por tanto, la Corte da por probada esta alegación y 
declara que esa omisión por parte del Estado constituye una violación del artículo 7.5 de la 
Convención.97 
En el caso Juan Humberto Sánchez, la Corte declara la violación del artículo 7.2 por 
no haber sido la victima puesta inmediatamente a la orden de un juez.  
Lo mismo sucede en el Caso Martiza Urrutia y en el Caso Tibi.  
1.4.11 Violación de la libertad personal cuando no se pone al detenido a 
disposición de autoridad judicial competente incluso en estados de excepción. 
Castillo Petruzzi y Otros Vs. Perú El 15 de octubre de 1993 los señores de 
nacionalidad chilena, Jaime Francisco Castillo Petruzzi,  María Concepción Pincheira Saez, 
Lautaro Enrique Mellado Saavedra y Alejandro Astorga Valdes,  fueron detenidas durante 
el operativo El Alacrán por personal de la Dirección Nacional contra el  Terrorismo por el 
delito de “traición a la patria”, “de conformidad con el Decreto-Ley No. 25.659,  aunque el 
Perú no es su patria. Cuando se llevó a cabo la detención y durante el procesamiento  ante 
la justicia militar de los señores mencionados existió un estado de emergencia y de  
suspensión de las garantías contempladas del artículo 2 de la Constitución Política peruana. 
Por  lo tanto el control del orden interno en las zonas de emergencia había sido asumido por 
un  Comando Político Militar”. 98  
Durante la fase de investigación policial el inculpado detenido no tiene derecho a 
contar con  defensa legal, sino hasta que rinda declaración sobre los hechos, oportunidad en 
que a las  supuestas víctimas se les nombró al mismo defensor de oficio. El 18 de octubre 
de 1993 se  comunicó a la Fiscalía Militar Especial- FAP la detención de los señores 
chilenos. La calificación  legal del ilícito supuestamente cometido por los detenidos fue 
efectuada por la DINCOTE y sirvió  de base para atribuir competencia a la jurisdicción 
militar; los señores fueron procesados por el  delito de traición a la patria en el fuero 
militar, proceso llevado adelante por jueces “sin rostro”. “El  18 de noviembre de 1993 el 
Fiscal Militar Especial denunció a los detenidos por la comisión del  delito de traición a la 
patria, de acuerdo con los Decretos-Leyes Nos. 25.659  y 25.475 y les  condeno a la pena 
de Cadena Perpetua”99 
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Pacto de San José. 1. Artículo 5- Derecho a la Integridad Personal 2. Artículo 8- Garantías 
Judiciales 3. Artículo 20- Derecho a la Nacionalidad 4. Artículo 29- Normas de 
Interpretación 5. Artículo 51 6. Todos ellos en conexión con el Artículo 1.1- Obligación de 
Respetar los Derechos y el Artículo 2- Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
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De acuerdo con la Corte un individuo que ha sido privado de su libertad sin ningún 
tipo de de control judicial debe ser liberado o puesto inmediatamente a disposición de un 
juez, pues el cometido esencial de este artículo es la protección de la libertad del individuo 
contra la interferencia del Estado.  
1.4.12 Violación al derecho a la libertad personal y al deber de protección 
judicial por ineficacia del recurso de hábeas corpus 
En el caso Suárez Rosero, la Corte ser refirió al alcance del artículo 7.6 de la 
Convención, el cual dispone que toda persona privada de la libertad tiene derecho a recurrir 
ante un juez o tribunal competente, para que decida, sin demora, sobre la legalidad de su 
arresto o detención y ordene su libertad sin fueran ilegales. Dice la Corte que el derecho de 
hábeas corpus debe ser garantizado en todo momento a un detenido, aun cuando se 
encuentre bajo condiciones de incomunicación legalmente decretada.  
En el artículo 25 de la convención se establece que toda persona tiene derecho a un 
recurso sencillo, rápido y efectivo ante juez o tribunal competente; esta disposición 
constituye uno de los pilares básicos de la Convención y del propio Estado de Derecho en 
una sociedad democrática. 
1.4.13 Violación de la libertad personal y del deber de protección judicial por 
ineficacia del hábeas corpus frente a detención efectuada por autoridad militar 
En el caso Cesti Hurtado ya mencionado, el derecho establecido en el artículo 7.6 de la 
Convención no se cumple con la sola existencia formal de los recursos que regula. Dichos 
recursos deben ser eficaces, pues su propósito es obtener una decisión pronta sobre la 
legalidad del arresto o la detención y, en caso de que estos fuesen ilegales, la ejecución, 
también sin demora, de una orden de libertad.  
1.4.14 Detención de un insurgente sin cumplir requisitos formales y materiales 
en respeto de la libertad incluso en situación de conflicto interno  
Caso Bámaca Velásquez Vs Guatemala. “La corte reitera su jurisprudencia sobre el 
derecho a la libertad personal y la prohibición de detenciones ilegales y arbitrarias. Sostiene 
que ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades la potestad de prolongar 
indebidamente el período de detención sin afectar el derecho a la libertad personal y la falta 
de reconocimiento de la detención de un individuo es una completa negación de las 
garantías que deben ser otorgadas y una grave violación a la libertad”. 100  En el caso 
Bámaca estuvo detenido por el Ejército guatemalteco en centros de detención clandestinos 
por lo  menos durante cuatro meses, violando así el artículo 7º de la Convención. Si bien se 
está en presencia de la detención de un insurgente durante un conflicto, de todas maneras 
debió asegurársele a un proceso legal. Aunque el Estado tiene el derecho y la obligación de 
garantizar su seguridad y de mantener el orden público, debe realizar sus acciones "dentro 
de los límites y conforme a los procedimientos que permite preservar tanto la seguridad 
pública como los derechos fundamentales de la persona humana"101 
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1.4.15 Ineficacia del recurso de hábeas corpus en estados de excepción vulnera 
el derecho a la libertad personal y el deber de protección judicial  
Neira Alegría y otros Vs. Perú El 18 de junio de 1986 Víctor Neira Alegría, Edgar 
Zenteno Escobar y William Zenteno Escobar se encontraban detenidos, en calidad de 
procesados como presuntos autores de delito de terrorismo, en el establecimiento penal San 
Juan Bautista, conocido como “El Frontón”.  En esa fecha se produjo un amotinamiento en 
dicho centro penitenciario.  Como consecuencia del amotinamiento producido en ese penal 
en la fecha indicada, mediante Decreto Supremo Nº 006-86 JUS, el Gobierno delegó en el 
Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas el control de los penales y el Penal San Juan 
Bautista quedó incluido en las llamadas “Zonas Militares Restringidas” 102.  Desde la fecha 
en que las Fuerzas Armadas procedieron  a debelar los motines, estas personas han 
desaparecido, sin que sus familiares los hayan vuelto a ver ni a tener noticia sobre ellos y 
no se ha desvirtuado hasta la fecha la posibilidad de que continúen con vida y se teme por 
su seguridad e integridad personales.  
En el acta que levantaron el 18 de junio de 1986 las autoridades del Instituto Nacional 
Penitenciario, cuyas atribuciones de gobierno sobre dicho penal fueron suspendidas en 
virtud del Decreto Supremo mencionado, consta que en esa fecha estaban con vida 152 
internos del Penal San Juan Bautista, entre los que se encontraban los tres detenidos objeto 
de la denuncia. 
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José) 1. Artículo 1- Obligación de Respetar los Derechos 2. Artículo 2- 
Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 3. Artículo 4- Derecho a la Vida 4. 
Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal 5. Artículo 8- Garantías Judiciales. 6. Artículo 
25- Protección Judicial  7. Artículo 27- Suspensión de GarantíasLa Corte ha sostenido que 
los procedimientos de hábeas corpus y de amparo son garantías judiciales indispensables 
para la protección de varios derechos cuya suspensión está vedada por el artículo 27.2 y 
sirven para preservar la legalidad de una sociedad democrática.  
En el Caso Durand y Ugarte ya mencionado La corte reitera que en la declaración de 
estados de emergencia en los casos de guerra, peligro público u otra emergencia, si se ha 
decretado debidamente la suspensión de garantías, ésta no debe exceder la medida de lo 
estrictamente necesario y que resulta ilegal toda actuación de los poderes públicos que 
desborde aquellos límites que deben estar precisamente señalados en las disposiciones que 
decretan el estado de excepción.  
1.4.16 Vulneración del derecho a la libertad personal y al deber de protección 
judicial del estado, cuando se impide a una persona ejercer el recurso de hábeas 
corpus durante los estados de excepción. 
Caso Loayza Tamayo Vs Perú 103 El 6 de febrero de 1993 María Elena Loayza 
Tamayo, peruana, profesora de la Universidad San Martín de Porres, junto con un familiar 
suyo, fue arrestada por miembros de la División Nacional contra el Terrorismo 
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(DINCOTE) de la Policía Nacional de Perú, en un inmueble de su propiedad. Los agentes 
policiales no presentaron orden judicial de arresto ni mandato de la autoridad competente.  
La detención se produjo por la acusación de Angélica Torres García, alias “Mirtha”, ante 
las autoridades policiales en la que denunció a María Elena Loayza Tamayo como presunta  
colaboradora del grupo subversivo Sendero Luminoso. María Elena Loayza Tamayo, 
estuvo detenida por la DINCOTE desde el 6 hasta el 26 de febrero de 1993 en la cual 
permaneció 10 días incomunicada y fue objeto de torturas, tratos crueles y degradantes y de 
apremios ilegales; todo con la finalidad de que se autoinculpara y declarara pertenecer al 
Sendero Luminoso. Sin embargo, la víctima declaró ser inocente, negó pertenecer al PCP-
SL y, por el contrario, criticó a sus métodos. El 3 de marzo fue trasladada al Centro 
Penitenciario de Máxima Seguridad de Mujeres de Chorrillos. No se interpuso ninguna 
acción de garantía en  su favor porque el Decreto Ley Nº 25.659 (Ley antiterrorista), 
prohibía presentar el “recurso de hábeas corpus por hechos relacionados con el delito de 
terrorismo”.104 El 26 de febrero de 1993 María Elena Loayza Tamayo fue presentada a la  
prensa, vestida con un traje a rayas, imputándosele el delito de traición a la patria.  Se le 
abrió el  Atestado Policial por ese delito y, al día siguiente, fue puesta a disposición del 
Juzgado Especial  de Marina, para su juzgamiento. Se realizaron diversos trámites 
judiciales ante órganos de la  jurisdicción interna peruana. En el Fuero Privativo Militar se 
le procesó por el delito de traición a la  patria: el Juzgado Especial de Marina, integrado por 
“jueces militares sin rostro”, la absolvió; el  Consejo Especial de Guerra de Marina en 
alzada la condenó y el Consejo Supremo de Justicia  Militar ante un recurso de nulidad la 
absolvió por ese delito y ordenó remitir lo actuado al Fuero  Común.  En esta jurisdicción 
se le procesó por el delito de terrorismo: el 43º Juzgado Penal de Lima dictó auto de 
instrucción; el “Tribunal Especial sin rostro del Fuero Común”, basado en los mismos 
hechos y cargos la condenó a 20 años de  pena privativa de la libertad. Contra dicha 
sentencia se interpuso recurso de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia, la que lo 
declaró sin  Lugar  
Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José)  1. Artículo 5- Derecho a la Integridad Personal  2. Artículo 7- Derecho 
a la Libertad Personal  3. Artículo 8- garantías Judiciales  4. Artículo 25- Protección 
Judicial.  5. todos ellos en conexión con el artículo 1.1, de la misma Convención.   
Caso Castillo Petruzzi  ya mencionado, la Corte aprecia que el decreto ley que regula 
el delito de traición a la patria, vigente al momento de la detención e inicio del proceso 
contra las supuestas víctimas, denegaba la posibilidad de presentar acciones de garantía por 
parte de las personas involucradas en casos de terrorismo o traición a la patria. Este decreto 
fue modificado  y se permitió, en principio, la interposición de acciones de garantía en 
favor de los implicados en delitos de terrorismo o traición a la patria. “La Corte sostiene 
que la implantación del Estado de emergencia no puede comportar la supresión o la pérdida 
de efectividad de las garantías judiciales que los Estados están obligados a establecer. Por 
consiguiente es violatoria de la Convención toda disposición adoptada por virtud del estado 
de emergencia, que redunde en la supresión de esas garantías”. 105 
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Caso Cantoral Benavidez, ya expuesto. La Corte declara que Perú violó el artículo 
7.6 y 25.1 de la convención sobre libertad y protección judicial. 
1.4.17 Violación de la libertad personal por la imposibilidad de interponer 
recursos  
Caso Juan Humberto Sánchez, “la corte considera que al producirse la detención 
arbitraria del señor Juan Sánchez como parte del patrón imperante de ejecuciones 
extrajudiciales, éste no tuvo la posibilidad de interponer por sus propios medios un recurso 
sencillo y efecto que le permitiera hacer valer su derecho a la libertad personal y 
eventualmente que le hubiese evitado las conculcaciones a sus derechos a la integridad 
personal y vida. Esta persona estuvo en poder de agentes de Estado y en consecuencia era 
éste obligado a crear las condiciones necesarias para que cualquier recurso pudiera tener 
resultados efectivos, violentándose así el artículo 7.6 en concordancia con el artículo 25 de 
la convención”106. 
1.4.18 El estado de excepción no justifica la vulneración de los límites 
establecidos por el artículo 7, Convención Americana de Derechos Humanos 
Caso Gómez Pauiyaury Vs. Perú “En la mañana del 21 de junio de 1991, Rafael 
Samuel y Emilio Moisés Gómez Paquiyauri se dirigían  al trabajo de su madre en la 
provincia de El Callao, cuando fueron interceptados y detenidos por  agentes de la Policía 
Nacional Peruana que buscaban personas involucradas en supuestos actos  terroristas, en 
cumplimiento del plan “Cerco Noventiuno”. 107 Luego de su detención, Rafael Samuel y 
Emilio Moisés Gómez Paquiyauri fueron arrojados al suelo, golpeados a puntapiés, y un 
policía se  paró sobre sus espaldas. En seguida los policías les cubrieron la cabeza y así los 
arrastraron a la  maletera de un auto patrullero.  Estas acciones fueron captadas por cámaras 
de televisión del Noticiero “90 segundos” difundido por el Canal 2 de la televisión nacional 
peruana. Los hermanos fueron entonces trasladados, bajo custodia policial, hasta un lugar 
llamado “Pampa de los Perros”, donde fueron golpeados a culatazos de escopeta y 
posteriormente asesinados mediante disparos con armas de fuego en la cabeza, tórax y otras 
partes del cuerpo. Aproximadamente una hora después de su detención, los cadáveres 
fueron ingresados a la morgue del hospital San Juan, como NN (No Identificados).  
Los padres de las presuntas víctimas denunciaron los hechos el 25 de junio de 1991 
ante la Fiscal Provincial de la Quinta Fiscalía en lo Penal. Por otro lado, la Policía Nacional 
del Perú efectuó una investigación de los hechos, que resultó en el atestado policial No. 
281-IC-H-DDCV de 26 de junio  de 1991. El 9 de noviembre de 1993 la Tercera Sala Penal 
de El Callao dictó sentencia en la que  condeno a dos oficiales, ordenó que los condenados 
pagaran a los familiares una reparación civil  de veinte mil nuevos soles y concedió el 
recurso extraordinario de nulidad de oficio, y dispuso  que se elevaran los autos a la Corte 
Suprema de Justicia de la República. El 9 de junio de 1994 la  Sala Transitoria Penal de la 
Corte Suprema del Perú dictó sentencia, la cual declaró que no había  nulidad de la 
sentencia de 9 de noviembre de 1993 y confirmó las penas impuestas por la sentencia 
recurrida. 
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Violación de derechos humanos: Convención Americana sobre Derechos Humanos  
(Pacto de San José)  1. Artículo 4- Derecho a la Vida 2. Artículo 5- Derecho a la Integridad 
Personal  3. Artículo 7- Derecho a la Libertad Personal   4. Artículo 8- Garantías Judiciales  
5. Artículo  19- Derechos del Niño   6. Artículo 25 Protección Judicial  7. Todos ellos en 
conexión con el artículo 1.1- Obligación de Respetar los Derechos La Corte ha señalado 
que la suspensión de garantías no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y 
que resulta ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites que 
deben estar precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de 
excepción, todo lo anterior en referencia a la detención, maltrato y asesinato de los 
hermanos Gómez Pauiyaury. 
1.4.19 Violación de la libertad personal por falta de efectividad de los recursos 
interpuestos  
Caso Genie Lacayo Nicaragua  “Las autoridades militares de Nicaragua 
obstaculizaron o no colaboraron de manera adecuada con las investigaciones de la 
Procuraduría, ni con el Juez Séptimo del Distrito del Crimen de Managua que instruía el 
caso relacionado con la muerte de JeanPaul Genie Lacayo” 108 . Por este motivo las 
investigaciones judiciales fueron extensas y las pruebas muy amplias y justificaron que el 
proceso tuviera en sus primeras etapas una mayor duración que otros que no tenían las 
características del caso Jean Paul Genie Lacayo. Asimismo, el padre de la víctima no pudo 
intervenir en un principio como parte en el proceso porque no se lo permitía la ley, pero 
pudo hacerlo cuando ésta fue modificada. Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de 
Nicaragua, a pesar del considerable tiempo transcurrido y de las diversas solicitudes de las 
partes para que se resuelva, hasta la fecha no había decidido el recurso de casación 
interpuesto. Finalmente, “quedó acreditado que los decretos Nos. 591 y 600, sobre el 
enjuiciamiento militar en Nicaragua, no violó el principio de igualdad, no provocó capitis 
diminutio al señor Raymond Genie Peñalba ni afectó la independencia e imparcialidad de 
los tribunales militares. En el presente caso, la demanda de la Comisión se refiere a la 
violación, por parte de Nicaragua, de los artículos 8, Garantías Judiciales, 25, Protección 
Judicial y 24, Igualdad ante la Ley de la Convención, “como resultado de la renuencia del 
Poder Judicial de procesar y sancionar a los responsables y ordenar el pago por concepto de 
reparación por los daños causados” en razón de la muerte de Jean Paul Genie Lacayo”109 
Caso Paniagua Morales  ya mencionado. La Corte considera demostrado que existía 
una situación generalizada de temor entre los involucrados, lo cual se corrobora por la 
reticencia de los testigos presenciales a testificar ante el juez y la ausencia de una 
investigación completa del secuestro que éste mismo sufrió.  
Caso de los 19 comerciantes Vs Colombia, ya mencionado. La Corte constató que a 
pesar de que se trataba de un caso complejo, desde el inicio de la investigación fueron 
allegados al proceso importantes elementos probatorios que habrían permitido una 
actuación más diligente y rápida de las autoridades judiciales en cuanto a la apertura de la 
investigación, determinación del paradero de los restos de los 19 comerciantes y sanción de 
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los responsables, por lo que se violó el principio de plazo razonable consagrado en el 
artículo 8 de la Convención  
1.4.20 El plazo razonable de la detención preventiva 
Caso Jiménez Vs Argentina110  El 17 de noviembre de 1993, la Comisión recibió la 
denuncia en contra del Estado argentino en relación a la situación de Jorge Alberto 
Giménez. La denuncia alega que, en ausencia de una sentencia, la privación de libertad del 
señor Giménez, desde el 29 de septiembre de 1989 hasta la fecha de su sentencia 
condenatoria, vulnera sus derechos consagrados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en particular el artículo 7.5, el derecho a ser juzgado dentro de un 
plazo razonable o a ser puesto en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso y el 
artículo 8.2, el derecho a la presunción de inocencia. 
El señor Jiménez, fue detenido el 29 de septiembre de 1989 y su detención preventiva 
se decretó escaso tiempo después. En varias oportunidades ha solicitado la libertad 
provisional, la que ha sido denegada tanto por el juez de la instancia como por la Cámara de 
Apelaciones. 
3. Por sentencia de 17 de diciembre de 1993, recaída en el proceso No. 1757 del 
Juzgado de Sentencia Letra "W", se declaró culpable a Jorge Alberto Jiménez de los delitos 
de robo con circunstancias agravantes y hurto de automotor cometido en forma reiterada (2 
hechos), todos enlazados en concurso material, y se le condenó a la pena de nueve años de 
prisión, que vence el 28 de septiembre de 1998. La sentencia del tribunal de primera 
instancia fue confirmada el 14 de marzo de 1995, por la Cámara de Apelaciones de la 
Capital Federal, condenando al señor Jiménez a una pena de nueve años de prisión. 
El artículo 7.5 de la Convención estipula que: Toda persona detenida...tendrá derecho a 
ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso.  
Para comprender el alcance preciso de esta disposición es útil ubicarla en las 
circunstancias debidas. El artículo 7, que comienza con la afirmación de que toda persona 
tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal, especifica las situaciones y 
condiciones en que se puede permitir la derogación del principio. Es a la luz de esta 
presunción de libertad que los tribunales nacionales y posteriormente los órganos de la 
Convención deben determinar si la detención de un acusado antes de la sentencia final ha 
sido, en algún momento, superior al límite razonable. 
El fundamento que respalda esta garantía es que ninguna persona puede ser objeto de 
sanción sin juicio previo que incluye la presentación de cargos, la oportunidad de 
defenderse y la sentencia. Todas estas etapas deben cumplirse dentro de un plazo razonable. 
Este límite de tiempo tiene como objetivo proteger al acusado en lo que se refiere a su 
derecho básico de libertad personal, así como su seguridad personal frente a la posibilidad 
de que sea objeto de un riesgo de procedimiento injustificado. 
El Estado debe probar la culpa dentro de un plazo razonable para asegurar e 
institucionalizar la confianza en la imparcialidad procesal del sistema. La declaración de 
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culpabilidad o inocencia es igualmente equitativa siempre y cuando se respeten las 
garantías del procedimiento judicial. La equidad y la imparcialidad del procedimiento son 
los objetivos finales que debe lograr un Estado gobernado por el imperio de la ley. 
Por lo tanto, el principio de la legalidad que establece la necesidad de que el Estado 
proceda al enjuiciamiento penal de todos los delitos, no justifica que se dedique un período 
de tiempo ilimitado a la resolución de un asunto de índole criminal. De otro modo, “se 
asumiría de manera implícita que el Estado siempre enjuicia a culpables y que, por lo tanto, 
es irrelevante el tiempo que se utilice para probar la culpabilidad. De conformidad con las 
normas internacionales, el acusado debe ser considerado inocente hasta que se pruebe su 
culpabilidad”.111 
 El artículo 8.2 de la Convención establece el derecho a que se presuma la inocencia de 
toda persona acusada: Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Además, aumenta el riesgo 
de que se invierta el sentido de la presunción de inocencia cuando la detención previa al 
juicio es de duración no razonable. La presunción de inocencia se torna cada vez más vacía 
y finalmente se convierte en una burla cuando la detención previa al juicio es 
excesivamente prolongada dado que, a pesar de la presunción, se está privando de la 
libertad a una persona todavía inocente, castigo severo que legítimamente se impone a los 
que han sido condenados. 
Otra consecuencia grave de una detención preventiva prolongada es que puede afectar 
el derecho a la defensa que garantiza el artículo 8.2.f de la Convención porque, en algunos 
casos, aumenta la dificultad del acusado para organizar su defensa. A medida que 
transcurre el tiempo, aumentan los límites de riesgos aceptables que se calculan en la 
capacidad del acusado para presentar pruebas y contra-argumentos. También disminuye la 
posibilidad de convocar testigos y se debilitan dichos contra-argumentos. 
2  DETENCIÓN PREVENTIVA Y SISTEMA INTERAMERICANO DE 
DERECHOS HUMANOS  
Hay un gran número de estudios respecto al Derecho de la Libertad, al igual que 
investigaciones referidos a la detención preventiva, sin dejar de lado un tanto de análisis del 
Sistema interamericano de Derechos Humanos; pero una producción especial que se 
detenga a determinar si la institución de la detención preventiva en Colombia se ajusta al 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
José Daniel Rodríguez Herrera, hace una reflexión extensa, respecto a la detención 
preventiva, a la luz de la ley 906 de 1994, deteniéndose a analizar la institución desde los 
requisitos que plantea la Ley y la constitución, “sin dejar de lado los tratados 
internacionales que se entienden están incorporados a la Constitución”112. En la obra de 
“Prisión Provisional y Derechos Fundamentales, de Sanguiné”113, hace una presentación de 
la medida de aseguramiento, desde  la perspectiva de los Derechos Fundamentales; 
deteniéndose a analizar si existe una justificación constitucional de la medida provisional, 
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interrogando si esta es necesaria o debe ser abolida; Ferrajoli, “es partidario de la idea de un 
proceso sin presión preventiva, a través de la rehabilitación de las funciones cognitivas, 
respecto a las potestativas de la jurisdicción, para resolver más allá de otra forma”114.  
Aparece un principio convincente como es la necesidad como fundamento general de la 
prisión provisional. 
En las medidas de aseguramiento en el Sistema Penal Acusatorio, de Heliodoro-
Méndez, hace un pronunciamiento de la institución de la medida de aseguramiento desde 
las perspectivas de la criminalística y desde lo criminológico, expresa que si se hace desde 
lo primero, 2la orientación se dirigirá hacia los argumentos que permiten reconstruir la 
realidad del acontecer delictivo y descubrir los autores” 115 ; “si se mira desde la 
criminología, la elaboración conceptual girará en torno a los fenómenos que dan origen a la 
delincuencia, su dinámica y transformación y la reacción social del grupo con respecto a 
estos asuntos”.116 Es importante como este autor se detiene a esbozar, cómo no se puede 
atropellar la subsistencia de las personas que deben ser mantenidas por quien es privado de 
la libertad; no es justo ni mucho menos aceptable que toda una familia quede sin  la 
manutención; no se desconoce que quien infringe la Ley Penal, queda sometida a los 
rigores de ella, de un procedimiento y sus consecuencias, pero lo que tampoco se puede 
desconocer, es que la Ley jamás puede, en busca de una sanción penal, dejar desamparada 
una familia desprovista de sus provisiones materiales, para que ella perdure mientras que el 
agente se substrae mientras el hecho se investiga117. 
“Antonio Luis González Navarro, en su obra La Detención Preventiva, en el proceso  
Penal Acusatorio; hace una caracterización de la institución de la detención preventiva, 
desde una contextualización histórica, precisando que es un figura  muy antigua”118. Para 
Hobbes, la prisión provisional no es una pena sino un acto hostil contra el ciudadano, como 
cualquier daño que se le obligue a padecer a un hombre al encadenarlo o a “encerrarlo antes 
que su causa haya sido oída y que vaya más allá de lo que es más necesario, para asegurar 
su custodia, va contra la ley de la naturaleza”119. Para Voltaire, la manera como se arresta 
cautelarmente a un hombre en muchos estados se parece demasiado a un asalto de 
bandidos.  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos desde sus inicios ha prestado 
especial atención a los derechos de las personas privadas de su libertad. Fundamentalmente, 
las referencias al tema aparecen tanto en los informes que la Comisión realiza sobre la 
situación general de los derechos humanos en un país determinado como en los informes 
que la Comisión elabora a partir de denuncias individuales.  
A fin de comenzar la exposición, es fundamental señalar que existen ciertos principios 
generales, aplicables a todos los derechos humanos, sentados tanto por la Comisión como 
por la Corte Interamericana que, sin lugar a dudas, constituyen criterios de interpretación 
válidos a la hora de establecer el alcance reconocido especialmente a los derechos de las 
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personas privadas de su libertad. Como punto de partida, debemos asumir que las personas 
privadas de su libertad son sujetos de derecho. En este sentido, la CIDH ha sostenido que la 
Convención Americana exige reconocer que las personas privadas de libertad conservan 
todos los derechos de las personas libres, ámbito de reserva, que no hayan sido restringidos 
o limitados por una resolución judicial que se base en el ordenamiento jurídico vigente 
antes de la comisión del hecho que motiva la sanción120. 
Por su parte, la Corte ha sostenido que: “En los términos del artículo 5.2 de la 
Convención toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de 
detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a 
la vida y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los 
establecimientos de detención, es el garante de estos derechos de los detenidos".121 
La Comisión le otorga especial y particular importancia  al tema de la vigencia cabal 
de los derechos humanos de las personas privadas de su libertad. A través de casos 
individuales, visitas a países, informes generales, y estudios especiales, la CIDH tiene un 
conocimiento directo del tema y considera fundamental el pleno respeto de los derechos 
humanos, especialmente por la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las 
personas privadas de su libertad.  Por lo tanto, la CIDH celebra que los órganos políticos de 
la OEA, den especial importancia al tema y hayan iniciado un debate profundo sobre el 
mismo.  La Comisión apoya en este sentido todas las iniciativas tendientes a incrementar la 
eficacia de la protección de los derechos de las personas privadas de su libertad, tanto en el 
ámbito interno como regional.  
Es fundamental destacar, que los “Estados tienen la obligación de garantizar los 
Derechos Humanos, es decir su libre y desarrollo de los mismos, que son reconocidos por 
las convenciones”122.  Igualmente “le corresponde al Estado investigar y sancionar las 
violaciones de los Derechos Humanos, prevenir razonablemente, las violaciones de ellos, 
identificando a los responsables asegurando a las víctimas una adecuada reparación”123. 
Desde esta perspectiva, la CIDH apoya los desarrollos normativos en materia de 
derechos humanos que se den en el ámbito interamericano. Por desarrollos normativos la 
CIDH entiende la explicitación de obligaciones en áreas o derechos específicos que 
amplíen el grado de protección reconocido internacionalmente. Es decir, que en áreas 
donde ya existen normas internacionales, como en el caso de las personas privadas de su 
libertad, el desarrollo normativo debe significar garantizar más y mejor los derechos ya 
reconocidos. En este sentido, un futuro instrumento interamericano relativo a los derechos 
de las personas privadas de su libertad puede servir para actualizar, aumentar, 
complementar o precisar las obligaciones ya existentes. 
La Comisión, se permite señalar que un sistema penitenciario que funcione de forma 
adecuada es un aspecto necesario para garantizar la seguridad de la ciudadanía y la buena 
administración de la justicia. En este sentido, la Comisión en los últimos años ha 
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identificado y definido varios desafíos que requieren la asignación decisiva de recursos 
humanos y materiales para implementar soluciones. Particularmente, resulta urgente la 
solución de problemas relativos al hacinamiento, escasa capacitación de los agentes 
penitenciarios, inadecuación de las instalaciones físicas, imposibilidad de acceso a 
cuestiones básicas al respeto a la dignidad humana tales como alimentación, atención 
médica y psicológica, regímenes de visitas. El uso excesivo de la prisión preventiva y el 
encarcelamiento de personas condenadas juntamente con procesados es un problema 
generalizado en nuestra región.  
Las cárceles deben ser adecuadas para albergar a las personas que representan un 
peligro para la sociedad y ofrecer la posibilidad de rehabilitación a aquellos que se 
reincorporarán a ésta en el futuro. Las personas recluidas en las cárceles se encuentran 
privadas de su libertad, pero tienen derecho a que se respeten sus otros derechos 
fundamentales, en particular, el derecho a ser tratado con el debido respeto a la dignidad 
humana. “Cuando las cárceles no reciben la atención o los recursos necesarios, su función 
se distorsiona. En vez de proporcionar protección, se convierten en escuelas de 
delincuencia y comportamiento antisocial, que propician la reincidencia en vez de la 
rehabilitación”124.  
“El  Director del proyecto Sistema Penal y Derechos Humanos de la comisión 
europea”125, refiriéndose al estado actual de la prisión preventiva en América Latina y 
comparando esta realidad con “los países de Europa, hace un análisis diagnóstico de los 
sistemas de justicia penal en cualquier país del mundo el sistema penitenciario es, sin lugar 
a dudas, el que presenta un cuadro de mayor gravedad, con problemas que tienen que ver 
con la vida, la seguridad, la salud de miles de personas, y con la violación sistemática de 
estos y otros derechos fundamentales, que son violados, paradójicamente, por el sistema de 
justicia creado, justamente, para tutelarlos”126. 
Dentro del tema penitenciario, el subtema de los, presos sin condena, es el más 
alarmante, por cuanto se trata de presos que no han sido formalmente condenados, pero que 
están cumpliendo, materialmente, una condena aunque un gran número de ellos será 
posteriormente declarado inocente. Los presos sin condena están teóricamente amparados 
por el Principio de Culpabilidad, nulla poena sine culpa, que significa que la pena sólo 
puede fundarse en la constatación de que puede reprocharse el hecho a su autor, por la 
garantía procesal del Principio de Inocencia, que significa que el estado de inocencia 
perdura mientras no se declare la culpabilidad. Estas y otras garantías básicas del Derecho 
Penal están consagradas en instrumentos internacionales, entre los cuales cabe mencionar 
en nuestra región la Convención Interamericana de Derechos Humanos en su artículo 8 (1), 
y están consagradas en todas las constituciones nacionales sin excepción, cuando 
establecen, todas con una redacción muy similar, que nadie podrá ser condenado sin juicio 
previo fundado en ley anterior al hecho de la causa, ni sacado de sus jueces naturales. 
Sin embargo, no obstante todas estas garantías establecidas en los derechos nacionales 
e internacional, para los presos con condena se han invertido las etapas del proceso: durante 
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la etapa de instrucción, en la que debe prevalecer el principio de inocencia, son privados de 
libertad y materialmente condenados, y en la etapa del juicio, si es que éste se realiza, son 
puestos en libertad porque los jueces deben dar por cumplida la condena con el tiempo 
transcurrido en prisión, o porque les otorgan la libertad condicional también por el tiempo 
transcurrido, o porque se les sobresee o absuelve. 
Doctrinariamente, se ha fundamentado que la prisión preventiva, cautelar o provisoria, 
no es una pena o una condena, sino una medida cautelar. Sin embargo, es evidente que, en 
lo material, es una pena, en el sentido de restricción de derechos y de infligir un dolor o 
castigo, y es por ello que las legislaciones establecen, en forma generalizada, que el tiempo 
transcurrido en prisión preventiva se computa como parte de la condena127. 
Hay que tener presente que las resoluciones dictadas al interior del sistema 
interamericano son vinculantes jurídicamente para el Estado colombiano y que sus 
decisiones suponen un criterio de interpretación relevante para la alimentación de la 
doctrina y jurisprudencia nacionales. Como se ha dicho, se trata de una garantía 
internacional que entra en juego cuando las vías o mecanismos internos de protección o 
amparo se han agotado y la vulnerabilidad de derechos permanece vigente.  
Plazo razonable, La invocación del “plazo razonable”, no ha sido acompañada de la 
aplicación de los estándares internacionales en la materia sino que obedece a la necesidad 
de paliar situaciones aberrantes ocasionadas en el funcionamiento práctico de la justicia 
penal.  La ausencia de toda mención al principio de inocencia y la inexistencia de 
desarrollos en torno al derecho a la libertad personal, demuestran que la jurisprudencia no 
ha advertido la trascendencia de los derechos que se vulneran con la prisión preventiva.  
Además, la falta de invocación de las normas y estándares internacionales revela su nula 
influencia en la jurisprudencia doméstica.  Por lo tanto, en los hechos, los límites al poder 
punitivo durante el enjuiciamiento están muy lejos de ser una realidad tangible de la justicia 
uruguaya, pese a estar establecidos normativamente.  Ello redunda en una violación 
sistemática de los derechos de todos los imputados encarcelados y constituye un riesgo 
latente para aquellos que en un futuro lo serán.  
En la práctica, “la utilización indiscriminada de la prisión preventiva ha contribuido 
decididamente a la explosiva situación carcelaria, producto de un incremento desmesurado 
del número de personas privadas de libertad, que se ha duplicado en los últimos quince 
años, y del índice de presos sin condena, que es superior al 60% de la población 
carcelaria”128.   
Para revertir esta situación a largo plazo es necesaria la adopción de medidas 
legislativas en materia de prisión preventiva; pero en lo inmediato es tarea primera de la 
justicia la protección efectiva de los derechos humanos, a través de la aplicación de las 
normas y estándares internacionales.  Ello servirá no sólo para evitar la responsabilidad del 
Estado bajo el derecho internacional sino fundamentalmente para asegurar el respeto de los 
derechos de todos y cada uno de los detenidos. En torno a las detenciones en los sitios de 
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reclusión visitados no se mantienen  registros adecuados de cada arresto, la cual debe llevar 
información como el funcionario que lo efectuó y por orden de qué autoridad, el motivo de 
la detención y su fundamento legal y real.  
Se repite la excesiva demora en la tramitación de los procesos de juicios penales. No se 
expresa ni se da una justificación razonable de la necesidad de mantener al acusado en  
prisión preventiva; los plazos exceden los términos razonables necesarios para producir 
medidas de prueba y otras diligencias.  
En cuanto al tiempo que están recluidos los individuos entre su captura y la decisión 
sobre su caso, hay datos preocupantes. Según las cifras más actualizadas del INPEC en la 
materia, “se muestra que de los 24054 sospechosos detenidos en cárceles para finales de 
2008, sólo 11325 pasaron menos de seis meses en prisión, mientras que 12.729, es decir, el 
53% de la población sospechosa, pasó en la cárcel más de seis meses esperando su 
sentencia. El 31% de los sindicados han pasado más de un año esperando sentencia”129 
Detenciones ilegales y arbitrarias. Confusión entre ilegalidad y arbitrariedad de 
la detención. Uno de los problemas más complejos que surge del análisis de la 
jurisprudencia de los órganos del sistema interamericano consiste en establecer el concepto 
y alcance de detención ilegal, previsto en el artículo 7.2, y el de detención arbitraria, 
previsto en el artículo 7.3. Además, también resulta complicado determinar la diferencia 
entre ambos conceptos, que muchas veces son utilizados como si fueran sinónimos. 
La ilegalidad y la arbitrariedad de las detenciones son cuestiones diferentes. 
Nadie puede verse privado de la libertad personal sino por las causas, casos o 
circunstancias expresamente tipificadas en la ley, aspecto material, además, con estricta 
sujeción a los procedimientos objetivamente definidos por la misma, aspecto formal. En el 
segundo supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser 
sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que aun calificados de 
legales, puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales 
del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de 
proporcionalidad.  
Posición de la Comisión Interamericana De Derechos Humanos en materia de 
plazo razonable de la prisión preventiva. Este organismo ha mostrado notables 
fluctuaciones en el contenido de sus pronunciamientos con relación a las exigencias 
convencionales en materia de prisión preventiva, y específicamente, en orden a su plazo 
razonable. En el Informe 12/96 del 1 de marzo de 1996 la Comisión estableció que para 
determinar si el plazo de una prisión preventiva es razonable se debe hacer caso por caso, lo 
cual no obsta que cada Estado establezca por ley un plazo máximo. 
La Comisión ha mantenido siempre que para determinar si una detención es razonable, 
se debe hacer, inevitablemente, un análisis de cada caso. Sin embargo, esto no excluye la 
posibilidad de que se establezca una norma que determine un plazo general más allá del 
cual la detención sea considerada ilegítima prima facie, independientemente de la 
naturaleza del delito que se impute al acusado o de la complejidad del caso. Esta acción 
sería congruente con el principio de presunción de inocencia y con todos los otros derechos 
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asociados al debido proceso legal.  Asimismo estableció que la seriedad de la infracción y 
la severidad de la pena podían ser tomadas en consideración a los fines de evaluar el riesgo 
de fuga. También consagró la existencia de un equilibrio entre el interés general de la 
sociedad en reprimir el delito y el interés del individuo de que se respeten sus derechos 
fundamentales. 
Tanto el argumento de seriedad de la infracción como el de severidad de la pena 
pueden, en principio, ser tomados en consideración cuando se analiza el riesgo de evasión 
del detenido. La Comisión considera, sin embargo, que debido a que ambos argumentos se 
inspiran en criterios de retribución penal, su utilización para justificar una prolongada 
prisión previa a la condena produce el efecto de desvirtuar la finalidad de la medida 
cautelar, la convirtió prácticamente, en un sustituto de la pena privativa de libertad. La 
proporcionalidad que debe existir entre el interés general de la sociedad en reprimir el 
delito y el interés del individuo en que se respeten sus derechos fundamentales se rompe en 
perjuicio de este último, a quien se le impone un mayor sacrificio.  Finalmente, otorgó carta 
de ciudadanía al estado de sospecha como justificativo de la prisión preventiva. 
La prolongación de la prisión preventiva, con su consecuencia natural de sospecha 
indefinida y continua sobre un individuo, constituye una violación del principio de 
presunción de inocencia reconocido por el artículo 8.2 de la Convención Americana. Cabe 
precisar, sin embargo, que la existencia de un ambiente de creciente sospecha contra una 
persona en el curso del proceso criminal no es "per se" contraria al principio de presunción 
de inocencia. Tampoco lo es el hecho que esta sospecha creciente justifique la adopción de 
medidas cautelares, como la prisión preventiva, sobre la persona del sospechoso. 
Sobrevino luego el Informe 2/97, donde, entre otros graves  argumentos, se sostuvo 
que la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva debía ser dejada librada al prudente 
arbitrio del juez: “La Comisión considera que el plazo razonable para la prisión preventiva 
no puede ser establecido en abstracto, y por lo tanto el período de dos años establecido por 
el artículo 379.6 del Código de Procedimientos y en la Ley 24.390 no corresponde en forma 
literal a la garantía del artículo 7.5 de la Convención Americana”130. La duración de la 
prisión preventiva no puede ser considerada razonable en sí misma solamente porque así lo 
establece la ley. La Comisión coincide con la postura del Gobierno argentino en el sentido 
de que la razonabilidad debe estar fundada en la prudente apreciación judicial. 
La relativización y consecuente justificación del mantenimiento de la prisión 
preventiva en motivos netamente sustancialistas fue ampliamente revertida en el conocido 
Informe 35/07 producido en el marco del caso “Peirano Basso vs. Uruguay” del 1 de mayo 
de 2007 y recientemente ratificado en todos sus términos causa. Se fijó como principio 
general que el imputado debe permanecer en libertad durante el proceso. 
“En virtud del principio de inocencia, en el marco de un proceso penal, el imputado 
debe permanecer en libertad, como regla general. Principalmente fijó como criterio rector 
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que las 2/3 partes del mínimo legal previsto para el delito imputado debe ser el tope 
temporal por el cual puede extenderse la prisión preventiva”.131 
La Comisión considera que se puede fijar un criterio rector, indiciario, que configure 
una guía a los fines de interpretar cuándo se ha cumplido el plazo razonable. En este 
sentido, luego de un análisis de las legislaciones penales de los países del sistema, la 
Comisión estima bastante el cumplimiento de las dos terceras partes del mínimo legal 
previsto para el delito imputado. Esto no autoriza al Estado a mantener en prisión 
preventiva a una persona por ese término sino que constituye un límite, superado el cual se 
presume prima facie que el plazo es irrazonable. Ello no admite una interpretación a 
contrario sensu en el sentido de que, por debajo de ese límite, se presuma que el plazo sea 
razonable. En todo caso habrá que justificar, debidamente y de acuerdo con las 
circunstancias del caso, la necesidad de la garantía. “En el supuesto en que se haya 
superado ese término, esta justificación deberá ser sometida a un examen aún más 
exigente”.132 
Alternativas frente a la prisión preventiva. Día a día se usa la prisión preventiva de 
forma desmesurada, se han hecho intentos de reducirla pero en la práctica no funcionan 
debido a su arraigo en las prácticas de los operadores del sistema penal, razón por la cual es 
válido interrogarse acerca de la conveniencia de un cambio de estrategia para enfrentarla, 
habida cuenta los malos resultados obtenidos hasta el momento. Actualmente la prisión 
preventiva es un fenómeno esencialmente cultural, ideológico y político, arraigado en las 
prácticas contemporáneas, la única forma de enfrentarlo es desde afuera de su lógica 
conceptual, sin admitir ninguno de sus presupuestos.  
Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Principio de Presunción de 
Inocencia enunciado en el artículo 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
subyace el propósito de las garantías judiciales, derivándose la obligación estatal de no 
restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios, para 
asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la 
acción de la justicia, ya que “…la prisión preventiva es una medida cautelar, no 
punitiva."133
 
La Corte destaca “la prisión preventiva no debe ser la regla general, porque se estaría 
cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un plazo desproporcionado respecto de 
la pena que correspondería al delito imputado, a aquellas personas cuya responsabilidad 
criminal no ha sido establecido. Sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo 
cual está en contra de principios generales del derecho universalmente reconocidos.”134
 
Esta defensa de la libertad personal es resguardada por varios organismos 
internacionales, como por ejemplo “la Corte Europea de Derechos Humanos que establece 
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en el Caso Tomasi, de agosto de 1992, que los órganos competentes de aplicar medidas 
coercitivas deben cumplir una diligencia particular o excepcional”. 135 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha mantenido siempre que para 
determinar si una detención es razonable, se debe hacer, inevitablemente, un análisis de 
cada caso. Sin embargo, esto no excluye la posibilidad de que se establezca una norma que 
determine un plazo general más allá del cual la detención sea considerada ilegítima prima 
facie, independientemente de la naturaleza del delito que se impute al acusado o de la 
complejidad del caso. “Esta acción sería congruente con el principio de presunción de 
inocencia y con todos los otros derechos asociados al debido proceso legal”.136 
Prisión Preventiva, su análisis de su constitucionalidad. Para tratar el tema se puede 
partir de dos supuestos de análisis, la prisión preventiva en abstracto o la prisión preventiva 
en los hechos, en su aplicabilidad. El estado de inocencia, es una presunción constitucional 
que posee toda persona, aun las sometidas a un proceso judicial. Por ende para que una 
persona sea privada de su libertad, y por consecuencia inevitable de una gran cantidad de 
derechos humanos, se debe dictar una sentencia judicial.  El génesis, el origen de la prisión 
preventiva, “es asegurar el proceso de conocimiento o la ejecución de la pena”,137 por ello 
algunos autores sostienen que es solo procedente cuando se tiene certeza de que el 
imputado podría fugarse o podría entorpecer la causa.  
Según Lorca Navarrete; “con la prisión provisional el Estado de derecho se halla 
obligado a asegurar el orden con la prevención penal y a defender a la vez la esfera de 
libertad del ciudadano. Por ello, la prisión provisional es un mal, que supone la limitación 
de un derecho fundamental, por lo que tal limitación se justifica…se es necesaria… 
proporcionada… (y) si no hay otros medios jurídicos menos radicales”. 138  De esta 
definición se infiere que la prisión preventiva es un mal en sí mismo ya que con ella se 
menoscaban derechos fundamentales de las personas, entonces podemos concluir que ya 
desde el plano abstracto la prisión preventiva es dañosa, y en los hechos es aún más dañosa 
ya que como lo demuestra la estadística hay más procesados que penados en el sistema 
penitenciario. Esta idea está en concordancia con lo que enseña Roxin, al señalar que se 
debe evitar el encarcelamiento cautelar se convierta en un mal mayor a la pena, lo que 
entraña sostener que el encarcelamiento provisional es de por si un mal.  
Otro aspecto a analizar es que los dos presupuestos que dieron origen a la prisión 
preventiva, que son la presunción de fuga del imputado y su posibilidad de entorpecer la 
investigación de la causa, hoy en día se pueden poner en duda, ya que la sofisticación del 
aparato estatal nos permiten preguntarnos si dichas causas siguen vigentes. ¿Podría un 
simple ciudadano fugarse de las redes represivas del estado? Los hechos demuestran que sí, 
pero la estadística demuestra también que es un numero ínfimo los imputado que se fugan. 
¿Podría un simple ciudadano entorpecer la investigación judicial? ¿El poder que tiene un 
ciudadano es comparable con el poder del aparato estatal? Creemos que si el estado 
administra de forma eficiente y eficaz los recursos que cuenta para administrar justicia, el 
entorpecimiento de la causa por parte del imputado no podría ser notorio.  
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Todo esto nos lleva afirmar que la prisión preventiva en el siglo XXI, tanto en 
abstracto como en lo factico, es inconstitucional, dado que si consideramos a la libertad y a 
los derechos humanos como bienes inseparables de la dignidad humana, toda vez que se 
aplique la prisión preventiva se la estaría violando. 
2.1 Cumplimiento de la Normatividad en Colombia 
“Desde antes de la aparición de nuestro nuevo Código Procesal Penal, Ley 906 de 
2004, ya sentencias constitucionales habían discutido sobre el tema, si la detención 
preventiva en virtud de su efecto real, limitar la libertad del sujeto, constituía una pena que 
se daba de manera anticipada al juicio y mucho antes de la sentencia real”.139  En dichas 
sentencias es claro encontrar que la mayoría de argumentos en pro o en contra de la 
posibilidad de la coexistencia entre la detención preventiva y diversos derechos 
fundamentales consagrados en nuestra Constitución Política, tales como el derecho a la 
libertad y la presunción de inocencia, terminan siempre convirtiéndose en un círculo 
vicioso que por una parte aboga por la necesidad de un medio coercitivo que garantice la 
participación del inculpado en el proceso, pero que critica el fin último de la detención 
preventiva que es, a saber, la limitación de la libertad de la persona que se encuentra 
vinculada al proceso como inculpado pero que aún no ha sido condenado por sentencia en 
firme. 
No basta con argumentar que una detención previa a la sentencia viola derechos 
fundamentales, si se desconoce que dicha medida es necesaria en múltiples casos para 
prevenir que el sujeto se ausente del proceso o para prevenir que en el peor de los casos, se 
le permita un espacio y momento durante el cual pueda incurrir nuevamente en conductas 
delictivas con las que se verán posiblemente afectados los derechos de un número mayor de 
sujetos, teoría del mal mayor y el mal menor. Y no basta tampoco con crear múltiples 
discusiones jurisprudenciales que se alejan de la realidad, y que se embelesan en conceptos 
teóricos desconectados de lo fáctico, si estas olvidan que el derecho fue creado por el 
hombre, para el hombre“, y que ese derecho para cumplir con su finalidad debe estar en 
función de ese hombre 
“Es ahí donde se vislumbra la falla mayor del sistema colombiano respecto a la 
detención preventiva; pues aun conociendo sus falencias desde el punto de vista judicial, 
como casos de homónimos que han estado recluidos sin razón, tanto como las falencias del 
sistema penitenciario; se permite tratar a este inculpado de igual manera que si ya fuera un 
sentenciado”.140 
Así pues no debe ser aceptado que un sujeto sea excluido de la sociedad y tratado de 
igual forma que aquel a quien ya se le ha realizado un juicio y se le ha dictado sentencia en 
su contra;  ya no por el hecho de restringírsele su libertad, pues como aclaré anteriormente 
se podría decir que la detención preventiva vendría a ocupar un papel de mal necesario, y 
desde ese punto de vista no tengo critica alguna; sino porque no puede permitirse que a este 
inculpado durante esa limitación de la libertad se le trate de igual manera que aquel que ya 
tiene una sentencia en su contra, y no puede permitirse tampoco que en virtud de esa 
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igualdad de tratamiento a la que se ve sometido, se le nieguen garantías propias del Estado 
procesal en que se encuentra. 
En el nuevo código procesal penal colombiano, se ha avanzado en la  humanización 
del derecho, a raíz de la figura del juez de garantías, pero no están aun claramente definidos 
los puntos que permitan una real diferenciación entre el tratamiento judicial y penitenciario 
al que está sometido el detenido preventivamente en comparación con el tratamiento que 
cobija a aquel que esta privado de la libertad en virtud de sentencia. 
No podemos negar que la realidad carcelaria no es un entorno fácil de sobrellevar para 
un ser humano, y mucho menos en un país como el nuestro donde ese sistema que debería 
regenerar al delincuente y debería proveerlo de argumentos que lo hagan un ser respetuoso 
de sus conciudadanos, un ser con los valores y convencimiento comunitario capaz de volver 
a ser parte activa de la sociedad; en lugar de esto acepta que el recinto penitenciario se 
convierta en un minipaís que refleja de la manera más cruel las injusticias sociales y los 
problemas más profundos de nuestra sociedad; allí priman las relaciones palancas, la 
capacidad económica del sujeto, o sus vínculos con “asociaciones al margen de la ley, más 
que la autoridad penitenciaria, quien a leguas hace mucho dejó de cumplir su función de 
resocialización”.141 
Luego si la situación penitenciaria se torna ya injusta y carente de eficacia, en cuanto a 
su objeto último, para aquellos sujetos que tienen en su contra una sentencia en firme, mal 
puede ser aceptado que el mismo tratamiento, se le otorgue a aquel que apenas se encuentra 
en un estado primario del proceso, que puede en últimas ser errada su vinculación al 
proceso y que hasta no ser sentenciado no debe sometérsele a tal daño, ni a él, ni a quienes 
constituyen su círculo social vital, familia y amigo. 
Así pues, valdría la pena observar y concienzudamente delimitar los alcances de esa 
detención preventiva, en cuanto al sujeto que se ve afectado por ella, y tratar de aunar  
esfuerzos para impedir que se sigan realizando discusiones de papel en cuanto a la 
diferenciación de la pena privativa de la libertad y de la figura de la detención preventiva, y 
en su lugar mejor establecer unas pautas claras que realmente den una diferenciación de 
facto y desarrollen la figura de la detención preventiva, como simple instrumento de 
derecho. 
En cuanto a la libertad personal comprende dos tipos de garantías, las sustantivas y las 
de carácter esencialmente procesal. Entre las primeras se encuentran, la prohibición de la 
privación arbitraria de la libertad, la prohibición de la privación ilegal de la libertad y el 
principio de no retroactividad del derecho penal, estrechamente vinculado con el principio 
de legalidad; las garantías de carácter procesal, el derecho de todo acusado a ser informado 
de las razones de la privación de su libertad; el derecho de ser llamado sin demora ante un 
juez; “el derecho de recurrir a la justicia para impugnar la legalidad de la privación de 
libertad; el derecho a ser procesado sin demora, y el principio según el cual la detención 
preventiva debe ser excepcional” 142, lo cual precisamente no ocurre en Colombia. 
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Aunque brevemente, vale la pena destacar ese último principio mencionado, pues allí 
se encuentra, además, el principio de separación de sindicados y sentenciados, también 
omitido en Colombia pese a los esfuerzos hechos, basado al igual que éste en la  presunción 
de inocencia, máxima principal siempre olvidada. Adicionalmente, es vital para todo 
detenido el derecho a ser llevado sin demora ante un juez, pues será éste quien, poniendo de 
presente la presunción de inocencia, determinará si debe ser detenido de manera preventiva, 
si hay razones para sospechar que ha cometido una infracción, considerada como grave, a la 
cual corresponde como sanción una pena de prisión y si existen circunstancias que así lo 
justifiquen, cuales son: peligro de fuga y de entorpecimiento en la investigación. Así, “si 
los objetivos del principio de que la detención preventiva debe ser excepcional son evitar 
que la detención sin sentencia sea usada como castigo y prevenir su aplicación en caso de 
infracciones leves, con base en meras sospechas o careciendo de indicios, serios, no es 
difícil conceptualizar las implicaciones de este principio en casos individuales”143 
Así, el derecho a la libertad es vulnerado por las cárceles colombianas, pues aunque es 
legítima esta forma de penalizar, mas no la única, la privación de la libertad restringe 
mucho más que el simple hecho de circular por todo el territorio. En principio parecería  
que está bien que sea sólo esto lo que se encuentre restringido, pues por lo menos se ajusta 
a lo que corresponde al derecho actual, sin embargo, comienza a ser molesto cuando la 
libertad de pensamiento, de expresión, de asociación, de religión y de culto, de opinión… 
Están impedidas, peor aún, cuando la idea de autonomía y voluntad propia no encuentran 
ningún sentido; una gran mayoría de reclusos, luego de un tiempo, sufren un terrible 
retroceso psicológico a la infancia, al punto que debe esperar una orden legítima o ilegítima 
de alguien “superior” para saber qué hacer y qué no hacer en cada momento. Así se quiere, 
así se hace: entre menos desenvolvimiento tenga el reo mejor, entre menos resistencia y 
más domesticación que demuestre que está normalizado, más acorde se encuentra con el 
sistema, la educación y la estructura social. 
Diseñados para la reintegración social del privado de la libertad, los fines de la pena, al 
igual que toda su ejecución, se conciben como si se tratara de una simple fórmula 
matemática aplicada por el juez: tanto tiempo más tanto espacio, en determinadas 
circunstancias, olvidando que el ser humano es imposible de ser calculado, que tiene sus 
ritmos y vivencias propias. 
“En el encierro el tiempo no corre, no existe. La espera se hace peor cuando, además 
de los suplicios propios del sistema, no hay posibilidad de trabajo o empleo adecuado del 
tiempo en alguna actividad productiva o por lo menos sana. Alguna vez así los 
manifestaron los internos de la Cárcel Distrital de Bogotá, a los integrantes del 
Voluntariado Penitenciario, cuando afirmaron que no tenían nada qué hacer, ni en qué 
pensar, que una hora les parecía una eternidad y que, por tal motivo era mejor mantenerse 
drogados, pues eso les permitía asumir de alguna manera el eterno y despacioso tiempo, así 
fuera en contra de sus propias vidas”.144 
El tiempo, aunque se ha convertido en la manera por excelencia de penalizar, confluye 
en el ser humano, en todo su ser, pues es lo que constituye su vida misma y que mejor que 
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aplicar la pena, venganza y odio, a lo que más duele, a la vida de aquél en quien recae la 
idea de retribución, así sea a través de la libertad, simetría de dar, de dar dolor en el plano 
social, pues en lo individual se hablaría de reparación, pero esto ya no constituye pena y se 
encuentra completamente relegado. No se trata de hacer sufrir para contribuir en algo en la 
reparación de la víctima. Se da porque hay que castigar y si la vida es lo primero en el 
hombre para que este sea tal, en un sentido más amplio que el simplemente cronológico, 
como anteriormente se expresó, por ahí es donde se debe aplicar, es donde se logra la 
mayor sensibilidad, el mayor dolor, donde hay más sufrimiento. Así es como el sistema 
funciona mejor. 
El sistema penal, con su pena principal, la pena privativa de la libertad, se ha 
constituido en la mejor, o por lo menos más usada manera de sancionar, bajo la 
consideración de que el que ha hecho un daño a otro debe responder por ello, lo cual en un 
principio parece estar bien, hasta cuando uno se pregunta: a quién y cómo es que ha de 
responder, y se asimila dentro de un contexto social que muestra un real deterioro agravado 
por el deseo de venganza y el total abandono de la víctima que el mismo sistema se ha 
encargado de crear. 
Las lesiones materiales e inmateriales que han padecido las víctimas, poniendo en 
entredicho sus vidas mismas, se siguen profundizando por las nuevas lesiones que se 
causan o se causarán conscientemente al delincuente, sea o no culpable, a través de todo 
deterioro posible en su vida. El dolor, entonces, es causado con fundamento en la misma 
ley que consagra, supuestamente, dentro de los fines del castigo asegurar el reconocimiento 
y respeto de los derechos y libertades de los demás y satisfacer las justas exigencias del 
orden público y el bienestar general de una sociedad democrática, a la que se le olvida la 
humanidad de los privados de la libertad. 
Así, hay contradicción al tratar de solucionar lo sucedido, de vengar la lesión que se ha 
causado a la víctima, aplastando la dignidad del ofensor o del supuesto ofensor, como si 
creando un mal mayor se superara el daño causado. Ni los sindicados ni los sentenciados 
han dejado de ser humanos y por tanto nunca han perdido su dignidad. “Hay una verdadera 
e irremediable contradicción en el acto de vengar la dignidad humana ofendida en la 
persona de la víctima, violándola en la persona del culpable. La contradicción es 
irremediable y, dado que no puede eliminarse, ha llevado a suavizar las penas, pues el 
delincuente como persona, también merece respeto de la comunidad de personas. Una 
posible solución sería considerar que la pena no significa violar la dignidad humana del 
delincuente, sino, al contrario, respetándola, considerar un ser racional que recibe lo que 
merece según sus actos”145. 
La Fiscalía y el abuso de la detención preventiva. “El nuevo CPP, sólo contempla 
como medida de aseguramiento durante la investigación, detención preventiva, la cual 
puede ser sustituida por libertad provisional pero bajo estrictos requisitos y previo pago de 
caución efectiva, sólo es dable en casos de delitos con pena mínima no superior a cinco 
años y un listado taxativo de delitos, bastando dos indicios graves de responsabilidad”.146. 
Esto atenta expresamente contra la regulación internacional que exige no sólo la gravedad 
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del presunto delito y prueba fundada de la responsabilidad, sino prueba razonable de que el 
imputado se fugará, destruirá las pruebas o modificará el escenario del crimen si queda en 
libertad. De otro modo, se estaría atentando contra la presunción de inocencia al asumir, de 
jure, que el procesado de ciertos delitos no concurrirá al juicio o alterará las pruebas. Tal 
como está diseñada la detención preventiva requeriría una modificación o, en su caso, la 
exigencia de motivación no sólo de los indicios de responsabilidad en el presunto delito, 
sino de posible fuga o alteración de pruebas. “Esta detención, a su vez, requeriría de control 
jurisdiccional por otra autoridad diferente de quien investiga”.147 
De otra parte, al ser la instancia de investigación la que tiene el poder jurisdiccional de 
dictar medidas de aseguramiento, hay una afectación de las garantías de imparcialidad. La 
Fiscalía General de la Nación, al concentrar poderes investigativos y jurisdiccionales, sin 
control por otra autoridad judicial, tiende a utilizar con demasiada facilidad el recurso a la 
detención. Esta concentración de funciones, además de afectar las garantías 
constitucionales, dificulta la eficacia de las tareas investigativas de la misma Fiscalía. 
De las ya estrechas alternativas legales para asegurar la consecución del proceso, los 
fiscales seleccionan preferentemente como alternativa, la solicitud de encarcelamiento. 
Los contraefectos de la medida de aseguramiento. El sentido de la detención 
preventiva como medida de aseguramiento, es garantizar la concurrencia de la persona al 
proceso y la realización del juicio. Sin embargo, por las condiciones carcelarias de escasez 
de personal de guardia y recursos para las remisiones, vehículos, gasolina y pasajes, 
especialmente si la persona privada de libertad ha sido trasladada a una ciudad diferente de 
aquella donde radica su proceso, la prisión se convierte en una garantía de su inasistencia al 
juicio. Por ejemplo, “el comandante del personal de custodia y vigilancia de la cárcel de 
Distrito Judicial de Bogotá, La Modelo explicó a la Misión”148 que cada día recibe entre 50 
y 60 solicitudes de remisión, pero sólo puede atender aproximadamente 30 remisiones entre 
judiciales y médicas, por falta de personal de guardia. Esta realidad es una constante en 
todas las cárceles visitadas y se agrava cuando la persona está en una ciudad y su causa en 
otra. Esto viola el derecho a una justicia pronta y cumplida y el derecho de defensa. La 
privación de la libertad, también reduce las posibilidades económicas para la contratación 
de abogados y deteriora el respaldo social y familiar. 
Vencimiento de términos y denegatoria de libertad provisional. Los jueces 
encuentran justificaciones poco legales para no otorgar la libertad, no obstante que la 
demora del proceso es atribuible al Estado. Así, en el caso de las remisiones, a pesar de que 
la falta de traslado oportuno al lugar del juzgamiento es responsabilidad del Estado, 
INPEC, la persona privada de la libertad, ni siquiera puede utilizar el vencimiento del 
término a su favor para obtener la libertad provisional, pues la inasistencia al juicio es 
imputada al preso. En el supuesto de retraso por recarga procesal, también la autoridad 
judicial se ha pronunciado denegando la libertad provisional por vencimiento de término, 
siendo tal retraso de obvia responsabilidad estatal: “los procesados están legalmente 
detenidos, en espera del fallo, el cual a la fecha no se ha podido proferir en atención a la 
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problemática de la justicia especializada, pues la excesiva carga laboral y de tan delicada 
naturaleza, es una realidad de público conocimiento que se ha puesto de presente en varias 
oportunidades al Consejo Superior de la Magistratura (...)”149 
El problema se agrava por la condición económica. La falta de recursos para pagar la 
caución prendaria es una de las principales condicionantes para que las personas que 
cumplen los requisitos para obtener la libertad provisional no puedan hacerla efectiva. El 
vencimiento del término significa que dicho proceso no se realiza por negligencia estatal, 
desvirtuándose el sentido de la detención provisional. La recuperación de la libertad, 
entonces, “no puede descansar en la solvencia del procesado, castigando, sin fundamento 
alguno, con prisión a quien carece de dinero para pagar la caución prendaria, en tanto la ley 
no ofrece otras posibles garantías”.150 
Bajo las condiciones de operatividad real de la detención preventiva, ella pierde 
sentido, no sólo se vuelve innecesaria sino contraproducente para asegurar el juzgamiento y 
acaba vulnerando los derechos al debido proceso, a la defensa, a un juicio justo y a la 
igualdad. 
Tutela. Una de las instituciones legales en las que la ciudadanía tiene más confianza es 
la acción de tutela y la Corte Constitucional tiene una línea jurisprudencial en general 
protectora cuando tal recurso se activa, incluso en discrepancia con el Consejo de Estado y 
la Corte Suprema de Justicia. De hecho, ya la Corte Constitucional ha calificado la 
situación de los centros de reclusión como “un estado de cosas inconstitucional” por la 
violación de los derechos humanos que ahí se perpetra, disponiendo una serie de medidas al 
respecto. Éstas incluyen: el deshacinamiento y la separación total de sindicados y 
condenados; la investigación por parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, de la inasistencia de los jueces de penas y medidas de seguridad 
de Bogotá y Medellín a las cárceles y penitenciarías. Del mismo modo se ha pronunciado 
sobre la detención de personas en estaciones de policía dando diez días para el traslado de 
todas las personas a establecimientos de reclusión y previniendo tanto al Ministerio de 
Justicia y del Derecho como al INPEC, la Policía y otras fuerzas de seguridad de abstenerse 
de incurrir en los mismos hechos so pena de las sanciones por desacato. 
“No obstante la firmeza de las tutelas mencionadas, así como otras referidas a la salud 
T-606 de 1998 y otros derechos”151, el nivel de cumplimiento de las mismas es insuficiente 
y no ha habido cambios estructurales en la situación problemática descrita. Faltan pocos 
meses para el cumplimiento del plazo final otorgado por la Corte para la separación de 
condenados y sindicados y el deshacinamiento carcelario, y ello no se ha realizado. De otra 
parte, la autoridad penitenciaria sigue enviando personas a las estaciones policiales, las 
cuales continúan recibiendo personas sindicadas y condenadas. Los jueces de penas y 
medidas de seguridad no han incrementado su presencia en los establecimientos de 
reclusión y menos en las estaciones de policía. 
Los mecanismos para hacer eficaz lo dispuesto en una tutela no parecen ser suficientes, 
especialmente en casos en los que el sujeto social, no puede salir a las calles a ejercer otros 
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tipos de presión social. Corresponde al al juez o tribunal donde se presentó la tutela hacerla 
cumplir. Muchas veces dicho juez o tribunal, justamente denegó la tutela y no será la 
instancia más entusiasta en garantizar su cumplimiento. El recurso que queda ante el 
incumplimiento es el incidente de desacato. Dado que se trata de una acción con efectos 
penales, hay gran resistencia por parte de los jueces a declarar fundado un incidente de este 
tipo contra autoridades de alto nivel, con lo cual una excelente sentencia de la Corte puede 
quedar inoperante o ser burlada. 
Habeas corpus  ¿Qué hacer en los casos en los que las condiciones carcelarias y 
penitenciarias, no sólo no permiten el cumplimiento de las funciones de la pena, falta de 
trabajo y estudio para la resocialización, sino que abiertamente violan derechos 
fundamentales, configurándose tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes? La Corte 
Suprema de Justicia se ha pronunciado respecto del primer asunto indicando que aunque la 
cárcel no resocialice ello no autoriza a que se deje de cumplir la privación de libertad. “La 
circunstancia de que el instituto de la prisión no cumpla las funciones que le han sido 
asignadas, no autoriza dejar en libertad a los procesados. Hacerlo sería avanzar hacia la 
sinrazón de impedir el funcionamiento de las instituciones del estado encargadas de la 
represión penal... e incluso la impunidad (...)”.152 
 Esta decisión es discutible pues puede amparar situaciones inconstitucionales que 
desvirtúan el sentido de la prisión. Lo que no es discutible es que el Estado colombiano 
proscribe, sin excepción ni justificación alguna, la tortura y los tratos crueles, inhumanos y 
degradantes. Cuando las condiciones de arresto o prolongación del mismo constituyen una 
violación de las garantías constitucionales. Aún en el caso de que la detención tenga un 
origen legal, ésta no se debe prolongar en condiciones de violación de derechos humanos, 
pues convierten a la detención en ilegítima e ilegal. La Corte Constitucional ha dejado claro 
que en los centros de reclusión y las estaciones policiales no sólo no se cumple la ley en 
general, sino que las condiciones particulares de detención constituyen una violación del 
derecho a la dignidad humana y configuran tratos crueles, inhumanos y degradantes. Frente 
a tal evento, sólo cabe el cese de las violaciones o la liberación de quienes sufren las 
mismas, pues un Estado que se proclame de derecho no puede admitir, bajo ninguna 
circunstancia, la tortura ni los tratos crueles, inhumanos y degradantes, sin tener que 
responder por ello ante la comunidad internacional. 
La Defensoría del Pueblo ha presentado una iniciativa de ley “por medio de la cual se 
reglamenta la acción constitucional y el derecho fundamental del habeas corpus” 153 
incluyendo la figura del habeas corpus correctivo para evitar o corregir el agravamiento 
inconstitucional o ilegal de la forma y las condiciones de reclusión, ampliando las 
posibilidades de control de las mismas. Esta es una iniciativa que esta Misión saluda y 
respalda. 
Defensa  La vulneración de derechos de las personas privadas de libertad evidencia la 
falta del ejercicio del derecho de defensa. En efecto, al ser la mayoría de personas presas de 
situación social precaria, se vuelven clientes automáticas de la defensa de oficio que es 
prácticamente inoperante o de la defensa pública, la cual es aún insuficiente. 
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A la fecha, los defensores públicos están en un número insuficiente y no logran cubrir 
todo el territorio nacional. La ley ordena que en cada municipio haya por lo menos un 
defensor, artículo 2º de la Ley 270, existiendo un déficit del 25%. Los defensores tienen 
sobrecarga de procesos, 85 casos como promedio. Los defensores trabajan por contrato, por 
lo que carecen de estabilidad laboral. Igualmente en algunos casos tienen problemas de 
seguridad. En las visitas de esta Misión, la delegación observó que si bien hay reclamos por 
la insuficiencia de defensores públicos, en general se les reconoce compromiso y seriedad 
en su trabajo y las personas privadas de libertad confían en ellos. Sin embargo, “tal hecho 
no suple a cabalidad la desproporción entre una institución como la Fiscalía General de la 
Nación, con poderes casi absolutos para organizar la acusación, y una defensa 
minimizada”.154 
Ausencia de política criminal garantista. Un elemento importante que explica la 
situación carcelaria y la vulneración de derechos humanos en los centros de reclusión, 
radica en la ausencia de una política criminal garantista, diseñada de modo concertado y 
democrático. Hay responsabilidad del Estado, a través del Ministerio de Justicia y del 
Derecho, por la falta de convocatoria del Consejo Nacional de Política Criminal. Ello 
permite que las agencias acusadoras o militares tomen dicho lugar e impulsen una 
legislación penal ordinaria de tendencia represiva o de excepción, sin controles 
constitucionales. 
Legislación penal no garantista En cuanto al marco normativo constitucional e 
internacional, el derecho a la libertad individual está bastante protegido. La tensión 
sobreviene al momento de dictar normas penales y de emergencia que, bajo el argumento 
de la seguridad, han establecido cada vez mayores restricciones de las garantías y el 
derecho a la libertad individual. El incremento de respuestas punitivas,  frente a diversos 
problemas que no se encaran debidamente en los planos social, económico y político, ha 
dado lugar a la sobrecriminalización de conductas, la calificación y persecución de 
contravenciones como delitos, el incremento de los mínimos de penas para los delitos y, por 
ende, el aumento de delitos inexcarcelables y el agravamiento de penas en general. Lo 
propio ha pasado en el plano procesal penal por la eliminación práctica de medidas no 
privativas de la libertad durante la investigación y el juzgamiento. 
Hay responsabilidad del Estado a través del poder legislativo, a pesar de haber sido 
notificado por la Corte Constitucional, Sentencia T-153 de 1998, del estado de cosas 
inconstitucional en los centros de reclusión, por el hacinamiento y las condiciones 
inhumanas en los mismos, ha emitido normas que en vez de posibilitar la restricción del 
uso de la cárcel sólo para los hechos más graves, por el contrario, ha convertido 
contravenciones en delitos, aumentado los mínimos y los delitos inexcarcelables, ha 
eliminado medidas de aseguramiento alternativas a la prisión, sin que se haya solucionado 
previamente la situación inconstitucional de los centros de reclusión. 
Comportamiento institucional  De otra parte, el comportamiento de las agencias de 
control social, como la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, ha tenido como 
efecto el uso abusivo del arresto y la detención preventiva, respectivamente, respecto de 
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casos de la llamada criminalidad tradicional, dejando de lado hechos de mayor gravedad 
social, los cuales quedan en la impunidad. La Fiscalía no ejerce un control suficiente de la 
legalidad de los arrestos policiales, especialmente cuando son masivos, batidas y redadas, y 
no ejerce su obligación de liberar a las personas cuyo arresto o prolongación del mismo fue 
ilegal. “En muy pocos casos otorga la libertad provisional, aproximadamente en el 11%”155 
de los casos, enviando a las cárceles a personas que se reputan inocentes, sin ponderar que 
la pena que pudieran recibir no se condice con la pena ilegítima que van a recibir de facto, 
y por muchos años, en condiciones que la Corte Constitucional ha calificado de tratos 
crueles, inhumanos y degradantes. Los fiscales tampoco ponderan que, por las condiciones 
de escasez de recursos, será difícil que la administración penitenciaria asegure las 
remisiones para que la persona pueda ser juzgada, desvirtuando el sentido y necesidad de la 
detención preventiva como medida para asegurar la comparecencia al proceso. Debiendo 
los fiscales tomar decisiones basados en los principios rectores de la legislación penal, no 
pueden ceñirse sólo a los requisitos formales sin considerar las condiciones reales de 
operatividad del sistema penitenciario y de espaldas a la declaración de estado de 
inconstitucionalidad de los centros de reclusión. 
Hay responsabilidad del Estado, a través de la Policía Nacional y de sus fuerzas de 
seguridad, por la comisión de arrestos masivos como “batidas” y “redadas” sin seguimiento 
de los requisitos constitucionales. Igualmente, por realizar arrestos que son reportados 
como “flagrancia” sin respetar tampoco las garantías constitucionales. También el Estado, a 
través de la Policía y de sus fuerzas de seguridad, es responsable por recibir y mantener 
“retenidas” a “personas sindicadas y condenadas en las estaciones policiales, no obstante la 
orden de remediar esa situación que emitió la Corte Constitucional mediante la sentencia T-
847 de 2000”.156 
Hay responsabilidad del Estado, a través de la Fiscalía General de la Nación y sus 
agentes, por no controlar suficientemente la legalidad de los arrestos policiales y, de este 
modo, dar lugar a la judicialización de hechos que no son los más gravosos para la 
sociedad, situación que termina por recargar el sistema penal y penitenciario. “Un mayor 
control de estos eventos permitiría reducir la corrupción policial. Es más, si se eliminara la 
detención provisional de los llamados “viciosos” y micro-comercializadores, los agentes 
policiales ya no tendrían elementos para pedir sobornos en estos casos. La Fiscalía también 
es responsable por el uso generalizado de la detención preventiva, haciendo caso omiso de 
la declaración de estado de cosas inconstitucional de los centros de reclusión” 157por la 
Corte Constitucional. Los fiscales son responsables por no ponderar la necesidad y 
proporcionalidad de la detención preventiva como lo ordena el bloque de 
constitucionalidad, sabiendo que ésta no asegurará la realización del proceso y que 
constituye una pena ilegítima de facto, calificada de tratos crueles, inhumanos y 
degradantes por la Corte Constitucional. “Los fiscales también son responsables por 
permitir, a sabiendas, el internamiento de sindicados en las estaciones de policía, cuando no 
se trata de centros legalmente destinados a ello y cuyas condiciones de detención también 
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han sido calificadas por la Corte Constitucional como tratos crueles, inhumanos y 
degradantes”.158 
Jueces y mora judicial.  La larga duración de los procesos, especialmente las 
apelaciones, y de modo inaudito la casación, hacen que la detención preventiva se 
prolongue tanto que constituya una pena anticipada, si la persona es condenada de manera 
injusta, es absuelta o se reducen los años de condena. Hay responsabilidad en los jueces por 
la falta de control jurisdiccional de las medidas adoptadas por la Fiscalía General de la 
Nación, habiendo establecido la Corte Constitucional que cabe un control previo y 
posterior. 
Hay responsabilidad del Estado, a través de los jueces, por la mora judicial en tanto 
prolonga la prisión bajo condiciones inconstitucionales. Deben ser revisadas las 
deficiencias estructurales que hacen que tarde tantos años la emisión de sentencias en casos 
de apelaciones y, sobre todo, de casaciones. 
Hay responsabilidad del Estado, a través de los jueces, por no ponderar la necesidad, la 
proporcionalidad y la razonabilidad de prolongar la detención preventiva cuando se han 
vencido los términos por negligencia, mora judicial, problemas de remisiones u otros 
atribuibles al deficiente funcionamiento estatal. Esto también pasa en los casos de personas 
que cumplen los requisitos para obtener la libertad provisional por vencimiento de término, 
pero que no pueden pagar la caución prendaria. “La negativa para el otorgamiento de 
libertad provisional en tales casos, considerando que se trata de personas a quienes se 
reputa inocentes y que se encuentran en prisión bajo condiciones que constituyen tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, constituye una co-responsabilidad en la prolongación de 
dicha pena ilegítima e ilegal”.159 
La situación de las personas sindicadas bajo condiciones de tratos crueles, inhumanos 
y degradantes, exige una ponderación de la medida privativa de la libertad por ese sólo 
hecho. Este es, el caso de las madres con niños pequeños en condiciones de hacinamiento y 
falta de atención médica, de los afrocolombianos y de las personas carentes de recursos 
económicos que se encuentran en los túneles de la cárcel de Distrito Judicial de Bogotá-La 
Modelo, de los indígenas que habitan un pasillo húmedo de la cárcel de Distrito Judicial de 
Cali-Villahermosa y de las personas más pobres y marginadas que se encuentran privadas 
de libertad. No debería haber una sola persona sindicada bajo estas condiciones. Y se 
debería poner remedio inmediato a los casos de personas condenadas con sentencia en 
firme. 
Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, son responsables por no 
realizar visitas y cumplir con su obligación legal de verificar el lugar y las condiciones en 
las que se cumplen las penas y, en consecuencia, ponderar, en atención al principio de 
dignidad humana y al bloque de constitucionalidad, la suspensión de una medida que ha 
devenido inconstitucional. 
La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, tiene 
bajo su responsabilidad la investigación de los jueces de penas y medidas de seguridad por 
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su inasistencia a las cárceles y a las penitenciarías, por requerimiento de la Corte 
Constitucional. Al no haberse realizado ninguna investigación que haya trascendido, la Sala 
permite que los jueces continúen incumpliendo su obligación legal de visitar los centros de 
reclusión y verificar el lugar y las condiciones de detención. 
Administración penitenciaria. El Estado a través del Ministerio de Justicia y del 
Derecho y la Dirección General del INPEC, tiene responsabilidad por la instrumentación de 
una política de facto y una gestión penitenciaria, que no se condicen con el respeto de las 
garantías constitucionales y los derechos humanos. Hay grave responsabilidad del 
“Ministerio de Justicia y del Derecho y del INPEC por una gestión que da lugar a 
condiciones carcelarias que la Corte Constitucional califica como tratos crueles, inhumanos 
y degradantes. La falta de recursos no es justificación suficiente del mal manejo carcelario, 
pues según informes de la Contraloría General de la República, hay irregularidades 
administrativas y financieras serias y reiteradas durante años”.160 
El Ministerio de Justicia y del Derecho y el INPEC, también son responsables por no 
acatar las sentencias de la Corte Constitucional y, por el contrario, tratar de encubrir dichos 
incumplimientos. Ilustra tal responsabilidad, la conducta seguida por el Ministerio de 
Justicia y del Derecho y por el INPEC en el caso de las personas sindicadas y condenadas 
detenidas en estaciones policiales, en el que hay una sentencia de la Corte Constitucional 
ordenado el cese de tal situación: en vez de solucionar el problema, han borrado a dicha 
población de las estadísticas oficiales de la población carcelaria y penitenciaria nacional, 
como si de ese modo pudieran desaparecer de la realidad. Este encubrimiento del problema 
influye negativamente en la planificación de reducción de hacinamiento, pues hay una 
población de aproximadamente 5.000 personas que no está siendo considerada en dicha 
planificación. 
El Ministerio de Justicia y del Derecho y el INPEC, no obstante los serios problemas 
de hacinamiento y violación de los derechos humanos en cárceles y penitenciarías, en vez 
de facilitar las condiciones para que la población penitenciaria pueda salir más rápidamente 
en libertad en condiciones de reinserción social, con trabajo y estudio, son responsables por 
una política que redunda en la restricción de beneficios. El Ministerio de Justicia y del 
Derecho y el INPEC, actuando como instancia legisladora, han incrementado los requisitos, 
algunos abiertamente inconstitucionales, para la obtención de beneficios, dando lugar en la 
práctica a un incumplimiento de los objetivos de la ley. De otra parte, no dan ninguna 
prioridad a las posibilidades de trabajo y estudio imposibilitando que las personas puedan 
redimir su pena y salir más pronto en libertad. 
Evaluación. Todo este recrudecimiento de la actitud punitiva del Estado, al haberse 
dirigido preferentemente a la llamada criminalidad tradicional, hurto, “viciosos”161, micro-
comercialización, no se ha traducido sin embargo en una reducción de las situaciones de 
mayor afectación social como las muertes y secuestros que se incrementan cada día, la 
corrupción organizada y la violencia por parte de los grupos armados ilegales. Ni siquiera 
respecto de los hechos que reprime, el Estado ha podido reducir la criminalidad 
patrimonial, asociada a la pobreza, que se agudiza con el encarcelamiento, el narcotráfico, 
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cuya paradoja consiste justamente en ser un negocio que se funda en el hecho de su 
ilegalidad y las contravenciones convertidas en delito como el abandono familiar, que 
también se incrementa con el encarcelamiento, pues priva totalmente a los padres de 
posibilidades efectivas de trabajo y manutención de su prole, entre otros fenómenos. 
Urge el diseño de una política articulada y democrática que encare la prevención social 
de la violencia, la promoción de medios alternativos de resolución de conflictos, el respeto 
de la jurisdicción especial indígena, la justicia de paz y comunitaria, y una política criminal 
de ultima ratio, garantista y eficiente. 
Eliminación de la detención administrativa y estricto control jurisdiccional de 
toda captura. Restringir las capturas a las originadas en orden judicial y flagrancia. 
Eliminar la detención gubernativa o administrativa, pues en la práctica tiene un uso 
abusivo, redadas y batidas  y no es posible controlar el seguimiento de las restricciones 
constitucionales. Introducir control jurisdiccional previo a las capturas y medidas 
limitativas de derechos ordenadas por la Fiscalía General de la Nación. 
Ejercer mayores controles sobre el arresto en flagrancia, por la Fiscalía General de la 
Nación y los jueces, a fin de que la Policía no continúe con la práctica de las llamadas 
“redadas” o “batidas” que sólo judicializan a “viciosos”, consumidores de droga o micro-
comercializadores y delitos de bagatela, sobrecargando el sistema penal. Utilizar políticas 
sociales frente a la marginalidad y no exclusivamente la represión. Eliminar la posibilidad 
de atribuir funciones de policía judicial a los militares, consagrada en la Ley de seguridad y 
defensa nacional. Luego de un arresto en flagrancia, reafirmar la obligación de poner a la 
persona a disposición de la autoridad judicial y no sólo “comunicar de dicha detención”, 
como se dispone en la Ley 684 de 2001. 
“Control jurisdiccional y constitucional de todas las medidas y situaciones privativas 
de libertad. Ampliar las posibilidades de utilización del habeas corpus, siguiendo la 
iniciativa de la Defensoría del Pueblo, a fin de que se contemple un habeas corpus 
correctivo” 162  de las condiciones de prisión, y quede claro que el habeas corpus cabe 
también contra órdenes judiciales, cuando éstas se alejan de todo fundamento legal. Cabría 
añadir también el habeas corpus como recurso contra la detención preventiva, cuando ésta 
desvirtúa sus fines al impedir la realización del proceso y generar violaciones de derechos 
humanos. 
Uso mínimo, excepcional y controlado de la detención preventiva   Este es un tema 
particularmente importante porque afecta personas que se presume inocentes y alcanza a la 
mayoría de la población penal, teniendo en cuenta quienes no tienen sentencia firme y 
ejecutoriada constituyen casi dos tercios de la población penal. La duración de los procesos, 
normalmente más de tres años, hasta la condena y más de siete años si va en casación, la 
imposibilidad material de que los establecimientos de reclusión realmente puedan asegurar 
las remisiones para que las personas privadas de libertad concurran a sus procesos, el 
deterioro económico que reduce las posibilidades de defensa, ante la insuficiencia de la 
defensa de oficio y pública, sobre todo, las violaciones de los derechos humanos en los 
establecimientos de reclusión, no solucionadas ni con las tutelas de la Corte Constitucional, 
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hacen que la detención preventiva se haya convertido, en sus condiciones de operatividad 
efectiva en Colombia, en una pena de facto, ilegítima e ilegal. 
Un Estado de Derecho, no debe permitir tratos crueles, inhumanos y degradantes, 
todavía menos para personas que deben presumirse inocentes hasta que demuestre lo 
contrario. Entonces, mientras no pueda efectivamente ofrecer condiciones humanas y de 
respeto de garantías en las prisiones, debe eliminar la detención preventiva, como única 
medida de aseguramiento. Su uso debe estar regulado para situaciones estrictamente 
excepcionales, y concurrencia de los siguientes requisitos: a) sólo para delitos de lesa 
humanidad y suma dañosidad social; “b) cuando haya pruebas fundadas de la 
responsabilidad del sindicado; c) cuando haya pruebas fundadas de que el procesado huirá, 
destruirá las pruebas del delito, o modificará el escenario del crimen; d) cuando el Estado 
pueda asegurar que la prisión no se dará en condiciones de tortura, trato cruel, inhumano y 
degradante. Debe tener, además, estricta limitación temporal para garantizar una justicia 
pronta y cumplida, y estar sometida a revisión y control”.163 
Medidas y caución.  “No se debe sujetar toda la institución precautelar a la cárcel 
como única medida de aseguramiento. Tampoco se debe reducir las medidas no privativas 
de la libertad a la caución prendaria, pues esto se convierte una medida discriminatoria por 
razón económica, que acaba condenando a los pobres a la prisión”.164 
Agilización de la justicia.   “Establecimiento de mecanismos que agilicen de modo 
efectivo la justicia. En relación con las apelaciones y casaciones, debe iniciarse un estudio a 
fin de recomendar soluciones estructurales para evitar largos retrasos. Declarar una 
“emergencia judicial” a fin de poner al día las casaciones, para que se supere de modo 
radical el retraso de años que tiene la Corte Suprema de Justicia”.165 
Condiciones para el goce de beneficios y obtención de libertad.  Diseño de 
establecimientos penitenciarios orientados al trabajo y el estudio. “Eliminación efectiva de 
pabellones de aislamiento o condiciones de detención que impidan el estudio o el trabajo y, 
por ende, no permitan redimir la pena ni gozar de otros beneficios”.166 Destino prioritario 
de recursos para el desarrollo de programas de estudio y trabajo en condiciones de calidad y 
competitividad. Consulta y coordinación con las personas privadas de libertad sobre las 
opciones laborales y educativas necesarias. Eliminar la espera para autorización de trabajo 
si se trata de actividad artesanal o propia que no depende de una dotación específica del 
centro. Igualmente para el caso de actividades educativas y organizativas previstas en la ley 
que no requiere de inversión por parte del centro. Contar con una oferta de estudio y trabajo 
que se debe informar a la persona privada de libertad al momento de su ingreso, para no 
retrasar su inserción en una actividad que le permita redimir su pena desde inicio de su 
reclusión. Eliminar el pago del 10%, que deben hacer los presos por el ingreso de materia 
prima pues no siempre vende los productos. Cuando es la institución carcelaria la que no 
ofrece trabajo o estudio, no se debe sancionar a la persona privada de libertad impidiéndole 
el goce de otros beneficios que exigen como requisito el trabajo o estudio. 
                                                          
163
 Ibíd. www.hchr.org.co/.../informe%20carceles.htm  Consultado el 13 de febrero de 2011 
164
 www.alertanet.org/carcelescolombia.htm Consultado el 11 de febrero de 2011 
165
 www.hchr.org.co/.../informe%20carceles.htm Consultado el 15 de febrero de 2011 
166
 www.hchr.org.co/publicaciones/libros/Jurisprudencia%20T%20IV%203.pdf Consultado el 13 de febrero de 2011 
82 
Administración.  “El Ministerio de Justicia y del Derecho y el INPEC deben respetar 
rigurosamente el bloque de constitucionalidad y abrogar las disposiciones que han emitido 
para restringir ilegalmente el otorgamiento de los beneficios. Igualmente deben dictar 
políticas específicas para que las direcciones de los establecimientos de reclusión 
promuevan, en vez de restringir, el otorgamiento de beneficios que permitan a la persona 
buscar trabajo y encontrar una inserción social positiva, incluso antes de obtener su libertad 
plena”.167 
Sistematización y computarización  Sistematización y computarización de todo tipo 
de información requerida judicial y penitencialmente para posibilitar la planificación, 
mejorar los servicios y no retrasar a los presos, cuando solicitan beneficios o deben salir 
libres. “Evaluar si el sistema que viene implementando el INPEC, es el más idóneo y, en 
todo caso, asegurar la existencia de un sistema actualizado, interconectado, seguro y 
ágil”.168 En los lugares visitados, donde se estaba implementando el sistema, había muchas 
dificultades para su manejo y en ningún caso la información estaba actualizada. Contar con 
sistemas de datos de las personas privadas de libertad desde su llegada y mantenerlo 
actualizado, al igual que la carpeta física donde constan las piezas procesales y otros 
documentos impresos. Apenas ingresa una persona se debe requerir a todas las instancias de 
justicia sobre la existencia de otros procesos y así evitar que eso ocurra cuando la persona 
está por recuperar su libertad. Sistematización oportuna. Se debe llevar permanentemente 
actualizado el cómputo por estudio y trabajo y no hacerlo recién en el momento que la 
persona lo solicita pues eso retarda la solicitud de redenciones por estudio y trabajo. 
Sistema en red “Tanto los juzgados como la Fiscalía General de la Nación también 
deben tener sus sistemas computarizados, en lo posible, el sistema del INPEC debe ser 
accesible en red para los juzgados de penas y medidas de seguridad, los fiscales y los 
jueces”.169 
Juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad.  “Dotarlos con más 
recursos humanos y materiales. Revisar el sistema de Secretaría Única del cual se quejan 
tanto los jueces porque retrasa las notificaciones, demora la ubicación de expedientes... 
Promover mecanismos para el mejoramiento del personal y el servicio”.170 Promover la 
capacitación en el servicio, especialmente en el manejo del bloque de constitucionalidad y 
el conocimiento de todas las tutelas que amparan derechos de las personas privadas de 
libertad. Instauración de un sistema de turnos periódicos y obligatorios, dando cuenta a la 
Corte Suprema de Justicia y a la Corte Constitucional, para realizar visitas completas a los 
establecimientos de reclusión y todo lugar donde haya personas privadas de libertad, dando 
cuenta de las condiciones del cumplimiento de penas y si ellas se ajustan o no a la 
Constitución. De ese modo podrían dar seguimiento a las tutelas y, si no se cumpliesen, 
ejercer sus funciones para hacerlas cumplir, interponiendo la medida que corresponda. 
Sobre los órganos de control y protección.  Establecimiento de mecanismos de 
control funcional de los jueces por la mora judicial y de los jueces de ejecución de las penas 
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y medidas de seguridad por incumplimiento de su función de visitar las cárceles y otras. En 
relación con los fallos de las acciones de tutela, cabría estudiar el diseño de mecanismos 
adicionales que aseguren su cumplimiento de modo más efectivo. Utilización de 
mecanismos internacionales de protección de derechos humanos ante la insuficiencia de los 
controles internos y el entrampamiento de la situación carcelaria, no obstante la existencia 
de órdenes de la Corte Constitucional para hacerla cambiar.171 
Defensa Fortalecimiento institucional de la defensa pública. Rediseño de la defensa de 
oficio, luego de estudio. Si bien es importante que los abogados de libre ejercicio puedan 
brindar un servicio social, es una realidad contundente la inoperancia de dicho sistema, 
generando expectativas en los procesados que luego no se cumplen. Para contrapesar 
realmente a la parte acusadora, se requeriría una institución de defensa equivalente a la 
Fiscalía General de la Nación: con autonomía orgánica, presupuesto, recursos humanos y 
materiales suficientes. 
“En el mediano plazo se requeriría dotar a la Defensoría Pública de más recursos 
humanos y materiales. Aumentar el número de defensores que permita un 100% de 
cobertura nacional, que se reduzca la carga procesal de los mismos para mejorar la calidad 
del servicio”172. Diseñar un sistema para que los abogados contratados cuenten con algún 
tipo de seguro y otros incentivos. Establecer mecanismos de control de la calidad del 
servicio e idoneidad. Poner especial énfasis en el control de la utilización de todos los 
recursos posibles para la protección de la libertad, cuestionamiento fundado de la legalidad 
de la captura y de la necesidad, proporcionalidad y razonabilidad de la detención 
preventiva. Promover la capacitación en el servicio respecto de nuevas normas, la 
utilización del bloque de constitucionalidad y acciones internacionales de protección de 
derechos humanos, derechos indígenas, entre otros. Debe organizarse el servicio de tal 
modo que pueda tener iniciativa y no sólo responder a demandas. En cada establecimiento 
de reclusión, miembros de la Defensoría Pública deberían visitar los pabellones de 
aislamiento, alta seguridad, enfermería y otros donde los presos no tienen posibilidades de 
ir a las oficinas que la Defensoría tiene en las prisiones. La defensa pública debería también 
estar en condiciones de recorrer periódicamente estaciones policiales para evitar que ahí 
haya detenidos menores y personas sindicadas o condenadas. 
Órganos de control. Para efectos de que el control surta su efecto, no se debe hacer 
caso omiso de los informes que dan cuenta de irregularidades, pues la situación se acaba 
perpetuando. Esto ha pasado con el informe de la Contraloría General de la República que 
prácticamente “ha quedado en nada”. Recomendamos que la Contraloría ejerza todas sus 
atribuciones para intervenir de modo más firme hasta que se verifique un cambio real en la 
situación de manejo irregular por parte del INPEC y del Ministerio de Justicia y del 
Derecho. 
Se recomienda también la intervención de la Procuraduría General de la Nación a fin 
de identificar responsables y aplicar las sanciones disciplinarias correspondientes. 
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• Las instituciones deben reafirmar pública y oficialmente la prohibición, en toda 
circunstancia, de cualquier forma de trato inhumano o degradante, hacia los detenidos en 
salas de retención. 
• Se debe garantizar con rapidez y eficacia que toda persona detenida tenga 
garantizados los derechos de: 
* Acceder a un abogado de confianza antes de presentar su declaración, o en caso 
contrario debe ser asistido por un abogado de oficio siguiendo el  protocolo. 
* Ser examinado por médicos garantizando que se sigan los protocolos y estándares 
internacionales y acrediten una formación especial para el diagnóstico de las torturas tanto 
psíquicas y para la valoración de sus secuencias. 
* Que su familia y afines sean informados del hecho y lugar de su detención, así como 
su estado de salud y situación judicial.  
• Se deben poner en práctica mecanismos que impidan la práctica de trato inhumano 
que viole los estándares del Sistema Interamericano de los Derechos Humanos. 
• “El gobierno y las autoridades correspondientes deben garantizar que todo 
funcionario que tenga que ejercer trabajos de custodia esté informado sobre las normas 
internacionales y este formado adecuadamente sobre los protocolos internacionales de 
garantía de los derechos humanos y tenga los conocimientos socioculturales adecuados para 
poder respetar en todo momento los derechos y libertades que siguen asistiendo a toda 
persona detenida o presa”. 173 
• Se deberá garantizar la independencia, prontitud y eficacia de las investigaciones 
ante las denuncias por torturas y malos tratos, asegurando que se aplica la legislación 
internacional y las resoluciones de los organismos internacionales para su sanción.  
• En caso de denuncia de torturas se deben adoptar las medidas preventivas legales y 
disciplinarias contra los funcionarios acusados, comenzando por la suspensión cautelar del 
ejercicio de sus funciones hasta el esclarecimiento de los hechos. 
• Declarar la imprescriptibilidad del delito de tortura y garantizar que ninguna 
persona que haya cometido torturas quede impune. 
• Se debe prohibir el trato sexista que pueda agredir la condición sexual de toda 
persona presa o detenida. El derecho a la libertad e identidad sexual de las personas 
detenidas o presas ha de estar garantizado durante su custodia, con independencia de su 
condición de hombre, mujer o transexual, así como de su orientación sexual.  
• Deben observarse con especial precaución los casos de torturas y/o malos tratos 
basados en discriminaciones étnicas, religiosas, por razón cultural, de procedencia o 
cualquier otra razón. Se debe garantizar que el denunciante no será objeto de represalias. 
• Se debe garantizar el derecho fundamental a la salud y a la integridad física y 
psíquica de las personas detenidas.  
• Las personas que hayan recibido malos tratos deberán recibir remedio y reparación 
adecuados, incluyendo el reconocimiento del daño, la rehabilitación, la indemnización, la 
satisfacción de las necesidades derivadas de su nueva situación personal y la  garantía de no 
repetición.  
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2.2 La responsabilidad del estado por la privación injusta de la libertad 
“Hasta la mitad de este siglo, en Colombia se consideraba que la única rama del poder 
público que podía causar daños susceptibles de ser reparados era la ejecutiva. Las 
decisiones y actuaciones de los funcionarios judiciales no generaban obligación de 
indemnizar porque estaban cobijados por el principio de la cosa juzgada y eran una 
emanación de la soberanía”.174 
Cuando, la responsabilidad del poder judicial fue aceptada en países como Francia, 
Italia y España, en Colombia se empezaron a contemplar manifestaciones de dicha 
responsabilidad. Su primera expresión fue el decreto 522 de 1971, que en su artículo 103 
señaló que “Si la revisión prosperare y la pena hubiere sido la pérdida de la libertad, se 
ordenará pagar al injustamente condenado, a título de compensación por falla en el servicio 
de justicia, la suma de cincuenta pesos por cada día de privación de la libertad. Esta 
compensación la deberá el tesoro nacional y serán competentes los jueces de trabajo para 
conocer de la acción de cobro”.175 Como se observa, se consagró una indemnización de 
perjuicios precisa, que no tenía en cuenta las características de cada caso y el grado de 
afectación por la detención; no se dejaba entonces al juez ninguna posibilidad de tasar los 
perjuicios según su criterio. Además, tampoco se establecía el concepto de culpa grave o 
dolo del funcionario judicial para poder repetir en contra suya, sino que la multa debía ser 
pagada siempre por el Estado. 
Posteriormente, el decreto 50 de 1987, anterior Código de Procedimiento Penal, en el 
punto relativo al recurso extraordinario de revisión, estableció que “Si la sentencia que se 
dictare en la causa revisada fuere absolutoria, el procesado será puesto en libertad, y él o 
sus herederos podrán demandar lo pagado como sanción o como perjuicio”.176 No fijaba 
aquí la   indemnización a que tendrían derecho los familiares, sino que dejaba dicha tarea al 
juez competente. 
La acción de repetición terminó por consagrarse en el año de 1984 -Código 
Contencioso Administrativo-, en el artículo 77, que dispuso que “Sin perjuicio de la 
responsabilidad que corresponde a la nación y a las entidades territoriales o 
descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones públicas, los funcionarios serán 
responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus 
funciones”177. La jurisdicción competente para conocer de esta acción era la contenciosa 
administrativa. 
Responsabilidad por detención ilegal de corto tiempo. Los hechos que aparecen 
relacionados en la demanda fueron los siguientes: “... que William Arley Escobar era un 
operario de la Siderúrgica del Pacífico S. A. y afiliado al sindicato de trabajadores de 
Siderúrgica del Pacífico, de cuya comisión de reclamos hacía parte. El 5 de marzo de 1990 
fue allanada la sede de Sintragoodyear, donde se hallaban reunidos varios dirigentes 
sindicales, entre estos el actor, cuando fue allanada la sede por orden del Juzgado 17 de 
Instrucción Penal Militar. El demandante y otros compañeros fueron conducidos a las 
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instalaciones de la Tercera Brigada, permanecieron a la intemperie, fueron reseñados, 
vendados y amenazados, vinculándolos como integrantes del ELN”.178 Posteriormente, el 6 
de marzo de 1990, por orden del Oficial del B-2 de la Brigada, fueron colocados a órdenes 
de la Sijín de la Policía Metropolitana de Cali por “existir serios indicios de pertenecer a la 
célula urbana del ELN...”, pero sin fundamentar tal aseveración. En la Sijín también fue 
reseñado. A su vez el Jefe de la Policía Judicial Mecal, mediante oficio informa a la 
Brigada que por no encontrarle antecedentes a Escobar Holguín lo dejaba en libertad, a 
pesar de lo cual fue objeto de posteriores seguimientos. La Procuraduría Delegada para los 
Derechos Humanos elevó pliego de cargos contra los militares que intervinieron en estos 
hechos”.179 
El fallo del Tribunal Administrativo se orientó a declarar la responsabilidad estatal por 
considerar que la retención fue arbitraria e injusta: “Razonó el a quo en el sentido de que de 
acuerdo con lo probado, fue evidente la arbitrariedad de los militares, “pues, sin que 
existiera indicio de que este se hallara participando en actividades terroristas o de que en el 
sitio en donde se encontraba se guardaran ilegalmente municiones, armas de fuego, 
explosivos o materiales que pudieran ser empleados en actividades terroristas, procedieron 
a privarlo de la libertad y a reseñarlo como si se tratara de un delincuente y no dieron al 
juez competente el aviso que ordenaba la ley... La necesidad de combatir el terrorismo y 
preservar la paz pública no autoriza el atropello a los derechos humanos y la arbitrariedad, 
como parece ser la tesis de la defensa. La ilegalidad no puede ser combatida con otra 
ilegalidad porque hacerlo es desconocer las bases del Estado de derecho... La violencia 
oficial es intolerable y debe ser reprimida a toda costa...”. Concluyó así el Tribunal que 
había lugar a declarar la responsabilidad y condenó al pago del equivalente en pesos a 
1.000 gramos de oro por perjuicios morales para el actor”. 
Dentro del análisis del expediente, el Consejo de Estado encontró demostrados los 
siguientes hechos: “1. Que “William Escobar Holguín fue retenido junto con 14 personas 
más el día 5 de marzo de 1990 y dejados a disposición de la Sijín el día 8 de marzo del 
mismo año. Se le acusó de pertenecer al ELN” (Oficio del Comandante de la Tercera 
Brigada, fl. 6 c.3). “2. Que “no existe orden de operaciones para el allanamiento referido, 
sin embargo se tiene conocimiento que el Juzgado 17 de Instrucción Penal Militar adscrito 
al Batallón Pichincha expidió la correspondiente orden judicial”, el mismo oficio anterior. 
“3. Que William Arley Escobar Holguín fue reseñado por estos hechos (fls. 6, 7, 8 y 9 c.3). 
“4. Que Escobar Holguín, según informe del Jefe de Sijín de la Policía Metropolitana de 
Cali “...aparece registrado el día 08 03 90, entrando a las 09:20 horas, siendo dejado a 
disposición de la policía judicial por parte del B-2 de la Tercera Brigada de Cali, bajo la 
sindicación de subversión... Una vez verificados los antecedentes y órdenes de Captura 
tanto a nivel local como a nivel nacional, sin que apareciera solicitado por autoridad alguna 
hasta esa fecha, se procede a dejarlo en libertad por disposición de la Jefatura de Policía 
Judicial el día 09 03 90 siendo las 12:30 horas, al no existir cargos concretos en su contra, 
ni haber sido capturado en flagrancia por parte de los miembros del Ejército Nacional 
adscritos a la Tercera Brigada” (fl. 10 c.3). 
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“5. Que según informe de la Jefe de la División de Identificación del DAS, “William 
Arley Escobar Holguín no figura registrado con antecedentes” (fl. 2 c.4)”.180 
 “Si corresponde al Estado por intermedio de sus autoridades la protección de la vida, 
honra y bienes de los ciudadanos, según expreso mandato constitucional, tal protección 
debe cumplirse con apego a las normas legales, dentro de las limitaciones que tal facultad 
les otorga, pero por sobretodo con un indeclinable respeto hacia los derechos humanos de 
los administrados. En tales condiciones, si para investigar actividades supuestamente 
terroristas, someten a algún ciudadano a tratos inhumanos y violatorios de sus derechos 
fundamentales, le corresponde al Estado responder por las actuaciones de sus agentes, 
cumplidas de tan censurable y reprochable manera. “Aceptar tan ilegítimos procedimientos 
sólo llevaría a un agotamiento del mínimo de las garantías que tiene el ciudadano frente a la 
administración y conduciría a que nuestro Estado de derecho quedara convertido en una 
simple ficción, cuyas normas y principios estructurales no superarían la condición de ser 
apenas teóricos enunciados o solo intrascendentes declaraciones”.181 
“En las anteriores condiciones, comparte la Sala el criterio del Tribunal al declarar la 
responsabilidad administrativa del ente demandado y en tal sentido confirmará la decisión 
impugnada” 182  Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, “la Corporación 
reconoció perjuicios morales a la víctima. Puede observarse que este fallo del Consejo de 
Estado consagró una postura de avanzada, ya que se declara la responsabilidad estatal por 
la retención de un individuo que permaneció “tan solo” cinco días en prisión”.183 
Esta es una posición que se considera acertada pues el daño no debe medirse 
únicamente por el tiempo de la retención sino por el efectivo perjuicio que le fue causado a 
una persona que no tenía el deber jurídico de soportar. 
Responsabilidad por detención ilegal de la Policía Nacional. En este caso se 
produce la retención, por parte de la Policía, de dos personas quienes, según dicha 
institución, pertenecían a las milicias populares. La captura se efectuó sin orden de 
autoridad competente y los detenidos no se encontraban en situación de flagrancia. Los 
hechos que se relacionan en el expediente son los siguientes: 
“En el cuaderno Nº 2 reposa copia auténtica de las diligencias adelantadas por la 
Fiscalía General de la Nación, seccionales de Valledupar y Barranquilla, con ocasión de la 
detención del señor Nerio José Martínez Ditta. Según ese expediente, la detención se 
produjo el 23 de noviembre de 1992, conforme se informó al jefe de la unidad investigativa 
de policía judicial; la causa de la detención de acuerdo a ese informe, fue la siguiente: 
"...Los antes relacionados fueron detenidos el día de hoy por una patrulla del escuadrón 
motorizado bajo mi mando, a las 10:00 horas en el sector de invasión denominado el 
“Divino Niño” por tenerse conocimiento que desde hacía varias horas venían merodeando 
por el sector del CAI del barrio Garupal y en varias llamadas recibidas donde decían las 
características físicas de los sujetos coinciden con los retenidos, cuando estaban retenidos 
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fueron trasladados a las instalaciones de la Sijín para constatar si tienen antecedentes 
penales".184 
"Una vez en las instalaciones de la Sijín se procedió a investigar en los archivos e 
interrogatorios observando que aparece por informaciones de inteligencia, como 
responsables de pertenecer a las milicias populares y poner explosivos en varias zonas del 
departamento...".185 
“El mismo 23 de noviembre, declaró ante la unidad investigativa de la policía judicial 
el agente Luis Daniel Rincón Quintero quien da cuenta de la forma como se produjo la 
captura. Este agente narró que al momento de la retención el actor y su acompañante 
Geovanny Ríos, sólo portaban una mochila con implementos de aseo y una camisa. Insistió 
en la misma versión en el sentido de existir información de inteligencia en cuanto a que los 
detenidos pertenecían a grupos guerrilleros."186 
El 24 de noviembre de 1992, el Departamento de Policía de Cesar, certificó con 
destino al jefe de la Unidad Investigativa Policía Judicial de Valledupar, que Nerio José 
Martínez Ditta no registraba antecedentes penales ni de policía. En la misma fecha la 
unidad investigativa de policía judicial dejó a los detenidos a disposición del Fiscal 
Regional ante la unidad de Valledupar. El funcionario encargado de esta unidad informó al 
director general de fiscalías en Barranquilla que había iniciado una investigación en contra 
de los detenidos, por el delito de rebelión. Practicadas algunas pruebas se enviaron las 
diligencias al director general de fiscalías de Barranquilla. “El 10 de diciembre de 1992 la 
unidad de fiscalía delegada de Barranquilla decretó medida de aseguramiento en contra de 
los detenidos, especialmente con base en una declaración rendida por el señor Rafael 
Alfonso Villazón, el mismo día de la detención, quien aseguró que los detenidos eran 
miembros del Frente 41 de las Farc.”187 
“Después de practicadas otras pruebas, el 1º de junio de 1993, la misma fiscalía revocó 
la medida de aseguramiento en contra del actor y su compañero, y les otorgó inmediata 
libertad, una vez que se comprobó que no existía hecho punible. En esa providencia destacó 
que al momento de ser detenidos los señores Nerio José Martínez Ditta y Geovanny Ríos 
Ibañez, no estaban en situación de flagrancia, sino que su captura se produjo ilegalmente 
sin que mediara orden legal de aprehensión, por el sólo y mero pretexto de comprobar los 
antecedentes. Destacó este funcionario en relación con el testimonio de Rafael Pinzón 
Villeros, quien señaló a los detenidos como pertenecientes a las FARC, que esa declaración 
ofrecía dudas con respecto a su credibilidad por cuanto era sospechosa su presencia 
oportuna en las instalaciones del F-2 de Valledupar al momento de llevar los detenidos; 
además porque ese mismo testigo había sido utilizado en varios procesos, al punto que 
existía una resolución de la fiscalía delegada ante el Tribunal Nacional, que ordenó 
procesarlo por rebelión, para constatar si realmente perteneció a un grupo alzado en armas. 
Se refirió igualmente esta providencia al hecho de que nunca se allegó una prueba que 
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demostrara que efectivamente los informes de inteligencia señalaran a los detenidos como 
integrantes de las FARC”.188 
Irresponsabilidad del Estado cuando existe el deber de soportar la carga de la 
investigación. “El Consejo de Estado sostuvo en las consideraciones de esta providencia lo 
siguiente”:189 
“La indebida retención de la joven Claudia Patricia, tampoco resultó demostrada. Ella 
fue retenida en el curso de la investigación relacionada con el aludido secuestro; y del 
hecho de que hubiera sido absuelta al final no puede inferirse que fue indebida su retención. 
La justificación de la medida aparece plausible y nada hace pensar que en ella mediaron 
circunstancias extralegales o deseos de simple venganza. La investigación de un delito, 
cuando medien indicios serios contra la persona sindicada, es una carga que todas las 
personas deben soportar  por igual. Y la absolución final que puedan éstas obtener no 
prueba, per se, que hubo algo indebido en la retención. Este extremo, de tan delicado 
manejo, requería pruebas robustas y serias y no meras inferencias o conjeturas”190 
Esta postura ha sido sostenida por la Corporación en varias oportunidades. Como se 
observa, consiste en que la privación de la libertad de una persona a la que luego se 
absuelve, no constituye daño antijurídico si contra ella mediaron indicios de 
responsabilidad, ya que la investigación del delito, en estos casos, es una carga que todos 
los ciudadanos deben soportar. Cabe resaltar que no se trata de cualquier clase de indicios, 
sino que éstos deben ser graves, es decir, que en el sentir del juzgador, sean lo 
suficientemente serios como para hacerlo pensar que el investigado debe ser privado de la 
libertad. No existe una definición legal de lo que es indicio grave de responsabilidad, ya 
que la particularidad de cada caso impide formular una regla uniforme para todos los 
eventos. La tarea es entonces puramente judicial. 
Sentencia de unificación jurisprudencial. Es trascendental porque recopila los 
conceptos que dispersamente había tratado la Corporación en fallos anteriores, y precisa 
otros aspectos de gran utilidad para la interpretación judicial.  “En relación con la 
responsabilidad de la administración, por privación injusta de la libertad, la Sala desea 
hacer las siguientes precisiones, por la vía jurisprudencial, a saber: “a) Ella toma apoyo en 
el artículo 90 de la Constitución Nacional y en el artículo 414 del Código de Procedimiento 
Penal, y se ubica en el ámbito de la responsabilidad directa del Estado por error judicial, 
que se produce como consecuencia de la violación del deber que tiene todo juez de proferir 
sus resoluciones conforme a derecho, y previa una valoración seria y razonable de las 
distintas circunstancias del caso, o como lo ha dicho la Corte Constitucional italiana: “Todo 
procedimiento judicial que prive a la persona de uno de sus derechos fundamentales y que 
luego sea considerado erróneo” (sentencia número 12 de 2 de febrero de 1978).  “b) El 
error judicial puede responder a una errónea apreciación de los hechos, o a una desfasada 
subsunción de la realidad fáctica en la hipótesis normativa, o a una grosera utilización de la 
normatividad jurídica, en el caso sometido a consideración del juez. “c) El error de hecho, 
por sí solo, jamás será determinante de la responsabilidad administrativa, pues como lo 
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enseña bien el profesor Guido Santiago Tawil, “...cualquiera que sea el vicio determinante 
de la resolución, el error judicial no estará en los hechos o en las pruebas, en sí mismos 
considerados, sino en el Modo de Subsumir a éstos en el ordenamiento jurídico, cuya 
aplicación en cada caso resulte obligada” “(La responsabilidad del Estado y de los 
magistrados y funcionarios judiciales por mal funcionamiento de la administración de 
justicia”.191 “d) La responsabilidad de la administración, dentro del ámbito que se estudia, 
no opera sólo en los casos contemplados en el C. de Procedimiento Penal, pues la 
Constitución Nacional ordena reparar el daño que se genere por una conducta antijurídica 
de ella. Con esto se quiere significar que el error judicial se debe reparar no sólo en los 
casos de una injusta privación de la libertad, sino en todos los eventos en que se demuestre, 
con fuerza de convicción, la existencia de una manifiesta equivocación. El mismo 
tratadista, en antes citado, explica su posición académica sobre la materia, la cual patrocina 
la Sala, dentro del siguiente temperamento: 
“Lo contrario sería admitir que a pesar de reconocerse la existencia de conductas 
manifiestamente antijurídicas, ellas resulten inmunes a la reparación de los daños que han 
causado, como consecuencia de n haberse podido recurrir la resolución que les dio origen, 
sea, por ejemplo, por no ser advertido el error en término, porque el resultado dañoso se 
manifestó una vez firme aquélla, por no tratarse de una de las resoluciones recurribles 
conforme al ordenamiento formal, o, lo que es aún peor, por no haber sido el damnificado 
parte en el proceso en que el supuesto error se cometió”. “e) Además de la existencia del 
error judicial, en el pronunciamiento judicial, debe probarse la existencia de un daño físico 
o moral, avaluable económicamente, y una relación de causalidad entre el error y el daño 
indemnizable. “f) Conditio sine qua non, para que se pueda declarar la responsabilidad de la 
administración es la de que no se registre una actitud dolosa o culposa por parte del 
sindicado o de los damnificados. En este particular la Sala hace suya la pauta 
jurisprudencial fijada por el Tribunal Supremo Español, en sentencia de 24 de noviembre 
de 1986, en la cual se predica: “Cuando un error, de uno u otro sentido, se ha producido en 
el desarrollo de la actividad judicial, es obligado para cuantos intervienen en el proceso, 
procurar con lealtad procesal y con la buena fe exigible a todo litigante, ponerlo de relieve 
para su subsanación”.192 “g) La reparación por el daño causado debe ser integral, esto es, se 
debe indemnizar tanto el daño emergente, como el lucro cesante y el daño moral. Ni la 
Constitución Nacional ni ley alguna han puesto limitaciones en este particular. “h) La 
responsabilidad que se deduce del artículo 414 del C. de P. Penal es OBJETIVA, motivo 
por el cual resulta irrelevante el estudio de la conducta del juez o magistrado, para tratar de 
definir si por parte de él hubo dolo o culpa”. 193  Como causales eximentes de 
responsabilidad operan la fuerza mayor, el hecho de un tercero y la conducta exclusiva del 
damnificado. Respecto de esta última, la Sala hace suya la perspectiva doctrinaria del 
profesor Guido Santiago Tawil, cuando enseña: “Aunque se trata, como hemos expresado 
anteriormente, de una responsabilidad de carácter objetivo, razón por la cual la conducta 
del damnificado pareciera en principio carecer de mayor relevancia, ello no es así, dada la 
exigencia de exclusividad que caracteriza en este supuesto a la responsabilidad estatal. “Por 
tal razón, resultará esencial que aquel que persigue una reparación no se haya extralimitado 
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o hubiera abusado de su libertad o derecho, valiéndose de ardides o procedimientos 
mediante los cuales pudiera haber inducido a error o al funcionamiento anormal de la 
justicia que dio origen al perjuicio”.194 “i) La exoneración puede ser fruto de una sentencia 
judicial o de una providencia judicial. El artículo 414 del C. de P. Penal habla de sentencia 
absolutoria o “su equivalente”, expresión ésta que debe tomarse en sentido amplio.  
 Para la Sala la orden legal de indemnizar los perjuicios es una respuesta adecuada al 
facilismo con el cual los jueces suelen disponer de la libertad del hombre, con olvido de 
que ella es la cualidad fundamental del ser espiritual, esto es, la que le permite la 
realización de su propia vocación. No se puede seguir jugando con la honra de las personas 
con la orientación dañina que predica que una medida de aseguramiento, como la detención 
preventiva, no se le niega a nadie”195 
Es evidente la importancia que tiene para el Estado de Derecho un pronunciamiento de 
este tipo. Reconocer por vía jurisprudencial la necesidad de proteger al ciudadano común 
de los abusos cometidos por los jueces en desarrollo de sus funciones, es un gran logro para 
toda la comunidad. Para los jueces mismos, que disponen de la libertad de las personas, es 
un aviso sobre la responsabilidad que les concierne y la vital labor que cumplen dentro de 
la sociedad. Saber que sus actuaciones pueden ser cuestionadas y que ellos mismos pueden 
pasar de juzgadores a juzgados, es un aviso preventivo que debería obligarlos a realizar su 
tarea de análisis probatorio, de investigación de los hechos y de juzgamiento, de una 
manera seria, profunda y responsable. 
Irresponsabilidad del Estado cuando la detención no es abiertamente ilegal. En 
esta oportunidad la Corporación exonera de responsabilidad al ente estatal demandado, por 
considerar que la privación de la libertad no fue injusta, pues la decisión que ordenaba la 
detención no fue abiertamente ilegal. 
Actualmente la indemnización por privación injusta de la libertad se encuentra reglada 
en el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal... Esta norma instaura legalmente la 
responsabilidad estatal por daños causados por la administración de justicia, para los casos 
en que los particulares sean privados injustamente de su libertad. En su segunda parte, ella 
consagra tres casos en los cuales se dispone que la detención preventiva decretada en un 
proceso penal, mediante sentencia absolutoria definitiva o su equivalente, debe tenerse 
como injusta; y, por ende, da lugar a la indemnización de quien la sufrió, salvo en los casos 
en que sea la propia víctima la que la haya causado por su dolo o su culpa grave. 
Y para que la responsabilidad estatal resulte comprometida por el error jurisdiccional, 
como ya lo ha dicho la Sala, se requiere que la providencia a la cual el mismo se imputa 
contenga una decisión abiertamente ilegal... “ 196 . En el sub júdice, el error judicial 
generador de responsabilidad estatal no fue ni siquiera expresado por el actor como 
fundamento de su demanda, pues el mismo solamente señaló que la providencia que 
dispuso la resolución de acusación y su detención preventiva era simplemente “ligera y 
superficial”; y en dicha providencia, proferida por el Juzgado Doce de Instrucción Criminal 
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el 29 de octubre de 1990 (fl. 17 C. 1), no encuentra la Sala una decisión abiertamente ilegal 
o ligera que pueda ser fuente de responsabilidad estatal.”197 
Irresponsabilidad del Estado por existir indicio grave en contra del sindicado. En 
esta providencia no se declara responsable al ente estatal porque se consideró que por 
tratarse de un delito de homicidio y por existir indicios graves de responsabilidad en contra 
del sindicado, la medida de aseguramiento aplicable era la detención preventiva. Resulta de 
gran importancia que para un caso como este, el juez tenga en cuenta no solo las 
características del caso sino también las del mismo sindicado, con el fin de que analice la 
procedencia de la libertad provisional, pues habrá eventos en los que no se justifica 
mantener privado de la libertad a la persona. Si se realizara en realidad un análisis de cada 
caso, se contribuiría a descongestionar las cárceles y serían menores los efectos de los 
errores cometidos por el Estado por concepto de privaciones injustas de la libertad. 
El Consejo de Estado sostuvo en esta oportunidad que como bien se ha dicho, la 
responsabilidad patrimonial del Estado por las acciones u omisiones de sus agentes puede 
tener como causa, el error jurisdiccional, la privación injusta de la libertad y el 
funcionamiento anormal de la administración de justicia. 
En el caso sub examine, pretende la actora que se declare la responsabilidad 
administrativa y como consecuencia se condene a la Nación - Ministerio de Justicia y al 
Consejo Superior de la Judicatura, a pagar los perjuicios morales y materiales que se 
produjeron a los demandantes por la detención de que fue objeto el señor Rafael Antonio 
Leal Medina. Es importante entonces, recordar la tesis sostenida para que tal 
responsabilidad se estructure. Se tiene claro que el Estado es responsable patrimonialmente 
por la privación injusta de la libertad de los administrados, sin consideración alguna 
respecto de la regular o irregular conducta de los agentes judiciales con cuyas decisiones se 
haya producido tal decisión. Pero para que dicha responsabilidad se configure, se debe 
demostrar que la  privación de la libertad sufrida por una persona no tiene sustento legal. 
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3.  CONCLUSIONES 
De acuerdo con el derecho penal y procesal penal colombiano, las decisiones que 
afectan total o parcialmente la libertad de las personas son la captura y las medidas de 
aseguramiento; dentro de ellas, la detención preventiva. La captura es un acto físico, y en él 
se aprehende a una persona antes del proceso, en caso de flagrancia, o en medio de su 
curso, como consecuencia de un auto de detención. Otros motivos sujetos al acto de la 
captura se presentan cuando la autoridad competente ha solicitado públicamente la 
aprehensión, o cuando el sindicado es solicitado por el fiscal correspondiente y no 
comparece a rendir indagatoria en el caso de la ley 600 del 2.000. La figura también puede 
materializarse después del proceso, como consecuencia de un fallo condenatorio a pena 
privativa de la libertad. La detención preventiva, en cambio, sólo puede tener lugar durante 
el proceso y después de la vinculación legal de la persona a través de la imputación Ley 
906 de 2004.  
El Estado cuenta con múltiples mecanismos para hacer que el investigado concurra a 
todas las etapas del proceso. En ello tendría que invertir seguramente menos esfuerzos y 
recursos, que son necesarios para mantener a tantas personas recluidas en centros 
penitenciarios. 
La detención preventiva ha de restringirse solamente a los casos excepcionales en los 
que no exista otra posibilidad para que el sindicado comparezca al proceso, no ponga en 
riesgo a la sociedad y no obstruya la investigación. Se puede contrargumentar el hecho 
irrebatible de su consagración dentro de la legislación actual. Pero ante eso, es evidente que 
de la manera como está siendo regulada en este momento, la detención preventiva no 
cumple su función, incluso por la actitud de los funcionarios judiciales que la aplican 
indiscriminadamente. Gradualmente se han venido aumentando las penas, ya la ley 890 del 
año 2004 y la ley 1142 de 2007, hacen modificaciones al respecto y en consecuencia ya son 
menos los delitos en los que no procede la detención preventiva, al paso del tiempo toda 
infracción  a la ley penal, terminará decretándose dicha privación; el indicio de 
responsabilidad sea contundente e incluso, tratar de buscar fórmulas que guíen a los fiscales 
y jueces en la valoración de dicho indicio. Además, y como una herramienta de lucha 
contra el facilismo de los juzgadores al aplicar las sanciones consagradas en la ley, tiene 
que existir una política de Estado, en el ejercicio de la acción de repetición en los casos en 
que el agente hubiere actuado con culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones, de 
manera que exista mayor responsabilidad y compromiso al imponer medidas tan graves. 
La utilización de la prisión preventiva, como regla, no sólo evidencia en forma patente 
el incumplimiento de las normas constitucionales e internacionales, sino que ha demostrado 
ser inútil a los efectos de mejorar la seguridad ciudadana.  Esta herramienta no disminuye 
los índices de inseguridad y al contrario en las salas de detención preventiva se violan los 
derechos humanos. La decisión de encerrar o no encerrar, adquiere un carácter muy básico 
que desatiende la compleja naturaleza estructural del problema del castigo, la seguridad y la 
prevención. Los criterios de aplicación excepcional de la medida de aseguramiento 
consistente en la privación de la libertad, también son una violación al derecho a la libertad, 
por cuanto basados en este referente los operadores judiciales han venido impartiendo 
justicia, desconociendo, que no todo constituye la excepción, dicha medida ha de ser 
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concebida como extrema, en el caso concreto se establezca que no existe otra opción por 
cuanto reúne absolutamente todos los presupuestos establecidos por el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos; en caso contrario seguramente estaremos 
enfrentados a sendas demandas en tribunales internacionales por violaciones a la libertad, 
evidenciando profundas fallas del Estado en la administración de justicia.  
En Colombia se presenta  un uso irracional y arbitrario de la prisión preventiva, 
generando costos económicos innecesarios para diferentes actores: Estado, las personas 
privadas de la libertad, sus familias y la sociedad en su conjunto. Buena parte de estos 
costos y desgaste son evitables, se generan por el mero incumplimiento legal, o por lo 
menos una inadecuada interpretación de la legislación, haciendo caso omiso a principios de 
rango constitucional. Los costos de prisiones preventivas que se ordenan ilegalmente, las 
consecuencias de las tortuosas condiciones carcelarias, la corrupción y la coordinación 
ineficiente, entre otros, son costos que genera actuar al margen de nuestros exigentes 
programas constitucionales e internacionales en la materia y que producen un enorme daño. 
Es claro que, que la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
ha establecido en el caso “Tribunal Constitucional”, del 31 de enero de 2001: “El respeto a 
los derechos humanos constituye un límite a la actividad estatal, lo cual vale para todo 
órgano o funcionario que se encuentre en una situación de poder, en razón de su carácter 
oficial, respecto de las demás persona”198. Es quizás una de las mayores preocupaciones del 
Sistema Internacional de Derechos Humanos, que se vulneren derechos fundamentales 
entre los que está la libertad por las misma instituciones que están llamadas a protegerlos, 
en consecuencia se está frente a una dinámica sistemática de concebir al ser humano como 
sujeto de vulneración de principios constitucionales, para el supuesto de cumplimiento de 
los fines de la justicia; resulta paradógico tal aseveración.   
“La libertad física, es entonces un derecho genérico de todo habitante, por su sola 
cualidad de ser persona, de gozar de autonomía decisional con respecto a su ubicación, 
residencia, traslación y de ambulación física, pudiendo oponer, en principio, este derecho 
frente a los demás habitantes y frente al Estado”199.Así las cosas no cabe duda que el 
derecho a la libertad corresponde a principios constitucionales, al bloque de 
constitucionalidad y por ningún motivo se podrá violentar. 
En la investigación queda evidenciado que la lectura que se hace desde la ley 906 de 
2004, de los Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, no responde 
estrictamente a los buscado por este organismo, si se tiene en cuenta que cuando se analiza 
cada una de las causales para decretar la medida de aseguramiento, consistente en privación 
provisional de la libertad, se encuentran decisiones sin suficiente sustento para decretarla, 
se quiere hacer ver que las personas no dan garantía para comparecer al proceso, pero no se 
tiene en cuenta el poder absoluto de la Fiscalía que en representación del Estado para hacer 
comparecer al proceso a cualquier ciudadano y una defensa minimizada. 
Es claro que cuando se vulnera el derecho a la libertad personal, también se conjugan 
otras violaciones a derechos fundamentales como la vida, la dignidad entre otros, si se tiene 
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en cuenta que los sitios de detención no corresponden a los que se requiere como detenidos  
provisionalmente, se están utilizando las estaciones de policía para tal efecto al igual que 
están integrando esta población detenida en periodo de investigación con los condenado.  
Queda demostrada la mora judicial, los procesos no son tan expeditos como se 
esperaba en el sistema penal acusatorio, si la ley establece unos términos, ella misma 
también establece unas prórrogas que para las personas con medida de detención 
preventiva, resulta violatoria de derechos fundamentales, franqueando el estándar del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, referido al plazo razonable; obviamente 
que decir de los procesos que hoy todavía se adelantan por la ley 600 de 2.000, que de 
manera paquidérmica avanzan con los respectivos implicados presos, cada vez más 
distantes de confirmar su participación en el ilícito, mientras tanto les están violando el 
derecho a la libertad, así se quiera pensar lo contrario. 
Luego de decretar la medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, en 
los distintos lugares para ello, se siguen una serie de violaciones a los derechos 
fundamentales, no solo como detenidos provisionales, sino como condenados, en donde se 
encuentran en circunstancias que atentan la dignidad humana, los jueces no se percatan de 
dicha realidad, para ponderar y suspender la medida que desde un principio ha devenido de 
manera inconstitucional; le corresponde al Ministerio de Justicia y del Derecho, al igual que 
al INPEC, la instrumentación de una política y una gestión penitenciaria que coincida con 
el respeto de las garantías constitucionales, evitando los tratos crueles en los diferentes 
sitios de detención. 
No cabe la menor duda que la detención provisional en Colombia, como medida de 
seguridad, no se adecúa a los Estándares del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, en consecuencia el Estado está  frente a un potencial enorme de demandas, que 
buscarán la respectiva reparación por la indebida administración de justicia, como ya se ha 
venido presentando en diferentes países, respecto a la responsabilidad patrimonial del 
Estado; la experiencia de España es que ya existe un procedimiento para que los afectados 
busquen la reparación cuando se demuestren los respectivos perjuicios. 
“Existe un convencimiento absoluto que a las personas enjuiciadas se les tiene que dar 
un trato de inocentes hasta cuando los órganos judiciales predispuestos, luego de la 
necesaria y efectiva comprobación objetiva y material de su culpabilidad declarada por un 
sentencia condenatoria pasada en autoridad de cosa juzgada, puede quebrar  su estado de 
inocencia”200. En consecuencia a pesar que el hecho y su participación son creíbles y hasta 
la situación de flagrancia y aun cuando hay confesión el trato al imputado se insiste, debe 
ser el de inocente. 
Sin embargo en Colombia pareciera que la realidad fuera bien diferente, solo basta con 
ver los procesos de impacto nacional, que aun antes de iniciar la investigación la sociedad a 
través de los medios de comunicación ya los condenan y hasta determinan cuál  ha de ser el 
curso de la investigación; luego de la audiencia de imputación, muchos funcionarios  
terminan profiriendo medidas de aseguramiento privativas de la libertad, considerando que 
está en juego su prestigio o incluso por presiones políticas; así las cosas no cabe duda que 
                                                          
200
 Ibíd.,  JAUCHEN, EDUARDO p. 103 
96 
la detención preventiva, en nuestro sistema penal acusatorio tanto en la misma norma, 
como en la práctica judicial no se ajusta a los Estándares del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos.  
Se encuentran procesos con detenido, donde las pruebas no conducen con certeza a 
establecer la responsabilidad de estos y en consecuencia no hay otra salida que ordenar su 
libertad, sin embargo existe una vulneración, una afectación que necesariamente el Estado 
tendrá que responder a través de una reparación de los perjuicios causados por la 
administración de justicia, se deduce que en un tiempo no muy largo estaremos frente a un 
alto número de demandas para solicitar del Estado dicha indemnización. 
Nuestro sistema penal en principio tiende a caracterizarse en que se ha de impartir 
condena más allá de la duda razonable, en consecuencia no es coherente que una persona 
sea detenida provisionalmente, cuando al final terminará por los general siendo absuelta, el 
tiempo que finalmente fue privada de la libertad se constituye en una violación a la libertad, 
derecho de rango constitucional; en un sistema garantista que pretende ser nuestro 
organización panal, no debería exponerse la integridad de los derechos fundamentales, tal 
vulneración termina siendo un trato cruel para el ciudadano. 
Frente a la frecuente vulneración del derecho a la libertad, en el desarrollo de la 
administración de justicia, se ha de fortalecer la defensa pública, brindando un servicio 
social, que no genere expectativas a los procesados que finalmente no se cumplen, en este 
caso el sistema termina siendo inoperante. 
La práctica ha venidos demostrando que es más usual imponer la medida de 
aseguramiento en Colombia más como parte de una errónea política criminal, que involucra 
una sanción o una aflicción,  que como una medida procesal que tienda a garantizar el 
desarrollo de la actuación penal conforme a los requisitos de procedibilidad de tal medida. 
La detención preventiva, desde la el Sistema Penal Acusatorio en Colombia, desarrolla 
la misma filosofía, ya entendida en procedimientos penales anteriores, sin embargo al 
momento de la aplicación de la misma, los jueces terminan muy superficialmente haciendo 
un análisis de cada caso e imponen la medada como generalidad y no como excepción, 
violando de esa manera la libertad personal de los procesados, el operador judicial, puede 
aplicar otras medidas de de seguridad, que bien pueden  proteger el desarrollo del proceso y 
a las víctimas del ilícito, donde no se comprometan derechos fundamentales. 
El estudio, demuestra que en el sistema penal acusatorio en Colombia, no cumple en la 
práctica los estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en materia de 
detención preventiva, aunque teóricamente esté contenido en la ley; así las cosas se 
desprende una inocultable práctica judicial, donde las mediadas de detención preventiva 
responden a exigencias eminentemente mediáticas, producidas por  la sociedad y 
transmitidas por los medios de comunicación social quienes terminan siendo legitimadas 
por los primeros, sin medir las consecuencias frente a la vulneración de los derechos 
fundamentales y finalmente deslegitimando la mediada y comprometiendo al Estado en la 
responsabilidad en la administración de justicia.  
El derecho a la libertad es inalienable, es una vocación histórica y como se ha 
esbozado en el trabajo, no existe ninguna justificación para su vulneración, así sea bajo la 
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premisa de salvaguardar otros derechos ni aún en estados de excepción, toda vez que los 
derechos humanos jamás se pueden interrumpir, en una vocación humana universal; la 
dinámica de la justicia se desarrolla en un Estado decente en la perspectiva del respeto de 
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